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Resumen y Abstract VII 
 
Resumen 
El presente documento tiene como objetivo evidenciar los avances de la capital 
colombiana en materia de seguridad, reflexionar en torno de los desafíos que 
enfrenta y poner en primer plano las críticas de la población. Se demuestra el 
importante lugar de la relación entre seguridad y desarrollo en la notable 
transformación que vivió Bogotá durante los últimos dos decenios; pero además, 
se discuten los límites de esta mutación. Tal tensión constituye el objeto central 
de reflexión, revela tanto la labor central de la política pública en la capital, como 
la dimensión de las tareas a las que se avoca. Desafíos que se evidencian en la 
dificultad para llegar a tasas de homicidio de un solo digito, en la persistencia de 
“enclaves violentos” y la diseminación de la violencia. Las percepciones 
populares lo reflejan, la persistencia de prácticas como la “Limpieza social” lo 
revelan, el trayecto por recorrer es arduo. 
Palabras clave: (Violencia urbana, seguridad urbana, enclaves de violencia, 
“Limpieza social”, Política pública de seguridad) 
 
Abstract 
This document aims to highlight the progress of security at the Colombian capital, 
reflect on the challenges and bring to the forefront the critics that the population 
has. We show the important place of the relationship between security and 
development in the remarkable transformation experienced by Bogotá over the 
past two decades, but also the limits of such mutation. This contrast is our main 
reflection, reveals both the core work of public policy in the capital, as the size of 
the tasks that faces. Challenges are evident in the difficulty to reach low homicide 
rates, in the persistence of "violent locations" and in the spread of violence. 
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Popular perceptions reflect the problem, but the persistence of practices such as 
"social cleansing" reveals the enormous task. 
 
Keywords: (Urban violence, urban security, security policies, violent actors, “social 
cleansing”).  
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 Introducción 
El presente documento lo inspira una pregunta central: ¿Qué significan en el 
desarrollo y futuro de la ciudad de Bogotá las condiciones de seguridad y las 
dinámicas generales de violencia que ha enfrentado durante los últimos años? 
Más específicamente, ¿Qué desafíos y tensiones enfrenta la capital para llegar a 
niveles reducidos de violencia y dar un tratamiento integral a las distintas 
manifestaciones del conflicto violento que tienen lugar en su territorio? Preguntas 
generales que se constituyen en marco de una serie de preguntas específicas 
que estructuran el presente texto: 1. ¿Existe alguna mejoría en materia de 
seguridad durante los últimos años en la ciudad de Bogotá? Y de ser así, ¿Cuáles 
son esos avances y qué papel han jugado las políticas públicas del orden 
distrital? Concretamente, 2. ¿Tiene la Capital algún reto que superar en lo que 
respecta a los indicadores de criminalidad y violencia? 3. ¿Qué críticas y tareas 
debe encarar la institucionalidad de la ciudad para dar un manejo adecuado a las 
diversas manifestaciones violentas? 4. ¿Logran las políticas públicas, esas que 
han pretendido fomentar desarrollo y seguridad, impactar decididamente los 
entornos urbanos con mayores problemas de violencia? Y, finalmente, ¿Qué 
significa la persistencia de acciones de “limpieza social” para la seguridad en 
Bogotá y, principalmente, para los sectores poblacionales que constantemente 
deben afrontarla? 
 
En consecuencia, tenemos como objetivo fundamental comprender el conjunto de 
avances y limitaciones que presenta la capital colombiana para llegar a niveles 
bajos de violencia, discutiendo los retos a los que se enfrenta y trayendo a 
colación las críticas de los sectores populares frente a tal condición; en suma, se 
pretende identificar los desafíos que tiene Bogotá en lo referente a la seguridad y 
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contribuir a la profundización de una política pública en la materia que promueva 
y garantice los derechos de la ciudadanía. De la misma manera, se busca aportar 
a la construcción de una lectura propia de la violencia en los entornos urbanos 
(agenda trazada por el grupo de Ciudad del IEPRI de la cual hace parte el 
presente proyecto de investigación), situación que de hecho tiene dos 
implicaciones: de un lado, contribuir a la comprensión del lugar que tiene la 
ciudad en las dinámicas de las violencias que aquejan al país, no reduciendo la 
explicación a los constructos conceptuales y teóricos desarrollados sobre el 
conflicto armado (Perea, 2013)1; tal como señala Barbary (2007), “es cierto que la 
violencia en la ciudad ha sido estudiada a nivel nacional desde hace apenas 
quince años, a diferencia del conflicto armado, predominantemente escudriñado y 
convertido con el tiempo en un campo tradicional de la investigación” (p. 299). De 
otro, aportar al desarrollo analítico propio de las violencias que tienen lugar en la 
capital, sin restringirla a las perspectivas que se han utilizado para explicar el 
conflicto en otras ciudades tales como Medellín, Cali, etc., donde tienen lugar 
dinámicas, actores y formas de victimización que distan de la realidad bogotana2. 
 
Pretendemos demostrar cómo los avances, retos e interpelación popular de la 
seguridad en Bogotá son reflejo de una tensión que marca el devenir de la capital 
colombiana de las últimas dos décadas: de un lado, es una ciudad que muestra 
avances notables vía la articulación entre desarrollo y seguridad; relación 
estrecha que ha sido posible gracias a la implementación de una serie de 
políticas públicas donde la seguridad ciudadana ha logrado avanzar en la 
reducción de los indicadores generales de homicidio y los delitos de alto impacto. 
Es la imagen de una ciudad que avanza y se desarrolla, en palabras de Perea 
(2012), es la representación del “orgullo bogotano” que anuda tanto disminución 
                                                
 
1 El importante estado de arte de los estudios de la violencia en Colombia adelantado por 
González et al., deja entrever el lugar limitado que tiene en la historiografía colombiana los 
fenómenos de violencia urbana (2010).  
2 Conclusiones extraídas de la investigación “Criminalidad y violencias en ciudades 
latinoamericanas: México, Colombia y Brasil", a cargo de: Carlos Mario Perea, Ana María 
Jaramillo y Michell Misse. Texto inédito.  
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de la violencia, como progreso en materia económica y social. De otro, la ciudad 
presenta una serie de retos y desafíos en materia de seguridad, inequidad y 
desigualdad que aún debe superar; es la imagen de una ciudad segregada (otrora 
desordenada), donde persisten focos de elevada violencia y donde vastos 
sectores de la población se encuentran azotados por una delincuencia y una 
criminalidad que no ceden; es la representación de sus limitaciones. Retos que 
reflejan el largo camino que aun debe recorrer, trayecto demandante donde 
Bogotá debe empeñar ingentes esfuerzos para erradicar las distintas fuentes de 
la violencia homicida, alcanzar tasas bajas de homicidio que la equiparen a las 
urbes pacíficas de otras latitudes del mundo, anular la “limpieza social” y revertir 
la estabilización de los delitos de alto impacto en los últimos años.  
 
Desafíos que no paran allí, la política pública de seguridad de la ciudad y sus 
instituciones deben tanto superar, como atender a una serie de percepciones 
negativas que se tienen de sus actuaciones en los territorios mayormente 
afectados por la violencia; apreciaciones populares donde se critican las acciones 
de las entidades oficiales, principalmente aquellas de la policía, y sus limitaciones 
tanto para controlar las manifestaciones delictivas cotidianas, como para construir 
una política integral de seguridad centrada en la prevención. Cuestionamientos 
que resaltan la incapacidad de las administraciones locales para disminuir 
decididamente la desigualdad y la inequidad, cúmulo de factores percibidos en los 
territorios como motor de la delincuencia y el crimen3. Con todo, la persistencia de 
la “Limpieza Social” es una de las mayores contradicciones que enfrenta la 
mejora de la seguridad en Bogotá; la vigencia de aquello que concita 
(confrontación violenta a los excesos de la delincuencia común, a las conductas 
percibidas ajenas al deber ser en el terreno moral y a quienes son percibidos 
como inservibles o improductivos para la sociedad) enfrenta a la ciudad con el 
                                                
 
3 No se trata de sostener que el contexto económico es una fuerza causal autónoma propiciadora 
de la violencia, pero sí consideramos que este tipo de aspectos se convierten en objetos de 
atribución por parte de los pobladores y que son argumentados para explicar el conflicto violento. 
Percepciones que sin duda cuentan con su contraparte, el estigma contra sectores vulnerables 
que a su vez son percibidos como peligrosos.  
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tenor de su transformación y, por otra, con la envergadura de la tarea que 
enfrenta. 
 
Con el ánimo de alcanzar nuestros objetivos y demostrar nuestras ideas 
centrales, se introducen de manera sintética en el primer capítulo los principales 
postulados analíticos y conceptuales que orientan la presente disertación. Allí se 
desarrollan tres aspectos: en primer lugar, se explica una proposición básica que 
cruza de principio a fin nuestras reflexiones, “Bogotá es una ciudad donde abunda 
el crimen, el homicidio desciende y la violencia se disemina” (Perea y Rincón, 
2013); noción que posibilita definir la dinámica general de la violencia y la 
criminalidad de la ciudad. En segunda instancia, se clarifica la categoría 
seguridad ciudadana, comprendiéndola tanto desde su perspectiva operativa 
(medidas orientadas para contener el crimen y la violencia), como producto de un 
contexto político y social específico, la cual establece relación estrecha con la 
imagen socialmente construida en un terrtorio sobre las amenazas a las cuales se 
avoca; posibilita así, identificar las tensiones en que se inscribe la promulgación 
de diferentes políticas públicas de seguridad, uno de los propósitos de nuestra 
investigación. En un tercer momento, delimitamos las nociones de violencia y 
conflicto violento, atentos también a sus dimensiones operativas, pero 
principalmente a la manera como se construyen las nociones de peligro social en 
la ciudad de Bogotá, situación que posibilita comprender de una mejor manera la 
representación de una ciudad que avanza, pero se sujeta a enormes desafíos.  
 
En el segundo capítulo se presentan las principales discusiones académicas 
desarrolladas sobre las políticas públicas distritales de seguridad emanadas y, 
por supuesto, sobre sus distintas manifestaciones violentas. Sección que se 
estructura a partir de dos aspectos fundamentales: primero, el debate entorno de 
la efectividad de las políticas de seguridad ciudadana implementadas en la capital 
en el descenso de los homicidios y la criminalidad; segundo, se trae a colación la 
discusión sobre el carácter de la violencia en Bogotá, aspecto de diferentes 
controversias en torno de cual de aquellas genera mayores índices de homicidio y 
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desafíos para la ciudad. Se busca por tanto demostrar cómo tales polémicas 
expresan la imagen de una ciudad que se debate entre sus notorios avances y 
una serie de limitaciones que aun no supera.  
 
Acto seguido, en el capítulo tres, se desarrolla una de las facetas del “orgullo 
bogotano”, la imagen de adelantó que ha construido Bogotá y donde se juntan en 
un solo haz, seguridad y desarrollo. Es la representación de su transformación, 
por lo que se desarrollan cuatro ejes de expocisión en tal apartado: comenzando 
por una contextualización general de la constitución del espacio urbano de la 
capital y como la principal aglomeración urbana de Colombia; en un segundo 
momento, se enumeran los importantes cambios de orden económico y social 
acaecidos en Bogotá durante los últimos años; en tercer instancia, se evidencia la 
reducción operada en materia de homicidios y delitos de alto impacto, 
fundamento de la imagen de una ciudad que progresa; finalmente, se realiza una 
breve síntesis de las políticas y las directrices públicas de seguridad emanadas 
en el distrito que inciden y acompañan tal mejora. 
A lo largo del cuarto apartado se demuestra cómo tal imagen de avance y 
desarrollo es confrontada con un desafío en extremo importante: la permanencia 
de diferentes expresiones violentas que, no obstante la reducción de los 
indicadores de homicidio y los delitos de mayor impacto, siguen aquejando 
cotidianamente a vastos sectores de la población. Así pues, en primer lugar se 
muestra cómo el homicidio, evidente en la persistencia de “enclaves de violencia”, 
en la diseminación de sus fuentes y su tasa acumulada, sigue siendo una 
preocupación constante para la capital. Imagen de limitación que en segunda 
instancia debe hacer frente a la estabilización de los más diversos delitos en los 
últimos años; realidad que advierte sobre un desafío que aún la ciudad debe 
tramitar: la existencia de unos territorios donde se concentra la amenaza contra la 
vida, otros que condensan claramente delitos contra la propiedad. En tercer lugar, 
se enuncia la presencia de diferentes expresiones delincuenciales que generan 
multiplicidad de excesos y abusos contra la población local, principalmente en los 
sectores populares; estado de cosas que contrasta, a todas luces, con una 
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Bogotá que se precia de ser una ciudad que no está sometida a grandes actores 
criminales y violentos.  
 
Abordaje que permite introducir en el quinto capítulo un desafío que se expresa 
en la tensión constante entre las actuaciones emprendidas por las instituciones 
encargadas de ofrecer seguridad vs. La imagen de una serie de limitaciones y 
arreglos institucionales que se muestran deficientes para contener las amenazas 
en la cotidianidad. Marco sobre el cual emerge la representación de agentes de 
policía involucrados en actividades ilegales y generadores de violencia y 
desorden. Elementos que estructuran el capítulo y donde se evidencian una serie 
de percepciones negativas que acaso la política de seguridad de la ciudad debe 
atender para fortalecer localmente la relación entre seguridad y desarrollo. 
Críticas que advierten sobre la necesidad de diseñar y poner en marcha una 
política integral de seguridad centrada en la prevención. 
 
Percepciones populares que además, condensan sendas críticas a las políticas 
que han procurado articular desarrollo y seguridad vía la disminución de la 
desigualdad y la superación de la pobreza, objeto del capítulo número 6; claves 
percibidas como nodo fundamental para la generación de una política coherente e 
integral. En consecuencia, este apartado se estructura en primer lugar, a partir de 
una serie de percepciones que enfatizan en la superación de necesidades 
sentidas por la población (mayor trabajo, educación o la superación del hambre), 
como claves para atajar los comportamientos delictivos y la constante incursión 
de diferentes personas en expresiones delincuenciales. En segunda instancia, se 
citan una serie de relatos que enfatizan la manera cómo tales carencias 
económicas afectan con mayor incidencia a sectores como la población en 
condición de desplazamiento y la juventud. 
 
Finalmente, se desarrolla un capítulo por completo entregado para analizar los 
fenómenos de la “limpieza social”; en él se introducen tanto una 
conceptualización general, como las dinámicas que comprenden actores, formas 
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de victimización conexas, características de las victimas y respuestas sociales. 
Fenómeno que condensa tanto los desafíos anteriormente citados, como los 
trayectos que la institucionalidad debe proyectar para atender a las 
manifestaciones de su violencia: en primer lugar, es claramente un homicidio que 
se reviste de sistematicidad en una ciudad que ha reducido sus índices de 
violencia, de allí su particularidad; en segundo lugar, se constituye en 
victimización no reconocida por el Estado, acciones que se recubren la mayor 
parte de las veces de injusticia e impunidad; al ser agenciada por actores 
delincuenciales o, en otras veces, por agentes de policía, demuestra tanto la 
presencia de actores violentos que vulneran los derechos humanos, como 
agentes institucionales que transitan cotidianamente a ejercicios ilegales de 
control; finalmente, evidencia la vulnerabilidad en la que se encuentran los 
sectores populares frente a la recurrencia de un fenómeno que azota con muerte, 
miedo y temor a las más diversas barriadas en las zonas con mayores 
problemáticas sociales y económicas.  
 
Nuestras herramientas Metodológicas 
 
En materia metodológica el presente texto es producto de tres herramientas que 
se entrelazan a lo largo de las páginas que siguen a continuación. En primer 
lugar, se introducen y discuten una serie de datos estadísticos procesados en dos 
investigaciones adelantadas por el grupo de Ciudad del IEPRI que permiten4: 
tanto tener una mirada panorámica de la conflictividad en Bogotá, como realizar 
un rastreo de las principales tensiones que enfrenta en materia de seguridad; 
                                                
 
4 Es preciso aclarar de entrada que tanto la información estadística, como la etnográfica 
presentadas en el presente trabajo fueron recogidas en el marco de las investigaciones: “Memoria 
de la Violencia. Una Construcción Social desde la Perspectiva de las Víctimas. Los Casos de 
Bogotá y Medellín (1980-2010)”, apoyada por COLCIENCIAS, y “Criminalidad y violencias en 
ciudades latinoamericanas: México, Colombia y Brasil" realizado en Juarez, Río de Janeiro, 
Medellín y Bogotá, apoyada por el IDRC, a cargo de Ana María Jaramillo (Corporación Regíon), 
Michell Misse (Centro de Estudios Urbanos de la Universidad Federal de Río de Janeiro), Cesar 
Alarcón (Universidad Autónoma de Chihuahua) y Carlos Mario Perea (Instituto de Estudios 
Políticos y Relaciones Internacionales –IEPRI- de la Universidad Nacional de Colombia). 
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además, posibilita analizar la transformación de la ciudad y sus límites a la luz de 
datos socioeconómicos, del comportamiento homicida y los delitos de alto 
impacto. Siguiendo a Misse (1999) comprendemos que “los números-
representaciones son recursos empíricos de observación y análisis sociológico 
(…) cuyo significado es disputado en varias instancias, desde la etnografía hasta 
la hermenéutica” (p. 86). Situación que advierte, no solo sobre la comprensión de 
los datos como un relato y una grafía, sino además sobre las prioridades que ella 
releva: “verificaremos que la violencia encuentra en la representación cuantitativa 
una de sus dimensiones significativas más notables” (Misse, 1999, p. 89). Por 
tanto, hablar de la violencia presente en la ciudad de Bogotá, como de las 
dinámicas de seguridad a ella asociadas, exige en la teoría actual una verificación 
exhaustiva de las cifras, consecuentemente, de sus relatos.  
 
Dentro de la estadística, el comportamiento del homicidio, su variación, su declive 
o aumento, ha adquirido estatus capaz de producir una imagen suficiente 
respecto del comportamiento violento de un territorio; aspecto al cual se presta 
atención en la presente disertación, por demás siempre evidente cuando la 
imagen de la Bogotá que avanza está estrechamente ligada a la caída en este 
indicador. Sin embargo, tal cual se señalaba en líneas anteriores, una advertencia 
al respecto es por demás necesaria: “Hay una diferencia insalvable en esas 
estadísticas que no puede ser resuelta técnicamente: aquella entre la criminalidad 
real y la criminalidad aparente y legal. Una cifra obscura de crímenes jamás 
registrados o detectados, de criminales jamás identificados, de víctimas 
silenciosas y ocultas” (Misse, 1989, p. 86-87). Advertencia sobre la cual se toman 
los datos de criminalidad durante el presente trabajo como una representación 
que arroja indicios, pero que es susceptible de ser contrastada por la información 
etnográfica y de archivo, partes componentes sustanciales de la metodología 
asumida en el presente trabajo.  
 
De manera complementaria se realizó una búsqueda en archivos de prensa sobre 
las distintas manifestaciones violentas que se relatan a lo largo del texto. Esta 
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pesquisa se ejecutó en los principales medios noticiosos nacionales, aunque se 
complementó con fuentes locales donde constantemente se relatan hechos 
violentos y/o relacionados con medidas distritales conexas con el tema; 
información que no solamente provee un panorama contextual, sino que además 
brindó soporte a la labor de campo y los datos recogidos. Por su puesto, se 
advierte la prensa como una fuente secundaria de información que permite 
obtener una dimensión cualitativa que se encuentra a mitad de camino entre la 
estadística y la información etnográfica; en ella se pueden rastrear regularidades 
importantes frente a esa criminalidad palpable en la ciudad y además de eventos 
homicidas más allá del relato de las cifras o el silencio que en ocasiones se teje 
frente a los más diversos actores violentos.  
 
De otro lado, se ponen en primer plano las percepciones de distintas personas 
que habitan varias zonas populares de Bogotá, tanto sus demandas, como las 
salidas que proponen para contener la violencia y promover el desarrollo local. Es 
importante anotar que para conseguir tal objetivo se adelantó un trabajo de 
campo que partía de la premisa según la cual, la construcción de sentido y las 
dinámicas violentas irrumpen en el escenario urbano de múltiples y variadas 
formas. Por lo mismo, la labor etnográfica se entendió como una interacción cuyo 
propósito principal es “conocer el mundo social de los actores en sus propios 
términos para proceder a su explicación según el marco teórico del investigador” 
(Guber, 2005, p. 54). Labor etnográfica que se desarrolló entre febrero y octubre 
de 2012 en diferentes zonas de la ciudad donde según la información estadística 
se han concentrado homicidios y delitos de alto impacto durante los últimos años. 
En líneas generales tal labor se llevó a cabo en siete localidades de Bogotá en el 
marco de las investigaciones ya reseñadas, así: Kelly Peña (Ciudad Bolívar), 
Nancy Guzmán (Bosa), María Eugenia González (Suba), Gloria Bermúdez 
(Usme), Ricardo Moreno (Mártires) y Andrés Rincón (Kennedy y Santa Fe). 
 
En líneas generales se elaboraron entrevistas en profundidad, ejercicios de 
historias de vida, talleres grupales y recorridos guiados, todo con un amplio 
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espectro de personas a nivel local (madres comunitarias, población juvenil, líderes 
comunitarios, organizaciones sociales y políticas, funcionarios de las alcaldías, 
personas relacionadas con el delito, entre otras) buscando recoger los distintos 
puntos de vista frente a los problemas de seguridad que se afrontan en lo local y la 
manera como se inserta en las tramas de vida personal y colectiva. Información que 
fue sistematizada a partir de diferentes protocolos buscando evidenciar formas de 
victimización, relación con los fenómenos de violencia, grados de legitimidad, 
percepción frente las acciones institucionales, dinámicas de losa actores violentos, 
entre otros. Es con todo una mirada desde abajo a la institucionalidad, a la 
inequidad y a la operación de “limpieza”, buscando comprender la seguridad, ergo, 
la inserción del acontecimiento violento. En consecuencia, se propone una mirada 
complementaria a la rica discusión académica y política que ha buscado 
comprender la reducción del homicidio en Bogotá; avances por demás 
fundamentales, pero que no obstante han dejado en segundo plano el drama 
cotidiano de una violencia y un comportamiento delictivo que no cede5. 
 
 
 
 
 
                                                
 
5 Algunos textos fundamentales de tal discusión, en: (Formisano, 2002), (Sánchez, Espinoza y 
Rivas, 2003), (Martín y Ceballos, 2003), (Llorente y Rivas, 2004), (Gutiérrez, et al, 2009), (Mockus, 
2012), (Acero et al, 2013), entre otros. 
  
Capítulo 1. Nuestras premisas analíticas y 
conceptuales: la Seguridad Ciudadana y la 
Violencia Urbana en perspectiva.  
El presente capítulo tiene como objetivo mostrar de manera sintética los 
principales postulados analíticos y conceptuales que han guiado las reflexiones 
contenidas en este ejercicio investigativo. En líneas generales se abordan tres 
elementos esenciales: en primer lugar, se trae a colación una proposición básica 
que permite caracterizar la dinámica general del comportamiento violento y 
delictivo de la ciudad, ello con el firme propósito de clarificar las premisas 
generales de las cuales nos hemos valido en cada una de las afirmaciones 
contenidas a lo largo del presente documento; en segunda instancia, se introduce 
la categoría seguridad ciudadana, buscando comprenderla no solamente desde 
un punto de vista meramente analítico, sino además procurando identificar el 
contexto en el cual ha emergido y se ha posicionado como herramienta pública de 
gestión y administración en las ciudades; finalmente, se introducen las nociones 
de violencia y conflicto violento, precisión por demás necesaria, pues la reflexión 
entorno de los retos que enfrenta Bogotá en materia de seguridad demanda 
claridad suficiente respecto de la manera como se entienden las diferentes 
manifestaciones violentas que tienen lugar en la urbe contemporánea.  
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1.1. Bogotá: “una ciudad donde abunda el crimen, el homicidio 
desciende y la violencia se disemina” 
En tal empeño seguimos una serie de presupuestos que han abordado el análisis 
del acontecimiento violento en Bogotá desde una perspectiva comparada6: 
“Bogotá es una ciudad donde abunda el crimen, el homicidio desciende y la 
violencia se disemina” (Perea y Rincón, 2013). Inferencia que supone sostener 
que, aun cuando en la Capital las tasas de homicidio se han reducido a un ritmo y 
magnitud no comparables con ninguna otra urbe colombiana, subsisten 
multiplicidad de formas violentas y los delitos de alto impacto persisten. De la 
misma manera, este presupuesto supone la existencia de asimetrías en la 
dinámica del conflicto violento que tiene lugar en Bogotá: de un lado, el descenso 
del homicidio no supone por fuerza el declive de otras manifestaciones violentas y 
menos la inexistencia de expresiones criminales y delincuenciales; en segunda 
instancia, evidencia que no existe una relación univoca y causal entre 
criminalidad y el ejercicio sistemático del homicidio, dado que “la criminalidad 
bogotana no hace del asesinato el pivote de su operación” (Perea y Rincón, 
2013). 
Situación que da paso a nuestra primera premisa, en Bogotá opera un mandato 
que, impulsado desde la política pública, ha incidido en la forma muy particular de 
sus violencias, su criminalidad y el comportamiento de los indicadores de 
homicidio y los delitos alto impacto. Es ante todo un régimen simbólico dotado de 
eficacia normativa que se cifra en la formula “no mataras”, el cual comprende que 
en Bogotá se toleran ciertos grados de ilegalidad y ciertas manifestaciones 
violentas, pero se contiene el homicidio. Situación que supone la existencia y 
desarrollo de una conciencia pública en la ciudad que promueve el respeto por la 
vida y, consecuentemente, ha ubicado como prioridad de la capital la reducción 
                                                
 
6 Labor investigativa desarrollada en el seno del grupo de Ciudad del Instituto de Estudios políticos 
y relaciones internacionales (IEPRI) de la Universidad Nacional bajo la dirección del profesor 
Carlos Mario Perea. Contexto en el cual se inscribe la presente disertación, partiendo de sus 
acumulados analíticos y empíricos, pretendiendo aportar a la agenda de investigación propuesta 
desde este espacio.  
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del homicidio y las causas que le dan origen (Una discusión detallada en: Perea y 
Rincón, 2013). Mandato que no obstante no erradica la emergencia de 
“justificatorias” para el uso de la violencia (en la intimidad, contra identidades, en 
la “Intolerancia social”, entre otros), pero circunscribe la apología de la agencia de 
la muerte a relatos específicos: la “limpieza”, el ajusticiamiento popular por casos 
de violación o, desde la perspectiva de la delincuencia organizada, cuando hay 
delaciones.  
Todo lo cual da lugar a nuestra segunda premisa, aun cuando el crimen abunda 
en Bogotá, en la capital no se presentan actores violentos que ejerzan un dominio 
territorial violento sobre espacios de la ciudad a la manera de Medellín o Río de 
Janeiro7. Hecho que supone, entre otras cosas, que la criminalidad bogotana no 
controla el curso de la vida local o poblaciones específicas; pero de la misma 
manera, tampoco genera patrones organizativos donde se aglutinen conjuntos de 
bandas y se centralicen las actividades delincuenciales, tal cual sucede en 
ciudades como Medellín, Cali o Río de Janeiro. Tal situación es reflejo de la 
ausencia de grandes actores armados que aniden y ejerzan poder en la ciudad o 
sobre porciones de la misma, por el contrario, prima la fragmentación y la 
dispersión de los actores violentos. Carácter que no obstante no debe llamar a 
equívocos, existe una criminalidad organizada presente en varios enclaves de 
violencia de la ciudad; misma que se compone de: Bandas de comercio (legal e 
ilegal que hacen presencia en el centro de la ciudad -El Bronx- o lugares como 
Corabastos) y Bandas de residencia que operan en zonas barriales populares 
(Una descripción detallada en Perea et al, 2012). De la misma manera, existe una 
Delincuencia común extendida y dispersa por diversos sitios de la ciudad, allí se 
encuentran: bandas especializadas (operan sobre la profesionalización en un 
oficio: fleteros, apartamenteros, etc) y grupos esporádicos (el atraco callejero es 
                                                
 
7 Una referencia detallada de los casos de Río de Janeiro y Medellín, en: (Misse 2013) y 
(Jaramillo, 2012), respectivamente.  
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la actividad distintiva, desarrollado por zorreros, habitantes de calle, pandillas y 
eventualmente parches y barras bravas). 
Se hace evidente una tercera premisa, Bogotá es una ciudad donde la violencia 
se disemina. El homicidio y la violencia no se circunscriben exclusivamente a la 
actividad delincuencial y criminal, emergen distintos tipos de violencia, como por 
ejemplo: la violencia entre identidades, la violencia intrafamiliar, entre cercanos, 
etc. “El acto de matar en Bogotá también emerge en contextos sociales por fuera 
de la ilegalidad y la criminalidad” (Perea et al, 2012). Situación que no es otra que 
una dinámica donde se producen distintos eventos y situaciones violentas en las 
instancias básicas de socialización (la familia, la escuela, el vecindario). 
Fundamento de una conflictividad que toma cuerpo en contextos ajenos a la 
ilegalidad; el crecimiento de las lesiones personales en los últimos años en la 
ciudad son apenas un reflejo de tal fenómeno de diseminación (Perea y Rincón, 
2013). A conclusiones similares llega Barbary (2007), cuando afirma la relativa 
fuente de homicidios generados por el conflicto armado en al ciudad (p. 326).  
1.2. La seguridad ciudadana como categoría de análisis  
 
En este punto resulta imprescindible introducir una serie de reflexiones en torno 
de la categoría de seguridad ciudadana, objeto fundante de nuestra reflexión. En 
consecuencia, en el presente apartado se introduce en primer lugar una 
clasificación general desde la cual se puede comprender dicha noción, sus 
parámetros fundantes y sus contornos específicos; en segunda instancia, se traza 
el contexto social y temporal en medio del cual se ha desarrollado y adoptado tal 
concepto, sin duda una tarea clave para poder comprender los trayectos que han 
seguido las medidas relacionadas con este tema, sus consecuentes 
transformaciones y los contenidos a los cuales hoy se avoca.  
De entrada es preciso señalar que la seguridad puede ser entendida como un 
conjunto de medidas, programas y estrategias agenciadas para controlar las 
diferentes manifestaciones del crimen y la violencia, las cuales son 
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constantemente ajustadas, modificadas, cambiadas o rebatidas según las 
condiciones en que éstas se generan, los contextos donde se inscriben, los 
actores que la protagonizan y las perspectivas políticas y sociales que le dan 
origen (Filocre, 2009, p. 146; Misse, 2008)8. En esta perspectiva resulta útil 
encuadrar la seguridad en la noción de “desarrollo humano sostenible”, parámetro 
político y discursivo que invita a relacionarla directamente con la generación de 
condiciones propias para el avance de las diferentes dimensiones de los 
colectivos humanos (Filocre, 2009; Acero; 2006).  
En tanto su naturaleza convoca el interés público, no solamente se constituye en 
objeto de las más diversas controversias, sino además en referente primario de la 
garantía de la estabilidad social (Kahn, 2002, p. 5); de allí nuestro interés 
particular en la comprensión de sus tensiones, sus avances, sus retos, pues ha 
adquirido tal importancia que se ha constituido en elemento consustancial del 
devenir de la ciudad. Nuestro propósito toma cuerpo precisamente en el marco de 
la creciente preocupación por la seguridad urbana en el país, y por qué no en el 
continente9; según Leal (2006) este tema “se integró en la conciencia ciudadana 
hasta convertirse en el problema más sentido de la opinión pública” (p. 229). 
Bogotá no es la excepción, este tema ha atravesado la construcción de la ciudad 
en los últimos veinte años, las políticas promulgadas en la materia así lo 
confirman (Acero, et al, 2013).  
1.2.1 Contexto de la emergencia del concepto de Seguridad 
Ciudadana 
El concepto de Seguridad ha estado sujeto a variaciones, tensiones y, por 
supuesto, a los diferentes procesos históricos, cambios políticos y económicos en 
                                                
 
8 Una distinción útil entre los conceptos de política de seguridad pública y política pública de 
seguridad, en (Filocre, 2009, p. 147). La delgada línea que las separa tiene que ver con el foco 
que hace el primero sobre la preservación del orden público, mientras que el segundo identifica 
como centro de su atención las distintas manifestaciones de crimen y violencia. 
9 Por ejemplo, afirmaciones recientes de la ONU (2013) sostienen que los importantes avances 
logrados en materia económica y social en la región podrían verse socavados por el crimen y la 
violencia endémica que afrontan la mayoría de sus países.  
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que se encuadra el país y, por supuesto, cada urbe. En consecuencia, es preciso 
señalar que la emergencia del discurso y de las políticas erigidas bajo la premisa 
de la Seguridad Ciudadana en Colombia, así como en Latinoamérica, se 
encuentran relacionadas con la transición y la relativización del paradigma de la 
Seguridad Nacional (Leal, 2006, p. 13). Los cuestionamientos: ¿La defensa para 
quién? ¿La defensa de qué? ¿La defensa ofrecida por quién? Se situaron como 
reflexión central de las políticas públicas en la materia. El parte aguas de que 
significó esta transición permite evidenciar claramente cómo en América Latina la 
doctrina de Seguridad Nacional sustentó una serie de “medidas que defendían el 
orden establecido y la organización del Estado, a través de la tesis del enemigo 
interno, propios de la Guerra Fría, [otorgando] el monopolio de la fuerza a las 
ramas militar y policial” (Carrión, 2003, p. 37). Así pues, entre la década del 
sesenta y la del ochenta la seguridad en diversas regiones del mundo, incluida 
Colombia, estuvo atada a la concepción de defensa de los Estados Unidos, 
sufriendo una serie de modificaciones en años posteriores:  
- Esta transformación en las estrategias de seguridad fue el paso obligado 
de adaptación a un contexto regional diferente que había sido marcado 
durante la Guerra Fría por la concepción de seguridad anticomunista de los 
Estados Unidos y que las dictaduras en el hemisferio habían aceptado, de 
manera conveniente, como defensa de sus intereses corporativos. Una vez 
desaparecidos los gobiernos de facto, las políticas de seguridad interna 
debieron buscar un acercamiento con el ciudadano común. Por esta razón 
se acogió en los años 90, el concepto de seguridad ciudadana más que de 
seguridad pública (Ruiz, 2004, p. 125). 
Dicha política y su expresión hemisférica en América Latina, desde el punto de 
vista de Leal (2004), produjo un impacto profundo en el tipo de relaciones 
establecidas entre las instituciones militares y el resto de agencias estatales, 
otorgandandole a las primeras una posición de superioridad. En líneas generales, 
se las consideraba parte esencial de la salvaguarda del Estado y del orden social, 
pero por otro lado, “la exclusiva iniciativa militar en materia de seguridad nacional 
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llevaron a las instituciones castrenses a manejar de manera autónoma el orden 
público” (Leal, 2004, p. 102). La caída de la URSS pues, se tradujo en la 
desaparición o relativización de la manera como los regímenes políticos de 
occidente percibían las amenazas; situación que en su momento se tradujo en 
una clara línea divisoria que distinguía los factores de riesgo, tanto externos como 
internos, considerados como un peligro para la estabilidad social e institucional. 
“Tales líneas coincidían básicamente con las fronteras de los dos bloques y con 
los antagonismos ideológicos internos, y que el sistema político no podía 
solventar por medios institucionalizados” (Mesa, 2006, p. 3).  
 
En este complejo escenario hizo carrera la noción del enemigo interno. Autores 
como Carlos Ruiz (2004) señalan que “lo que para Estados Unidos constituía una 
estrategia de contención frente al comunismo, vino a ser una cruzada que los 
países latinoamericanos entendieron no solamente como un problema de defensa 
de sus fronteras, sino eminentemente como el combate a un enemigo interno que 
creían parapetado subrepticiamente en movimientos obreros y agrarios, 
sindicatos, partidos de izquierda y, naturalmente, la guerrilla naciente” (p. 125). El 
precepto general gira alrededor de la indiferenciación de los factores de riesgo y 
su punto de origen, puesto que se consideró que cualquier tipo de amenaza 
socavaba las bases de la convivencia social y las instituciones reguladoras del 
orden social, rompiendo las reglas de la economía y poniendo en entredicho la 
autoridad del Estado formalmente constituido; así las cosas, este enemigo interno 
debía ser controlado y exterminando, atribuyendo con ello una serie de 
prerrogativas a las agencias estatales encargadas de la seguridad, en este caso 
las fuerzas armadas.  
 
Así las cosas, la transformación del objeto mismo de la Seguridad en el conjunto 
de los países latinoamericanos ha sido adoptada en medio de una serie de 
contradicciones y tensiones propias de los sistemas políticos de cada nación. 
Dicho cambio se sucede en la transición de la Seguridad Pública a la Seguridad 
Ciudadana, donde emerge una noción diferente de los objetivos, la naturaleza, los 
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blancos a los que se dirige, al igual que los agentes que la proveen, esto desde el 
punto de vista legal y constitucional (Rico, 2003). Autores como Francisco Leal 
(2006) señalan que “el Estado dejó de ser el objeto central de la seguridad y 
diversas entidades pasaron a ocupar su lugar, tales como comunidades de 
países, regiones, la ciudad, la ciudadanía o simplemente las personas” (p. 13). 
Situación que implicaría una serie de modificaciones profundas, donde uno de los 
objetos más relevantes de la seguridad son las personas y, consecuentemente, el 
Estado ya no es el fin en sí mismo de ésta, sino un medio que permitiría y 
garantizaría la convivencia y la tolerancia entre las personas.  
 
Si bien tal mutación operó con el fin de la guerra fría, el núcleo central de su 
carácter, según diferntes autores, acabaría de redefinirse con la emergencia del 
concepto de Seguridad Humana en 1994; de esta manera, ciertos autores 
señalan que “la noción seguridad humana se empezó a entender como la 
búsqueda de seguridad basada en el fortalecimiento de las instituciones 
democráticas y del Estado de derecho, proporcionando al individuo condiciones 
adecuadas para su desarrollo personal, familiar y social” (Acero, 2006, p. 175). En 
una perspectiva complementaria parece prudente señalar que para autores como 
Andrés Pedraza (2008) la seguridad humana se compuso, esencialmente, de dos 
aspectos: por un lado, la seguridad en contra de amenazas crónicas, como el 
hambre, la enfermedad y la represión; por otro, la protección en contra de 
alteraciones súbitas de la vida cotidiana (p. 17). Así las cosas, se presenciaría el 
advenimiento de nuevas tareas de las agencias estatales, tanto como la 
necesidad de estructuras de nuevas medidas de acuerdo a los postulados 
cambiantes de la noción de seguridad. 
 
1.2.2 Adopción de los preceptos de la Seguridad Ciudadana en 
Colombia 
 
En el caso colombiano el discurso de la Seguridad Ciudadana se tornó relevante 
a comienzos de la década del noventa, específicamente con la constitución de 
1991 (Acero, 2005, p. 139). Al respecto Rivas (2005) señala que es durante el 
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periodo presidencial (1990-1994) cuando diversas administraciones locales a lo 
largo y ancho del país diseñaron diferentes políticas públicas en la materia 
atendiendo a las nuevas directrices nacionales (p. 110-115). En una perspectiva 
similar, autores como Fernando Carrión señalan que durante este periodo hay un 
reconocimiento por parte del Estado de la existencia de múltiples violencias, 
hecho que incide en el diseño de una serie de políticas públicas que procuran 
atender a la “multidimesionalidad” del fenómeno; por tanto, señala este autor, la 
Seguridad fue comprendida no únicamente en términos del orden público, sino 
también en correspondencia con la seguridad de los ciudadanos (2003, p. 59).  
 
Sin embargo, la imagen descrita anteriormente dista de ser completamente 
homogénea y, por demás, coherente. Por ejemplo, investigadores como Hugo 
Acero (2005) señalan que si bien es cierto que los parámetros de la denominada 
Seguridad Ciudadana han sido adoptados a lo largo de Latinoamérica, “se 
comprueba que la gran mayoría de los países todavía tienen una organización 
estatal que responde más a la seguridad nacional (a la seguridad del Estado), 
que a la seguridad ciudadana” (p. 133). Problemática que se hace más compleja 
cuando se advierte la transformación de ese nuevo orden internacional y los 
efectos generados por los sucesos del 11 de Septiembre de 2001 en los Estados 
Unidos, la denominada lucha en contra del terrorismo; aquí se vuelve a poner en 
el centro del debate el retorno del Estado como agente protagónico de las 
estrategias y de las políticas de seguridad, donde los mecanismos y las 
estructuras que la soportan, si bien han cambiado, aun se mantienen dentro de 
los esquemas heredados de la doctrina de Seguridad Nacional (Acero, 2005), 
(Leal, 2006), (Carrión, 2006), (Gutierréz, et al, 2009, p. 9).  
 
Álvaro Camacho (1994) señala una serie de contradicciones propias de las 
políticas de seguridad a comienzos de la década del noventa donde contrasta la 
denominada Estrategia Nacional contra la Violencia (1991), emanada durante la 
primera parte del periodo presidencial de Cesar Gaviria, con la segunda fase de 
dicha iniciativa denominada Seguridad para la Gente (1993); a partir de allí 
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sostiene que si bien esta segunda fase retoma aquellos planteamientos 
relacionados con la Seguridad Ciudadana, éstos quedan relegados a un segundo 
plano. Es decir que “el problema radica en que la primera noción define la 
seguridad como la capacidad de solución pacífica de conflictos en un ámbito de 
bienestar, lo que implica involucrar a los ciudadanos en ella mientras que la 
segunda la localiza en enemigos concretos cuya acción amenaza prioritariamente 
al Estado y a sus instituciones, y sólo en segundo término al ciudadano común” 
(Camacho, 1994, p. 87-88).  
Para Camacho las inconsistencias detectadas en la promulgación de las políticas 
públicas en el periodo post-constituyente son producto tanto de la indefinición 
conceptual manejada por el gobierno de la época, como del protagonismo del 
Estado como objeto central de la seguridad, esto a pesar del proceso político del 
año 1991. Prevalece, según él, una indiferenciación entre régimen político y 
sociedad, donde “la sociedad es lo político, y lo político es lo definido por el 
régimen” (Camacho, 1994, p. 87-88); por tanto sus enemigos son comunes y no 
hay distinción en cuanto a las amenazas a cada uno. En este mismo sentido 
Francisco Leal (2006) señala que a pesar de la importancia de las políticas de 
seguridad ciudadana en “las decisiones políticas del gobierno se mantuvo la 
visión castrense sobre la seguridad nacional, y por consiguiente, la subordinación 
de este asunto al campo militar” (p. 108).  
Producto de este proceso, señala Gutiérrez et al (2009), se produjo un ambiente 
de ambigüedad institucional, puesto que a pesar de que los alcaldes estaban a 
cargo del manejo de lo concerniente con la seguridad en sus respectivas áreas de 
jurisdicción, éstos terminaban subordinados en la cadena de mando a sus 
superiores jerárquicos. En teoría, “la Nación estaría a cargo de del combate a las 
organizaciones ilegales de gran calado, incluida la mafia, las guerrillas y los 
paramilitares. Mientras que los alcaldes tendrían que enfrentar los resultados de 
la vida y lidiar con crímenes menores. En este sentido la policía sería coordinada 
entre los niveles nacional y municipal” (Gutiérrez et al, 2009, p. 14). Ello abriría un 
cuestionamiento pertinente en torno de las inconsistencias entre lo emanado en la 
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carta constitucional del país y las políticas de cada gobierno; es decir, 
presupondría que la superación del paradigma de la Seguridad Nacional sería tan 
solo parcial y no es adoptado por el conjunto de la comunidad política del país. En 
otro sentido, pone de manifiesto una tensión constante respecto de lo sancionado 
en tal documento y la percepción del problema de seguridad que tiene cada 
mandatario, así como de la lectura particular que se haga tanto de los tipos y 
causas de la violencia, como de los mecanismos apropiados para contenerla.  
Tales enfoques se debaten entre la importancia que le otorgan a aquellas 
políticas que ponen peso en la represión, marcado por el desarrollo de medidas 
punitivas y policiales bajo el modelo policía-justicia-prisión (Arriagada y Godoy, 
1999, p. 27); a diferencia de las que priorizan en la centralidad de las normas y la 
cultura como patrón fundamental de convivencia y reducción de la violencia; en 
otra instancia, surgen perspectivas según las cuales se considera como prioritaria 
la hibridación entre este tipo de medidas, esto es mezcla de represión y cambio 
comportamental. Por supuesto no todos los analistas ven en lo anterior una 
inconsistencia, por el contrario, sostienen que si bien en Colombia tuvieron mayor 
peso aquellas políticas orientadas al control y represión de la violencia, en 
recientes años se ha presentado un manejo y apertura democrática al respecto; 
así Hugo Acero (2005), a pesar de criticar el enfoque de resolución violenta de los 
conflictos persistente en la tradición colombiana, argumenta que la reducción de 
la misma estaría dada por la relación entre vigilancia y control, por lo que es 
aceptable y, aun deseable, un esquema completo de sanción del delito 
acompañado tanto del mejoramiento operativo de la policía, como de normas 
destinadas al mejoramiento de la convivencia y, en general, de todas aquellas 
medidas destinadas a la prevención de la violencia. Situación que se 
corroborararía, desde el punto de vista de Gutiérrez et al (2004), cuando se 
constata que el repertorio de las autoridades, tanto nacionales como locales en 
Colombia, se ha compuesto por una amplia variedad de medidas, donde las 
estrategias de carácter político en el tema seguridad son múltiples y de carácter 
flexible (p. 3). 
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 En síntesis, resulta evidente señalar que cuando adoptamos la noción de 
Seguridad Ciudadana, si bien atendemos al conjunto de medidas enfocadas en la 
protección de las personas, estamos atentos tanto a las tensiones en las que se 
inscribe, como en los contextos donde se desarrolla. En suma, es una categoría 
que resulta en extremo relevante, no solo por su capacidad operativa (medidas 
orientadas para contener el crimen y la violencia), sino además porque permite 
discutir y pensar los retos y los desafíos a los cuales se someten las estrategias 
adoptadas para promover el cuidado de la vida, reducir el homicidio y controlar 
los delitos de alto impacto. Consecuentemente, la entendemos como una 
categoría dinámica, en tanto lo que se entiende por Seguridad Ciudadana entraba 
relación estrecha con la imagen socialmente construida en un terrtorio de las 
amenazas a las cuales se avoca; como señalabamos al comienzo del presente 
apartado, entraba relación estrecha con el contexto, el tipo de actores violentos, 
las formas de victimización y, por supuesto, con las perspectivas políticas que la 
originan.  
1.3 Las nociones de Violencia y Conflicto violento 
Queda claro, pensar la seguridad en la ciudad implica reflexionar sobre las 
dinámicas de su violencia, de los victimarios, los modos en que se produce, los 
contextos donde emerge, quienes la soportan, sus efectos, etc. Ingentes 
esfuerzos han sido desarrollados desde el ámbito de las ciencias sociales y 
humanas para tratar de comprender la enorme complejidad de los fenómenos 
relacionados con este tipo de hechos. Reflejo de ello es la extensa literatura 
desarrollada al respecto, las múltiples corrientes teóricas y analíticas que han 
intentado dar cuenta de la misma, así como el amplio arsenal conceptual y teórico 
desarrollado en torno de tal concepto. Resulta interesante denotar cómo un 
compendio de tales vertientes, conocido como la Encyclopedia of violence, peace 
and conflict, editada por Lester R. Kurtz y Jennifer E. Turpin (1999), contiene un 
compendio de dos volúmenes y casi dos mil páginas que, basado en diferentes 
disciplinas que van desde la antropología, pasando por la psicología y la 
sociobiología, hasta los estudios criminológicos, intenta hacer una síntesis de tan 
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variados y complejos fenómenos asociados a la violencia. Resulta paradójico 
constatar que la misma, como hecho esencialmente humano, es pues 
deshumanizado, sus agentes tratados como enfermos o desviados, su esencia 
nominada como hecho patológico. Contradictoriamente, en los pocos casos en 
que se reconoce alguna lógica al ejercicio de la violencia, ésta se reduce 
indiscriminadamente a la búsqueda de lucro o de ganancia. 
Según Misse (2002), la palabra violencia, aún a pesar de los múltiples cambios a 
los cuales se ha sometido, sigue estando ligada a dos nociones fundamentales: 
de un lado, “la fuerza que se usa contra el derecho y la ley” [traducción nuestra]; 
de otro, paso a significar “cualquier ruptura del orden o cualquier uso de medios 
para imponer un orden”. Así las cosas, este concepto terminó significando el uso 
de fuerza o dominación sin legitimidad. Par de características que según este 
autor están relacionadas estrechamente con la manera como se usa y contra 
quien se usa, siendo que, en última instancia, se comprendió como “un acto que 
viola la integridad de un individuo, que no le permite reaccionar”. 
Consecuentemente, pasó a estar restringida a los análisis del acto en si mismo y 
los actores que la protagonizan. Noción que desde nuestro punto debe ser con 
todo contextualizada, pues, partimos de la comprensión de la violencia como 
proceso social, esto es, una amplia gama de vínculos e interacciones donde toma 
cuerpo el exceso de fuerza o dominación y/o una serie de conductas y 
comportamientos donde se inflige física, emocional o materialmente a un 
individuo o una comunidad (Tilly, 2007, p. 4).  
Perspectiva que implica comprender que la misma no se reduce ni a las lógicas 
estratégicas y/o de guerra de los actores violentos, así como tampoco a las 
lógicas de producción de rentas ancladas en el uso de la violencia. Hecho que 
invita a analizar la manera cómo se inserta en el tejido social y las formas como la 
sociedad actúa frente a la misma, como una realidad dialogante con la cultura y 
las relaciones sociales, precisamente allí donde se configuran tanto actores, 
como actitudes, grados de legitimidad, tolerancia o rechazo frente a la violencia 
(Perea, 2008); pero también donde toman cuerpo las actitudes frente a las 
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políticas encargadas de ofrecer seguridad. Siguiendo a Perea (2008) acudimos 
en consecuencia a la noción de Conflicto Violento, comprendiéndolo como la 
diversidad de manifestaciones violentas insertas en contextos sociales 
específicos, tanto como la multiplicidad de relaciones e impactos que establecen 
con su contexto inmediato.  
Consideramos pertinente tal proposición pues nos advierte de dos dimensiones 
de orden analítico que deben ser tenidas en cuenta a la hora de comprender la 
violencia que tiene lugar en las ciudades: de un lado, la necesidad de entender la 
violencia como un proceso social, esto es desde una perspectiva relacional, 
donde uno de sus rasgos principales es la articulación de una serie de 
interacciones sociales en un tiempo-espacio específico; por tanto, adquiere 
centralidad el análisis del conjunto de transacciones entre las personas y se 
intenta establecer “las formas en que los distintos patrones de interacción social 
constituyen y son causa de diferentes modalidades de violencia” (Tilly, 2006, p. 
7). De otro, se considera que en la violencia concurren tanto aspectos de orden 
histórico, como cultural, los cuales afectan tanto las características de la misma, 
los mecanismos a través de los cuales se produce, los actores que la agencian y 
los efectos que produce. Con todo, es preciso clarificar la noción de Violencia 
Urbana, pues a pesar de la aparente obviedad que pudiera encarnar la definición 
misma de tal categoría (comprendida como la violencia con las características 
anteriormente mencionadas, solo que dentro de los límites de las urbes 
modernas), existen múltiples perspectivas desde las cuales se puede abordar la 
conjunción de este par de conceptos (Oliven, 1982).  
1.3.1 La Violencia Urbana como Categoría 
En suma, se puede argumentar siguiendo a Misse (2002), que “la violencia 
urbana se refiere a la multiplicidad de eventos que aparecen vínculados al modo 
de vida de las grandes metrópolis de la modernidad”. Así, aun cuando dentro de 
tal noción se reunan una gran variedad de causas, actores y raíces que le dan 
orígen y la particularicen, es preciso ligar sus manifestaciones y eventos “a la 
complejidad de los estilos de vida y las situaciones existentes en una gran 
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metrópoli”. De manera tal, el termino de violencia urbana recoge en su seno un 
proceso social que condensa tanto un signo de inseguridad, como de peligro 
social, seguridad pública y prácticas criminales (Misse, 1999, p. 6). 
Argumentación que alerta sobre la necesidad de entender esta categoría no 
simplemente bajo una perspectiva operativa con capacidad de describir una serie 
de comportamientos encuadrados dentro de lo que podría denominarse como una 
prototípica violencia ajustada a los contornos urbanos; sino además, como reflejo 
ella misma de un contexto social que va construyendo categorías que considera 
peligrosas y propiciadoras de inseguridad. Así por ejemplo, la violencia urbana se 
asoció en eñ caso de Brásil tempranamente al enorme creciiento del consumo de 
drogas en la década de los setenta (Misse, 1999, p. 16); en Colombia, 
específicamente, en Bogotá cabría preguntarse por tales orígenes, sus contornos 
y, en última instancia, por aquellas representaciones capaces de dejar una 
impronta en lo que comunmente cabría dentro de la noción en cuestión.  
- La violencia urbana es representada como un sujeto social que envuelve 
un conjunto de prácticas de violencia que se expande por el tejido social en 
función de alguna razón social, macro-sociológica, no siendo 
exclusivamente individual. La violencia urbana aparece siempre como un 
fantasma, un sujeto social antisocial (Misse, 1999, p. 84).  
De entrada parece pertinente recordar el apartado anterior donde se clarificaba 
cómo la indeterminación entre Seguridad Nacional y Seguridad Urbana pareciera 
ser el signo indefectible sobre el cual se construyó durante los últimos años la 
percepción de las amenazas que se han constituido en preocupación central de 
las políticas públicas en la materia. En el caso particular de Bogotá, si bien ha 
primado la percepción de la convivencia como raíz primera de sus violencias, 
pareciera con todo que la definición misma de su amenaza principal se difumina 
dentro de las más variadas discusiones (Reflexiones que se desarrollan en el 
tercer apartado del segundo capítulo). Por ahora, valga la pena señalar que la 
mayor parte de aquellos análisis que intentan dar cuenta de las dinámicas 
mismas de la seguridad ciudadana en Colombia aparecen indisolublemente 
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ligados a la discusión en torno del carácter mismo de la violencia que ella 
enfrenta; acaso bastante en consonancia con lo señalado por Misse. Valga 
señalar que “la unidad de sentido de las prácticas que son representadas y 
aglutinadas bajo el común denominador de violencia urbana no se desarrolla sin 
que antes esten dadas ciertas condiciones y sin que esas condiciones se 
reproduzcan ampliadamente” (Misse, 1999, p. 18).  
 
Curiosamente, en muchos casos la relación violencia-ciudad en el caso 
colombiano aparece bajo el signo de la naturalización, como cosa dada en este 
tipo de escenarios; de tal suerte, es posible encontrar afirmaciones que concluyen 
que “si bien la violencia urbana ha existido desde que existe la ciudad, es difícil 
desconocer que durante estos últimos años se ha convertido en uno de los temas 
más importantes de la urbe latinoamericana contemporánea” (Carrión, 2003, p. 
35). Inclusive, en muchos casos, se entiende la ciudad como un terreno propicio 
para el desarrollo de las más variadas formas de violencia o de los factores 
desencadenantes de la misma; al respecto Camacho Guizado (1991) concluía 
que, aun cuando las dinámicas de la violencia en Colombia han sido complejas y 
han abarcado tanto zonas rurales como urbanas, las ciudades del país han sido 
tradicionalmente violentas (p. 31). Perspectivas que abren uno de los debates 
más desarrollados en lo que respecta a las políticas de seguridad ciudadana: 
¿Cuáles son las razones y las raíces de esa violencia en las urbes? 
 
De un lado, se ha utilizado como argumento el crecimiento demográfico sostenido 
que ha tenido en las ciudades como razón primigenia de la aparición de esa 
violencia que las aqueja (Mirar: Camacho, 1990; Camacho et al, 2002). Otras 
perspectivas intentan demostrar una correlación entre violencia, un entorno de 
desarrollo urbano segregado y fenómenos de exclusión social y económica como 
explicación; allí se considera que “la concentración socio-espacial de la pobreza y 
el fenómeno de la ´ciudad dividida´ está muy relacionada con la violencia urbana” 
(Krujit en Mesa, 2006, p. 3). Se encuentran también afirmaciones que insisten en 
señalar que antes que la pobreza, lo que resulta determinante de la violencia en 
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la ciudad es la desigualdad, sumada a factores de orden social y cultural, por lo 
que se argumenta preferiblemente que “la discrepancia percibida por sus actores 
entre las legítimas aspiraciones de acceso a bienes económicos, sociales, 
políticos; los recursos disponibles en un contexto dado y las oportunidades reales 
de acceder a ellos, es pre-condición del conflicto civil violento” (Salazar, 1999, p. 
4).  
Otra vía en esta discusión se encuentra en la inversión de la relación causal entre 
las dimensiones de violencia y ciudad, por lo que si se descarta que las urbes 
sean por si mismas una causa para la primera, se debe pensar en qué genera la 
violencia para la ciudad, por ejemplo Carrión (2003) propone que lo que sucede 
en América Latina es un proceso de urbanización de la violencia (p. 36). Con ello 
significa que el crecimiento de la violencia en los principales centros urbanos, ha 
impactado principalmente las dimensiones espacio-temporales de las ciudades, 
de la misma manera que ha impactado negativamente las nociones de 
ciudadanía y el sentido de comunidad (p. 36). En otras palabras ¿Ayuda de 
alguna manera el conflicto que se teje en las ciudades a caracterizarlas, 
identificarlas, darles forma? 
En síntesis, cuando nos referimos a las nociones de Violencia Urbana estamos 
atentos no solo a las dimensiones operativas que la misma noción evoca (formas 
de victimización, actores violentos, etc), sino además a las maneras como la 
misma es representada. En última instancia, tal como se advertía cuando se 
introducían las nociones de Misse, se presta atención a lo largo del presente texto 
a la manera como se construye esa noción de peligro social en la ciudad de 
Bogotá, pues ella en sí misma permite evidenciar los desafíos y las tensiones a 
las que se enfrenta la política de seguridad en capital.  
  
Capítulo 2. Perspectivas del debate 
académico: cuestionamientos frente a las 
políticas públicas de seguridad en Bogotá y 
el tenor de sus violencias.  
Pretendemos demostrar con el presente capítulo los debates académicos 
principales sobre los cuales ha girado la discusión en torno del carácter de las 
políticas públicas de seguridad en Bogotá y, consecuentemente, el tenor de sus 
violencias. En líneas generales se abordan dos elementos esenciales: en primer 
lugar, la cuestión de la efectividad o no de las políticas de seguridad ciudadana 
en el descenso efectivo de los homicidios y la criminalidad en Bogotá; en segunda 
instancia, se discuten las perspectivas en torno del carácter de la violencia 
generadora de mayores índices de homicidio en la capital. Perspectiva 
fundamental que posibilita entender como se ha entendido desde la academia la 
tensión entre una Bogotá que avanza reduciendo sus índices de homicidio y de 
violencia, pero que no obstante enfrenta enormes retos en lo que tiene que ver 
con oferta de seguridad y equidad.  
2.1 Debates frente a la efectividad de la política de seguridad en 
Bogotá  
Sin duda alguna el debate principal en torno de la política de seguridad en Bogotá 
se ha centrado en la razón primera y fundamental que posibilita el descenso de 
los homicidios. Diferentes argumentos se han esgrimido para explicar las razones 
del notable descenso de las tasas de violencia y homicidio en Bogotá. Al menos 
tres perspectivas delinean el debate: fortalecimiento estatal e institucional en el 
conjunto de la nación (Arriagada y Godoy, 1999), (Martin y Ceballos, 2004), 
(Acero, 2005); las políticas distritales en seguridad, incluida la construcción de 
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una cultura urbana ciudadana (Castro y Salazar, 1998), (Sánchez y Niño, 2002), 
(Acero, 2002), (Mockus et al, 2012); y, finalmente, las dinámicas y ritmos de la 
criminalidad organizada en la ciudad (Formisano, 2002), (Latorre 2004), (Llorente, 
2005), (FIP, 2013)10. Pros y contras se esbozan en cada caso. El centro del 
debate se ha localizado en polos opuestos, lo nacional vs lo local y, viceversa, 
contadas excepciones encuentran en la mezcla de ambas perspectivas la razón 
de la reducción.  
Múltiples son las tensiones y divergencias que se encuentran en las 
argumentaciones que ofrecen una u otra perspectiva. Los debates analíticos se 
debaten entre la importancia que le otorgan a aquellas políticas que ponen peso 
en la represión, a diferencia de las que priorizan en la centralidad de las normas y 
la cultura como patrón fundamental de convivencia y reducción de la violencia. 
Sin duda resulta difícil atribuirle a lo distrital o lo nacional por separado la razón 
del cambio, cuando es precisamente la sinergia entre ambas dimensiones lo que 
allana la importante transformación de la capital. Lo que parece inexplicable, de 
otro lado, es asignarle los ritmos del conflicto violento en la ciudad a la 
criminalidad, donde no se presentan actores violentos con capacidad para 
implantar dominaciones territoriales violentas, así como tampoco estructuras de 
segundo nivel con capacidad para aglutinar conjuntos de bandas como ocurre en 
Medellín o Río de Janeiro (Perea y Rincón, 2013). 
Quienes bogan por la primera perspectiva, sostienen que el descenso obedece a 
una modernización estatal con profundas transformaciones institucionales del 
orden nacional que impactaron con particular fuerza las grandes ciudades, 
especialmente Bogotá (Arriagada y Godoy, 1999). Aun cuando hay diferencias en 
la consideración del factor de quiebre principal, se destacan aspectos como la 
constitución del 91, elección popular de alcaldes y fortalecimiento del sistema de 
                                                
 
10 La fundación Ideas para la Paz sigue una línea de argumentación similar, aunque le otorga 
mayor peso a las dinámicas de enfrentamiento y acuerdos entre actores criminales para explicar 
el comportamiento de las tasas de homicidio; sobre este punto volveremos más adelante cuando 
se discutan las características de los actores violentos (FIP, 2013, p. 12) 
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justicia y de la operatividad de la policía (Casas y González, 2006; Sánchez y 
Niño, 2002; FIP, 2013; Rubio, 1999; Acero, 2002; Rivas, 2005). Respecto a éste 
último aspecto, Acero relaciona los siguientes factores: avances y desarrollo en 
materia técnica, ubicación estratégica de los CAI, cualificación del proceso de 
formación del personal, vinculación de la comunidad a la seguridad, desarrollo de 
los frentes locales de seguridad, mayor pie de fuerza en las calles y desarrollo del 
programa de zonas seguras (Acero, 2002, p. 12). La consolidación de estos 
aspectos, junto con la introducción del concepto de seguridad ciudadana y la 
reorganización de la participación y la dirección política en las principales 
ciudades, habría proporcionado soporte a los gobiernos locales y posibilitó la 
implementación y desarrollo de las políticas públicas de seguridad de las grandes 
urbes.  
Más aun, quienes defienden la perspectiva nacional sostienen que no hubiera 
sido posible la efectividad de las medidas distritales, si previamente no se 
promulgan una serie de transformaciones estatales que posibilitaron la 
redefinición del rol de las autoridades locales y un nuevo enfoque de la seguridad 
que plantearon reglas diferentes para el manejo exitoso de la criminalidad 
violenta. (Llorente, 2004; Martin y Ceballos, 2004; Acero, 2005; Gutiérrez et al, 
2009). Varios autores sostienen que tales cambios están enmarcados en la 
transformación de los presupuestos de la seguridad nacional a la seguridad 
urbana, adquiriendo particular importancia la promulgación de la Estrategia 
Nacional contra la violencia emanada durante la administración Gaviria (Carrión, 
2003; Leal, 2004; Ruiz, 2004; Rivas, 2005; Mesa, 2006). En síntesis, se 
argumenta que la tendencia al aumento de las tasas de homicidio en la década 
del 80 en todo el territorio nacional, particularmente en las grandes 
concentraciones urbanas, fue producto de un periodo de debilidad estatal e 
institucional que impidió enfrentar decididamente a los actores armados del orden 
nacional y, principalmente, a los grandes carteles de la droga; una vez operada la 
modernización anteriormente aludida, el Estado habría tenido la capacidad de 
afrontar tales amenazas, contener el cartel de Medellín y su incidencia sobre 
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Bogotá, operando así una caída vertiginosa en el homicidio y otros fenómenos 
criminales.  
En otro extremo, diferentes analistas discuten la preeminencia de las medidas 
nacionales en desmedro de las políticas locales. Aun cuando existen múltiples 
debates y diferencias en la determinación del factor local que posibilitó la 
reducción, existe un consenso generalizado que encuentra que la reducción 
responde a la construcción de una política integral de seguridad que articula 
multiplicidad y variedad de medidas que responden al carácter multicausal de la 
violencia; allí se resaltan medidas como: sanción social al delito, impacto en las 
condiciones económicas que se supone originan conductas violentas y, por 
supuesto, las acciones policiales (Carrión, 2003; Sanchez, et al, 2004; Llorente, 
2004). Los defensores de esta perspectiva argumentan que a partir de la 
administración Mockus y, en adelante, se modificó la comprensión de las causas 
de la violencia en la ciudad, adquiriendo importancia la cultura de la intolerancia 
social y la violencia intrafamiliar como mecanismos de reproducción de la cultura 
de violencia existente en la ciudad.  
Se resalta como positiva la consolidación de esfuerzos interinstitucionales en la 
ciudad en conjunción con una transformación institucional profunda para el 
manejo de la seguridad y las políticas de cultura de la convivencia, pensadas 
como instancias efectivas en la reducción del homicidio y la violencia; ejemplo de 
ello, la creación de la Subsecretaría de Convivencia y Seguridad Ciudadana 
(Acero, 2002; Sánchez, et al, 2003; Llorente, 2004). Al respecto, autores como 
Fernanda Rivas o Fernando Carrión argumentan que la importancia de la 
coordinación interinstitucional, tanto como el manejo integral del tema de 
seguridad no es exclusivo de Bogotá. Se sostiene que hay una 
complementariedad de diversidad de medidas en lo nacional y, producto de ello 
en lo local, donde se encuentra: el importante papel de los Consejos Seccionales 
de Seguridad, pero además, los Conciliadores en Equidad, la ampliación del 
Código del Menor, los Jueces de Paz, las Comisarías de la Familia, la reducción 
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de la impunidad, la protección y promoción de los derechos humanos y diversidad 
de medidas del orden local, como las ya mencionadas (Carrión, 2013, p. 38-40). 
Así pues se argumenta que la medida local es la condición sine qua non que 
posibilita un descenso más acelerado de las tasas de homicidio; por ejemplo, 
mientras que el valor del indicador en Bogotá se reduce a una rata de 27% entre 
el 94 y el 97, en el orden nacional solamente lo hace al 5% (Castro y Salazar, 
1998; Acero, 2002; Carrión, 2003). Consecuentemente, algunos autores 
sostienen la importancia de la ciudad de Bogotá en la promulgación de políticas 
de convivencia basadas en un modelo preventivo de seguridad, fortalecimiento de 
la cultura ciudadana y medidas de negociación del conflicto, como estrategias 
altamente positivas para la disminución de la violencia urbana; mención particular 
merece el Programa Misión Bogotá para realzar la relación entre la convivencia y 
la seguridad (Castro y Salazar, 1998; Llorente, 2005). 
Los defensores de esta perspectiva argumentan que a partir de la administración 
Mockus y, en adelante, operaron una serie de políticas públicas complementarias 
e integrales que fortalecen la convivencia y reducen las condiciones que 
estimulan el delito. Se rescatan como aspectos claves en la generación de estas 
condiciones: Comportamiento ciudadano, creación de la imagen de la ciudad y la 
promulgación del Plan maestro de equipamientos de seguridad ciudadana, 
defensa y justicia como herramienta de institucionalización de las medidas 
distritales para reducir el crimen y la violencia. (Alcaldía local de Ciudad Bolívar, 
2006)11. Allí encontramos: autorregulación de los sujetos vía el desarrollo de un 
esquema de incentivos y sanciones, promoción a las actitudes colectivas de 
respeto, el fomento a la resolución no violenta de conflictos, prevención del delito, 
control y recuperación de la espacialidad, zonas críticas y medidas de desarme. 
                                                
 
11 El CEDE de la Universidad de los Andes, en cabeza de Formisano y Sanchez, et al, sostienen 
que si bien las medidas de Cultura ciudadana y desarme han impactado la reducción de la 
criminalidad, argumentan que el factor principal de tal quiebre está dado por el aumento de 
capturas de delincuentes (Formisano, 2002). Para un análisis econométrico detallado de la 
relación entre distintos tipos de medidas y la reducción de la criminalidad, mirar: (Sanchez, et al, 
2004).  
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Quienes defienden lo local como la clave del descenso sostienen que la 
continuidad de un enfoque interesado en dar un tratamiento integral y multicausal 
a la violencia, es reflejo de la coherencia de las políticas distritales para reducir 
los indicadores de criminalidad y violencia (Para una síntesis al respecto, mirar: 
Arriagada y Godoy, 1999; Martin y Ceballos, 2003; Llorente, 2004).  
En contraposición, la perspectiva del cambio institucional sostiene que las 
medidas aplicadas a partir de la administración Mockus son complementarias al 
fortalecimiento estatal, contribuyen a crear una cultura de la legalidad, coadyuvan 
en la tendencia a la reducción de las tasas de homicidio, mas no se entienden 
como la razón principal del descenso aludido12. Se discute que la identidad y el 
sentimiento de pertinencia con la ciudad sea el elemento central que posibilita la 
reducción efectiva de la violencia (Martin y Ceballos, 2004). Críticas similares 
sostienen que en Bogotá no operó una reducción de los homicidios, sino “un 
retorno a la normalidad” del comportamiento violento general de la ciudad 
mediado por el renovado actuar estatal; con ello se cuestiona la efectividad en el 
descenso que se asigna a las políticas distritales en materia de seguridad, pues 
se sostiene que la reducción comienza dos años antes de la implementación de 
las mismas (Formisano, 2002; Sánchez et al. 2003; Latorre 2004; Llorente, 2005; 
Gutiérrez et al, 2009). Vale la pena insistir, la perspectiva asumida en el presente 
trabajo entiende que la clave notable de la efectividad de la política de seguridad 
en Bogotá es la profunda relación establecida entre las medidas nacionales y 
locales; donde precisamente lo distrital posibilita una serie de transformaciones 
importantes que priorizan la defensa de la vida, posteriormente de los derechos 
humanos, como aspecto de nodal de la reducción aludida. Aspectos 
desarrollados con mayor detalle en el próximo capítulo.  
                                                
 
12 María Victoria Llorente discute la efectividad de las políticas de desarme en el descenso de la 
tasa de homicidio argumentando que: tales medidas no se desarrollaron en zonas de alta 
concentración del homicidio, no intermediaron en las acciones de ajustes de cuentas y de atracos, 
fuente principal de la violencia homicida de Bogotá; finalmente, no pudo actuar contra la relación 
entre la concentración de la violencia y la presencia de estructuras criminales asociadas a 
mercados ilegales (Llorente, 2005, p. 9).  
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2.2 El carácter de la violencia de Bogotá en la discusión 
académica 
Por supuesto, el debate en torno del carácter de la política de seguridad de la 
ciudad, su efectividad, sus dimensiones, esta por completo relacionado con las 
discusiones sobre el tenor de la violencia que tiene lugar dentro de su territorio. 
Vale la pena señalar de entrada que en Bogotá se ha posicionado con énfasis 
especial la idea de que en la capital conviven multiplicidad de violencias, con 
manifestaciones y dinámicas disímiles (Carrión, 2003, p. 38). No obstante, 
subyace en el centro del debate cuál es el tipo de violencia que genera los más 
altos índices de homicidio en la capital y, por supuesto, los lugares y los actores 
que le dan orígen. Perspectivas diversas dan forma a la discusión, de un lado se 
pueden encontrar una serie de posturas que sostienen que la violencia en la 
ciudad es principalmente impulsiva, donde el comportamiento intolerante de los 
ciudadanos, particularmente la riña, sería la fuente principal del homicidio 
(Mockus et al, 2009); en contraposición, hay quienes sostienen que responde a la 
incidencia de organizaciones y redes criminales (Llorente, 2000; FIP, 2013). 
Ambas posturas conducen a un debate persistente, si es o no posible explicar la 
dinámica de la violencia en la ciudad a partir de la incidencia de los actores 
armados del orden nacional y de los grandes agentes del narcotráfico.  
Emerge así la categoría de violencia impulsiva para clasificar aquellos actos 
violentos que suceden en la cotidianeidad, bajo la cual se aglutina la violencia que 
se produce por intolerancia, mayoritariamente mediada por el consumo de alcohol 
o sustancias psicoactivas y que tiene lugar en entornos sociales primarios. Prima 
como explicación la relación entre una cierta favorabilidad cultural y condiciones 
sociales y económicas desfavorables donde adquiere forma el poco respeto a la 
convivencia pública, fomento primario de la producción violenta en tanto la 
convivencia pacífica se desvanece (Salcedo, et al, 2010). Varios autores 
sostienen que no hay pruebas contundentes, ni evidencia testimonial o estadística 
contundente que permitan sostener que las riñas sean la fuente principal de 
homicidios en la ciudad. Llorente sintetiza su crítica en cuatro puntos: la 
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naturaleza de la violencia que se judicializa no coincide con las causales 
consignadas en las necropsias de los médicos legistas, no hay consistencia en 
las circunstancias de homicidios reportadas por familiares de las víctimas en las 
encuestas de victimización, el hecho de que la mayoría de homicidios sean 
cometidos por armas de fuego descartan la posibilidad de que sea una violencia 
producto de riñas y, finalmente, la existencia de focos de violencia discuten la 
existencia de una violencia difusa en la cual se involucra cualquier persona en 
circunstancias contingentes (Llorente, 2000). No obstante, encuentra que hay una 
alta correlación entre la localización de homicidios instrumentales y riñas, que 
explica a partir de la alta presencia en los focos de violencia de sitios de consumo 
de alcohol a los cuales acuden miembros de estructuras criminales que 
dinamizarían ambos tipos de violencia (Llorente, 2002, p. 195). Por el contrario, 
sostiene que de los pocos casos en que se posee información sobre los móviles 
de los homicidios, la violencia instrumental es mayor que la impulsiva (Llorente, 
2000; Formisano, 2002). 
En otro extremo, se encuentran quienes sostienen que la naturaleza de la 
violencia Bogotana es principalmente instrumental, este tipo de perspectivas 
argumentan que la misma es producida esencialmente por actores criminales, 
particularmente aquellos dedicados al narcotráfico (Llorente, 2002; Casas y 
González, 2005; Ávila, 2012; FIP, 2013). Allí se resalta que la violencia es 
principalmente mediación entre actores criminales y mercados ilegales. Por tanto, 
las dinámicas de enfrentamiento, acuerdos o ejercicio de la hegemonía criminal 
determinarían los comportamientos y niveles de homicidio en la ciudad; 
manifestación que se expresa como acción de intimidación contra la población, en 
ataques contra la fuerza pública, contra los mismos integrantes de las 
agrupaciones delictivas y como acciones de retaliación. Este tipo de 
aseveraciones proponen que los generadores criminales de esta violencia cubren 
un amplio espectro, entre los que se encuentran desde pandillas hasta actores 
armados del orden nacional (Casas y González, 2005; Ávila, 2012; FIP, 2013). 
Por esta vía se ha llegado a afirmaciones extremas, sostener que la violencia de 
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la ciudad de Bogotá se suspende en una especie de urbanización del conflicto 
armado nacional y/o como resultado de la disputa por el mercado local del tráfico 
(Useche, 2003).  
2.2.1 Concentración territorial de la violencia como aspecto nodal de 
debate 
En líneas generales el análisis de los focos de violencia en Bogotá es utilizado 
como una crítica para rebatir aquellas perspectivas que sostienen que la 
criminalidad y los homicidios en la ciudad se producen principalmente por 
intolerancia. Un tema identificado desde comienzos de la década del 2000 frente 
al cual aun existen enormes vacíos; no obstante, se ha convertido en el fenómeno 
esbozado durante los últimos años para discutir la naturaleza de la violencia de la 
capital. Cuando la violencia homicida está altamente concentrada localmente, se 
sostiene, es difícil defender el argumento que la violencia impulsiva y difusa es la 
predominante en la ciudad, máxime en aquellos pocos lugares que son 
extremadamente violentos (Llorente, 2000). Subyace la pregunta, ¿Por qué a 
pesar del descenso generalizado algunas zonas concentran estos indicadores?  
 
La permanencia, igual que la intensidad, son categorías que se consideran 
conexas a la existencia de focos de violencia. Por más de una década se ha 
enfatizado la existencia de territorios que superan con creces las tasas de 
homicidio generales de la ciudad (FIP, 2013). Por tanto, tiende a argumentarse 
que si bien la reducción de las tasas de criminalidad y violencia es general en la 
ciudad, la misma no es ni homogénea, ni uniforme en toda la capital. No en vano 
se ha insistido en la continuidad de tales concentraciones en zonas muy 
específicas, principalmente, en el centro (Santa Fe, Mártires y Candelaria) y sur 
de la ciudad (Kennedy, Ciudad Bolívar)13. La Fundación Ideas para la Paz 
                                                
 
13 A partir del análisis de los sectores censales, Formisano argumenta que la similitud de la 
concentración de tasas de homicidio explica que en la ciudad opera una asociación espacial 
positiva que se explicaría por el concepto de contagio o difusión de los fenómenos violentos en 
sectores contiguos de la ciudad; en consecuencia, reducir la violencia en un sector implica que se 
disminuya en sectores vecinos (Formisano, 2004, p. 15).  
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sostiene que la presencia de focos de violencia en la ciudad es de larga duración; 
situación que comienza en a partir de la instalación primigenia de redes 
criminales y delincuenciales ocasionada por la disputa esmeraldera, las cuales 
sufren una trasformación posterior donde el Cartel de Medellín copó tales 
escenarios y controló el tema de tráfico de drogas y armas de la ciudad; para dar 
paso, finalmente, a una serie de estructuras y redes delincuenciales ligadas al a 
estas actividades ilegales y violentas (FIP, 2013). Para esta fundación, “los actos 
homicidas y sus variaciones en el tiempo han estado estrechamente ligados con 
la presencia en Bogotá de organizaciones y estructuras y redes criminales y 
delincuenciales” (FIP, 2013, p. 6). 
La persistencia en el tiempo cuestionaría, según estas proposiciones, la 
efectividad de la política pública de seguridad aplicada en la ciudad y 
particularmente en los territorios que concentran estos indicadores (Llorente, 
2002; Formisano, 2004; Ávila, 2012; FIP, 2013). Por lo tanto, la existencia de 
focos de violencia se explica principalmente a partir de la acción sistemática de 
estructuras criminales y la presencia de actores violentos geográficamente 
localizados frente a los cuales las medidas de seguridad ciudadanía tendrían 
poca efectividad (Llorente, 2002; Ávila, 2012; FIP, 2013). Llorente soporta esta 
afirmación, sobre la relación positiva entre los indicadores de homicidio para los 
que en la década del noventa se conocía como sector censal y la presencia de 
estructuras criminales, la actividad de tráfico de armas y el hecho de que el 30% 
de las víctimas de homicidio presentaban algún tipo de antecedente delictivo o 
criminal (Llorente, 2002, p. 194). 
En consecuencia, permanencia e intensidad de la violencia serían producto de la 
terca presencia de acciones por el control de mercados ilegales, particularmente 
las intenciones de monopolizar el comercio de droga; en suma, se equipara la 
persistencia de altas tasas de homicidio a la presencia sostenida de áreas con un 
tráfico ilegal de sustancias psicoactivas de grandes dimensiones (Stannow, 1996; 
Llorente, 2002; Formisano, 2004; Ávila, 2012; FIP, 2013). Como factor conexo se 
explica que esta persistencia es igualmente posible debido a la alta impunidad 
38 Entre la transformación y las limitaciones: Avances, retos e interpelación popular a la seguridad en 
Bogotá 
 
que subyace a los delitos y los homicidios en la capital, pues se argumenta a 
mayor presencia de este fenómeno mayor nivel de muertes violentas (Llorente, 
2000)14.  
Desde nuestra perspectiva tal dicotomía, sin embargo, es relativa; como ya 
señalabamos en la introducción del presente texto y como se reafirmará en el 
cuarto capítulo, la violencia de la ciudad con todo obedece a una diseminación 
dentro de las más variadas circunstancias y ocasionada por los más diversos 
actores. Los datos estadísticos y la etnografía así lo comprueban, no se 
encuentra una gramática de dominio que subsuma a las demás expresiones 
violentas, tal cual podría suceder en otros contextos donde hacen presencia 
actores armados con capacidad de incidir sobre las más variadas dimensiones de 
la vida cotidiana. Efectivamente, la violencia presente en los “enclaves de 
violencia” se explica en buena media por la presencia de actores delincuenciales 
y criminales; sin embargo, ni siquiera en estos escenarios se presencian controles 
o dominaciones extendidas por los actores armados sobre el conjunto de los 
medios de violencia. Es más, se soslaya el hecho de que “la criminalidad 
bogotana no hace del asesinato el pivote de su operación”; inclusive en este tipo 
de territorios la fragmentación de los generadores de homicidio es evidente. 
 
En síntesis, los debates en torno de la efectividad de la política pública distrital de 
seguridad expresan tanto la tensión entre los importantes avances evidenciados 
en la ciudad, como los enormes retos a los que se enfrenta. Idéntica situación 
procede en el caso de la comprensión del carácter de la violencia, la diseminación 
de ésta pone sobre la mesa el debate en torno de la convergencia entre 
violencias de muy diversa naturaleza en el territorio distrital donde la política 
pública aún tiene un largo camino por recorrer. En el siguiente capítulo, 
introducimos una de las facetas de tales representaciones, la imagen de progreso 
y adelantó que ha construido Bogotá sobre sí misma; en ella convergen 
                                                
 
14 “A mayor impunidad mayores niveles de muertes violentas; situación que apoya en el dato de 
registros me muertes violentas que el INML registra sin información” (Llorente, 2000). 
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fundamentalmente las nociones de desarrollo y seguridad, en Palabras de Perea 
(2012), “el orgullo bogotano” que se ve reflejado en la disminución de su 
homicidio y los delitos de alto impacto. 

  
Capítulo 3. La imagen de una ciudad que 
avanza: contexto y mejoría económica y de 
seguridad de Bogotá.  
En este capítulo tenemos como objetivo demostrar una de las facetas que han 
marcado el devenir de la ciudad durante los últimos años: Bogotá es una ciudad 
que liga tanto disminución de la violencia, como avances en materia económica y 
social. En otras palabras, se pretende demostrar la convergencia que ha operado 
en la capital entre seguridad y desarrollo, dos aspectos que ayudan a dar forma a 
la imagen de una ciudad que avanza. En virtud de lo anterior se trabajan cuatro 
ejes a lo largo del presente capítulo: 1). Se contextualiza en líneas generales la 
constitución del espacio urbano de Bogotá, pretendiendo demostrar la manera en 
que ésta ciudad se ha establecido como la aglomeración urbana más importante 
del país; 2) En segunda instancia, se citan los aspectos de orden económico que 
han hecho que Bogotá se consolide como pivote fundamental de la economía 
colombiana; 3). Acto seguido se trae a colación la reducción de los homicidios y 
los delitos de alto impacto, uno de los fundamentos de la imagen de una ciudad 
que progresa y 4) finalmente, se realiza una breve síntesis de las políticas y las 
directrices públicas de seguridad emanadas en el distrito que inciden y 
acompañan tal mejora. 
 
3.1 Generalidades de la conformación del espacio urbano de 
Bogotá: contextualizando la gran urbe. 
 
En el presente apartado se introducen aspectos de orden general sobre la 
conformación del espacio urbano Bogotano; no se trata solamente de una 
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información de contexto, por demás necesaria, sino además de ideas puntuales 
que permiten comprender de manera global la complejidad de la urbe bogotana. 
En primer lugar, se introducen datos demográficos generales y de su división 
administrativa interna; posteriormente se sitúan algunos aspectos de orden 
morfológico de la ciudad y, finalmente, en conjunción con lo anterior, elementos 
específicos sobre las distintas funcionalidades de los diferentes territorios que 
conforman la capital.  
 
Bogotá se ha constituido no solamente como la mayor aglomeración urbana del 
país, se ha erigido además como centro político y económico de la nación. Con 
más de 1776 Km2, es la ciudad más grande de Colombia, albergando a poco más 
de 7 millones y medio de habitantes, según cifras oficiales; tamaño de población 
que casi cuadruplica a urbes como Medellín y Cali (DANE, 2005). Desde el punto 
de vista administrativo, Bogotá esta divida en 20 localidades, reflejo de una 
composición heterogénea: algunas albergan a más de un millón de habitantes 
(Kennedy y Suba)15, tan solo dos comprenden menos de cien mil personas (La 
Candelaria y Los Mártires); en siete de ellas viven entre cien mil y trescientos mil 
individuos (Barrios Unidos, Chapinero, Puente Aranda, Santa Fe, Teusaquillo, 
Tunjuelito), el resto se encuentra en un rango entre trescientas mil y un millón de 
personas (Bosa, Ciudad Bolívar, Engativa, Fontibón, Rafael Uribe, San Cristóbal, 
Usaquén y Usme) (Perea, 2012, p. 6)16. Condición por demás constrastante 
cuando se constata que casi el 73% de la población en Colombia se concentra en 
la zona Andina, mientras que otro gran 20% lo hace en la región Caribe17; por su 
parte, en los otrora denominados territorios nacionales, que comprenden casi el 
60% de la extensión territorial del país, la población apenas llega al 6%18 (DANE 
2005). En este mismo sentido, casi el 70% de la población colombiana habita en 
                                                
 
15 Tamaño de población igual a la cuarta ciudad del país, Barranquilla (DANE, 2005) 
16 La composición general por estratos se introduce en el capítulo 6. 
17 Según proyecciones del DANE (2005) el total de la población colombiana para 2014 sería de 
47.704.427 personas. 
18 Zonas aísladas del centro político con baja densidad poblacional, tales como la Amazonía, 
Orinoquía y las Islas de San Andrés y Providencia.  
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áreas de cabecera municipal, contando con casi 33 millones de habitantes, por 
supuesto la mayor parte de ellas ocupando las áreas metropolitanas de las cinco 
principales ciudades del país: Bogotá, Medellín, Cali, Bucaramanga y 
Barranquilla. El restante 30%, que representa casi 14 millones de personas, se 
encuentra en las zonas rurales (DANE 2005).  
En este punto es preciso señalar que el crecimiento de la población de la ciudad 
se ha visto sujeto tanto a su dinámica interna, como al contexto en que se 
encuadra como capital de un país atravesado por conflictos políticos de gran 
envergadura y, que además, tiende a concentrar las actividades económicas y 
productivas en los grandes centros urbanos; por ejemplo, “a partir de la década 
de 1940, un rápido crecimiento natural y una intensa migración de orígen rural 
aceleraron sensiblemente el ritmo de crecimiento demográfico” (Dureau et al, 
2007, p. 168). Así las cosas, a la ciudad ha llegado una innumerable cantidad de 
personas buscando oportunidades económicas, otras, huyendo de la violencia 
presente en el campo colombiano. En este sentido, vale la pena recalcar que 
“Bogotá creció de manera considerable durante los últimos 20 años, lo hizo a una 
razón de 49%. En 1990 tuvo una población de 4’947.890 habitantes, 
correspondiente al 15% de la población nacional” (Perea, 2012); porcentaje que 
se ha estabilizado, hoy el tamaño de población de Bogotá representa el 16% del 
total del país.  
De la mano de este proceso, la capital se ha constituido en centro de recepción 
de todo tipo de personas, albergando en ella a enormes contingentes de 
población en su área perimetral urbana y las zonas marginales de la misma, lo 
demuestra la composición poblacional por localidades, la estructura de ingreso de 
los hogares y los esquemas de arrendameinto en cada territorio (temas 
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trabajados en profundidad en el capítulo 6). Por ahora, resulta pertinente indicar 
que19: 
- La razón de crecimiento demográfico durante los 12 años [2000-2011] 
muestra un verdadero salto de la población en la localidad de Rafael Uribe 
Uribe, que pasa de estar habitada por algo más de 100 mil personas a 
llegar casi a las 400 mil, esto es una razón equivalente al 252%. Es un 
caso excepcional pues, bien lejos, la jerarquía en la razón de crecimiento 
sigue en Bosa con 41%, Suba y Usme ambas con 37% y Fontibón con 
36%. El resto creció a una razón por debajo de 30% mientras sólo 3 
pasaron por una razón negativa (Puente Aranda, Santa Fe y Tunjuelito) 
(Perea, 2012)20.  
 
En consonancia con lo anterior, la morfología o la estructura general de la ciudad 
de Bogotá responde a un proceso histórico de variada complejidad, 
constituyendose, según Vallejo y Morales (2007), en todo un ejemplo de una 
ciudad que ha vivido un proceso de crecimiento polarizado, léase, segregado. Es 
de resaltar que la urbanización de Bogotá se ha visto sujeta a una serie de 
tensiones y contradicciones latentes en los procesos de planificación y ocupación 
de la ciudad. En líneas generales, cuenta con un centro urbano de contornos 
claramente definidos donde convergen funcionalidades distintas, no 
necesariamente coherentes: de un lado, constituido como epicentro político de la 
nación y de la economía y el comercio de la ciudad; no en vano alberga centros 
claves del poder del Estado, a la vez que extensas zonas de comercio, tanto legal 
como ilegal, un buen ejemplo la zona de San Victorino. De otro, cuenta con 
variados sitios de habitación, algunos de ellos constituidos en periferia marginal, 
                                                
 
19 Un análisis detallado del proceso de metropolización y densificación de la ciudad, en: (Dureau, 
et al, 2007, p. 163-174) 
20 Se debe resaltar que las ciudades (aglomeración poblacional de más de 100 mil habitantes) 
tuvieron un crecimiento demográfico del 56% entre 1990 y 2010; las ciudades intermedias (entre 
300.001 - 1'000.000 habitantes) adquieren notable protagonismo con una razón de crecimiento de 
172% en el mismo lapso de tiempo (Perea, 2012, p. 5).  
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caracterizados por la pobreza, la miseria y toda suerte de negocios turbios y 
delincuenciales, tales, como la “Calle del Bronx”, la “L”, La Alameda, La zona de 
“Tolerancia”, San Bernardo, entre otras (Cardeño, 2001, p. 77). También es 
posible encontrar zonas históricas, las más antiguas de Bogotá, unas apogeo de 
la actividad turística, como La Candelaria, otras configuradas como zonas 
marginales, a su vez estigmatizadas y pensadas como peligrosas, tales como las 
Cruces o ciertas zonas de la lo localidad de los Mártires, como El Voto Nacional o 
el barrio Samper Mendoza.  
 
En contraposición, la consolidación de Bogotá como centro económico del país 
ha ejercido notorio impacto sobre la configuración urbana de la ciudad. La capital 
observó durante una buena parte del siglo 20, con énfasis en la segunda mitad de 
éste, la generación de procesos industriales y de comercio dentro de sus 
fronteras, donde diversos territorios se convirtieron en epicentro de tales 
actividades: las localidades de Fontibón, Puente Aranda y Santa Fe, su mejor 
ejemplo. De otro lado, esta misma condición incidió en la consolidación de un par 
de zonas constituidas en ombligo del desarrollo del capital financiero colombiano, 
claramente distribuidas entre el centro internacional y la zona que comprende 
entre la calle 100 y la 72, entre carreras 7 y 15.  
 
Consecuentemente, surgieron una serie de zonas barriales que progresivamente 
tendieron a concentrar a la población obrera y trabajadora: “la figura 
arquitectónica del barrio hace su aparición en la periferia, en discontinuidad con el 
antiguo núcleo urbano” (Dureau et al, 2007, p. 168); algunos de ellos planificados, 
otros producto claramente de la presión sobre la vivienda y la ocupación del 
suelo, donde se encuentran barrios como el Centenario, el Primero de Mayo, Villa 
Javier, el histórico Policarpa Salavarrieta y la Perseverancia. Frente a este último 
habría que decir, por ejemplo, que con la instalación a comienzos del siglo XX de 
la cervecería Alemana Bavaria fueron llegando un sin número de personas con 
trabajo directo o indirecto con la compañía, dando paso a la fundación de un 
barrio que respondería al nombre de “Unión Obrera”, el 7 de marzo de 1912, 
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cambiando posteriormente su nominación por “La Perseverancia. Así, entre la 
década de los setenta y los noventa: 
 
- El extenderse sobre las tierras de la sabana está acompañado por el 
establecimiento de una nueva organización espacial. El centro tradicional, 
cuya función comercial y financiera se afirma, es abandonado por las 
clases aacomadas a cambio de localizaciones mas septentrionales (…) 
simultáneamente se acentúa el carácter popular del sur, mientras la 
naciente industria se concentra en el oeste de la ciudad” (Dureau et al, 
2007, p. 168). 
 
Todo este tipo de fenómenos terminaron incidiendo en la configuración de zonas 
con distintas funcionalidades, procurando con ello cubrir la demanda de productos 
y servicios; situación más que evidente a nivel de las Unidades de Planeamiento 
Zonal (UPZ), las cuales si bien tienden a especializarse de acuerdo a la actividad 
principal que en ellas tiene lugar, se hace evidente que se muestran como 
territorios en extremo heterogéneos (Mirar Tabla 1)21. A su vez, la constitución de 
la ciudad y, por ende, del desarrollo de las localidades ha traído consigo una serie 
de subcentralidades en la ciudad de todo orden, pasando por el tema económico, 
político, administrativo e, incluso, lo referente al tema cultural. En escalas más 
reducidas la aparición acelerada de múltiples grandes superficies y la lógica de 
“tener todo cerca” ha impactado la configuración de las localidades y por su 
puesto de la ciudad, apoyando y fortaleciendo el hecho de ciudades, dentro de la 
ciudad. Proceso que, en términos de Dureau et al (2007), significó desde la 
década de los 90 una evolución de la ciudad “que resulta a la vez de la progresiva 
                                                
 
21 Las Unidades de Planeamiento Zonal (UPZ) refieren a una serie de zonas urbanas más 
pequeñas que las localidades, han sido implementadas con el fin de facilitar la planificación del 
desarrollo urbano a nivel local. De acuerdo a su condición urbana las 112 UPZ se clasifican, así: 
Tipo 1, residencial de urbanización incompleta; Tipo 2, residencial consolidado; Tipo 3, residencial 
cualificado, Tipo 4, desarrollo; Tipo 5, con centralidad urbana; Tipo 6, comerciales; Tipo 7, 
predominantemente industrial; y Tipo 8, de predominio dotacional. Un análisis detallado de sus 
características en (Perea, 2012).  
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densificación de los espacios periféricos nuevamente urbanizados y de la rápida 
redensificación de ciertos espacios pericentrales” (p. 171).  
 
En última instancia, la ciudad asiste también a un constante proceso de 
urbanización no legal, también denominada “pirata”, donde los fenómenos de 
invasión a lotes en la ciudad e, igualmente, de procesos de autoconstrucción y 
autogestión se han constituido en una constante en la configuración de la ciudad. 
Ante la imposibilidad y la dificultad para acceder “a lo propio” en Bogotá se siguen 
presentando fenómenos de urbanizaciones piratas, situaciones que transitan la 
historia de la ciudad y que, de una u otra manera, la caracterizan y le dan forma. 
Según la Contraloría de Bogotá (2005), para el año 2002 del total de hectáreas 
construidas para vivienda se estimaba que el 26% de las mismas eran de origen 
ilegal, tal como lo muestra el siguiente cuadro (p. 2). En otras ocasiones, de un 
proceso de conurbación que ha presionado la ciudad hacia sus bordes, 
expandiendo los márgenes de la ciudad sobre municipios vecinos, hoy 
prácticamente integrados la geografía urbana capitalina, el mejor ejemplo, 
Soacha (Dureau et al, 2007, p. 173; Díaz, 2008, p. 14-17). Todo lo cual terminó 
configurando unas zonas de la ciudad donde progresivamente se iban asentando 
las carencias y las necesidades dadas las deficientes políticas para responder a 
estos fenómenos (Ceballos, 2005); situación que contrastaba con otros lugares 
de la capital caracterizados por el orden, las suficiencias económicas y que, 
además, disfrutaban de entornos urbanos más amables.  
 
 
 
 
 
 
 
48 Entre la transformación y las limitaciones: Avances, retos e interpelación popular a la 
seguridad en Bogotá 
 
Tabla 1. Tipos de UPZ y número de ellas en Bogotá 
  Tipo de UPZ Cantidad en 
Bogotá 
1 Residencial de Urbanización Incompleta 32 
2 Residencial Consolidado 28 
3 Residencial Cualificado 12 
4 Desarrollo 10 
5 Con Centralidad Urbana 6 
6 Comerciales 6 
7 Predominantemente Industrial 8 
8 Predominantemente Dotacional 10 
Fuente: Secretaría Distrital de Planeación (2011) 
 
En síntesis, en la capital coexisten territorios con condiciones económicas, 
sociales, e incluso, políticas claramente diferenciadas; por ejemplo, pueden 
habitar zonas “ricas” al lado de barrios “pobres” y pauperizados, áreas 
comerciales de gran producción de rentas con zonas en extremo pobres con altas 
necesidades insatisfechas (Dureau et al, 2007, p. 168). Tomemos como ejemplo 
Kennedy, una de las localidades donde se aprecia que su composición 
poblacional se encuentra entre los estratos bajos y medios, allí se encuentran 
zonas de la localidad percibidas como aéreas de miedo, marginadas y 
estigmatizadas bajo el rótulo de la miseria (Zona aledaña de Corabastos o Patio 
Bonito), al lado de extensas zonas de apartamentos estrato 4 con las dotaciones 
necesarias para una vida amable. Suba es otra muestra de lo dicho 
anteriormente, una composición por estrato heterogénea, tal vez la más variada 
de toda la ciudad, que presenta estratos altos con condiciones de vida 
inmejorables, conexos con zonas tremendamente pauperizadas y pobres; al 
respecto, algunos habitantes de Suba manifiestan: 
 
- Cómo uno de los problemas en términos urbanos es el acelerado proceso 
de construcción que se da en la localidad y las diferencias radicales entre 
los estratos sociales de las edificaciones. Como ejemplo algunas personas 
señalan diversas unidades residenciales de estrato 6 que limitan con 
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barrios de estrato tres. Estas diferencias para los jóvenes (…) son violentas 
pues pone de manifiesto las desigualdades sociales y económicas de los 
habitantes de la localidad (Investigadora María Eugenia González Vélez).  
 
3.2. Avances en materia económica y social 
 
En este punto introducimos una serie de datos económicos y sociales que ayudan 
a ilustrar la imagen del cambio operado en la ciudad, una de las facetas de su 
orgullo, los avances económicos de los cuales se precia. Además, se traen a 
colación diferentes cifras que permiten observar otras modificaciones sustanciales 
ocurridas en diversas áreas como educación, empleo, necesidades básicas 
insatisfechas, entre otros.  
 
La ciudad se ha consolidado como el centro económico más importante de 
Colombia, tuvo una participación promedio del 26% en el PIB nacional en los 
últimos 10 años, superando de lejos los otros núcleos urbanos de importancia del 
país (DANE, 2012)22. En términos regionales Bogotá-Cundinamarca ocupó en el 
año 2012 el puesto número uno en el escalafón de la competitividad de los 
departamentos en Colombia, alcanzando una participación del 31% en el PIB del 
país. Es innegable el crecimiento de la economía de la ciudad, su producto 
interno bruto se incrementó en 54% en los últimos 10 años, pasando de $71.845 
miles de millones de pesos en el año 2000 a $110.343 en 2010 (Perea, 2012). 
Datos por demás excepcionales si se tiene en cuenta que la economía nacional 
tuvo un crecimiento acumulado en promedio de 9,7 entre 2001 y 2010 (DANE, 
2012) (Mirar gráfico: 1).  
 
 
                                                
 
22 Antioquia y Valle del Cauca, incluidas Medellín y Cali, participan en el PIB con tan solo el 
14,53% y el 11,02%, respectivamente ocupando los puestos 2 y 3 en el escalafón de 
competitividad; a diferencia de Bogotá, ambos departamentos muestran una clara tendencia a la 
baja durante los últimos 20 años (Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 2012). 
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GRAFICO No. 1 TASA DE CRECIMIENTO DEL PRODUCTO INTERNO BRUTO. 
COLOMBIA Y BOGOTA. (2001-2010)23 
 
 
Fuente: DANE. Cuentas Nacionales. Cuentas Departamentales. PIB por departamentos 2000-2010 
 
Situación que se ha visto acompañada de la concentración del sector servicios en 
la ciudad (comercio, transportes, comunicaciones, finanzas, turismo, hotelería). 
Renglón de la economía que representa en Bogotá-Cundinamarca y Valle del 
Cauca, incluido el ítem “servicios sociales”, casi el 65% de sus respectivos PIB, 
mientras que para el departamento de Antioquia ronda el 55% (Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo, 2012). Las grandes urbes se han convertido en 
pivote esencial de la tendencia a la tercerización económica del país en los 
últimos años, pero la importancia de Bogotá es notable dada su participación 
dentro de la economía general de la nación; por supuesto la población ocupada 
se concentra principalmente en este renglón: en la capital representa el 63,1%, en 
Medellín el 62,6 y en Cali alcanza el 64,4% (Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo, 2012). Situación que no debe soslayar el importante lugar de la actividad 
industrial en Bogotá, donde la productividad bruta de la ciudad (31 mil millones) y 
el valor agregado a la misma (casi 15 mil millones) en el año 2012 supera con 
                                                
 
23Los gráficos y tablas que se presentan a lo largo del documento son producto de los cálculos 
realizados por Carlos Mario Perea y Sayra Rodríguez, en el marco de las investigaciones ya 
reseñadas. 
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creces a los departamentos de Antioquia y Valle del Cauca24; actividad que 
además ocupa al 17% de la población económicamente activa de la capital. 
 
Bogotá no solo se transforma en sentido económico, presenta avances 
importantes en el terreno social exhibiendo una mejoría notable respecto de la 
media nacional. A pesar del significativo crecimiento demográfico de la ciudad en 
los últimos 20 años, muestra índices de pobreza y miseria que se encuentran por 
debajo de los porcentajes del país: mientras que en 2009 el primer indicador se 
estimaba en 22% en la ciudad, Colombia reportaba 45,5 % (DNP, 2010)25; por su 
parte la miseria en el año 2012 alcanzaba 1,38% en Bogotá, en tanto que a nivel 
nacional era de 10,64%. Situación similar sucede en lo referido a la cobertura de 
necesidades básicas insatisfechas, cuyo porcentaje se estimaba en la capital en 
9,2%, cuando en el país rondaba el 27%; la cobertura de servicios públicos es 
cercana al 99% en la mayoría de los ítems, excepción hecha del gas natural y 
teléfono (Perea, 2012), (DANE, 2011) (Mirar tabla 1). 
 
TABLA No. 2 
NECESIDADES BASICAS INSATISFECHAS. COLOMBIA Y BOGOTA 
  
Personas 
en NBI (%) 
Personas 
en miseria 
Componente 
vivienda 
Componente 
Servicios 
Componente 
Hacinamiento 
Componente 
Inasistencia 
Componente 
dependencia 
económica 
COLOMBIA 27,78 10,64 10,41 7,36 11,11 3,56 11,33 
BOGOTA 9,20 1,38 0,97 0,57 5,31 1,56 2,52 
Fuente: DANE sobre censo nacional 2005 
 
      
La mejora en educación y empleo es igualmente ilustrativa. La tasa de cobertura 
neta en educación primaria para el año 2011 era del orden del 90%, en 
secundaria del 88%, mientras que en Media (grados 10 y 11) apenas alcanzaba 
                                                
 
24Ambos departamentos presentan los siguientes valores para el año 2012: Antioquia (Producción 
Bruta 23.672.086, Valor Agregado 10.358.772) y Valle del Cauca (Producción Bruta 20.889.408, 
Valor Agregado 9.052.881). (Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 2012). 
25Medellín y Cali presentaban porcentajes de 38,4% y 32,6%, respectivamente (DNP. 2010).  
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el 61% (Piñeros, et al, 2011, p. 11)26. La tasa de cobertura bruta en educación 
superior para el año 2010 era, según el MEN, de 63,7%, mientras que a nivel 
nacional reportaba 32,1%, incluyendo por supuesto el SENA27; no en vano, 
mientras que en el país el analfabetismo “de las personas de 15 años y más 
alcanza un 6,3, en Bogotá se reduce a 2,1” (Perea, 2012). Otro tanto sucede con 
el desempleo, comparada con Cali y Medellín (con tasas de 13,6 y 10,4, 
respectivamente) es la única ciudad que muestra tasas similares al promedio 
nacional, 9,3, en agosto de 2013 (DANE, 2013); de suyo este indicador reportaba 
9,1% en julio de 2013, prueba del avance de la ciudad, pero también de la 
tendencia a la estabilización en este indicador en el último periodo. 
 
La transformación de la ciudad también se ha reflejado en un sin número de 
procesos de renovación y revitalización; un paradigma en la materia se evidencia 
en la modificación de ciertas zonas del centro de la capital (La troncal de 
Transmilenio por la avenida Caracas, San Victorino, Parque Tercer Milenio, Eje 
ambiental, la carrera décima entre calles 6 y 26, entre otros) y vías importantes de 
la ciudad (Autopista Norte, Avenida calle 80, la Autopista Sur, etc.). No se trata 
solamente del embellecimiento de la ciudad, las políticas respectivas, con énfasis 
en la administración Peñalosa, han apuntado a solucionar el desorden urbanístico 
de la ciudad vía la implementación de un ejercicio decidido sobre el control y la 
recuperación del espacio público; medidas que han buscado disolver aquellos 
escenarios urbanísticos que se considera propician actos delictivos (Artículo 3, 
Acuerdo 6 1998). Otro buen ejemplo de este tipo de atención se evidencia en la 
ejecución creciente del presupuesto distrital en las localidades con mayores 
                                                
 
26 La información presentada por estos autores es obtenida del SINEB del Ministerio de educación 
nacional. Una discusión detallada del lugar de Bogotá en materia de mejoramiento de la 
educación excede los propósitos del presente texto.  
27 Cifra que debe ser revisada por cuanto el tratamiento del total de matrícula no discrimina los 
graduandos de la educación Media que han estudiado en Bogotá que efectivamente avanzan a la 
educación superior; el dato contempla el total de matriculados sin distinción de su origen, por ello 
se muestra una tasa de absorción de la educación superior en Bogotá del 124,3% para el año 
2010. Datos obtenidos del SNIES del MEN.  
Recuperado, de: http://www.graduadoscolombia.edu.co 
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dificultades (Gráfico 2). Medidas que han sido objeto de profundos debates, no 
solamente por sus contenidos, sino además por los efectos negativos que se 
percibe han generado en los más diversos territorios de la ciudad. Por ejemplo, 
mucha gente percibe que diversos barrios de las localidades de Suba, Kennedy, 
Fontibón, Santa Fe, entre otras, se llenaron de consumo de droga y atracos 
cuando fue acabada abruptamente la tristemente célebre Calle del Cartuchoen el 
centro de la ciudad28:  
 
- La venta de droga acá en el barrio siempre ha existido, antes era más 
discreto y habían menos gente involucrada en eso. Entonces el tema de 
que cuando desalojaron a la gente del cartucho, lo que empezamos a notar 
nosotros acá fue de habitantes de calle que venían mucho por este 
sector29. 
 
Lo anterior contrasta notablemente con la percepción que tienen algunos líderes 
sociales y comunitarios que discuten cómo estas medidas de renovación han 
afectado la condición de seguridad de ciertos territorios, tales como La 
Candelaria, Santa Fe o Kennedy; “estamos hablando que El Amparo, Llano 
Grande, María Paz, donde queda El Cartuchito, son zonas que han sido 
estratégicamente devaluadas”. Por ejemplo, Salcedo et al (2010), sostenía de 
manera crítica cómo los procesos de renovación y revitalización en el centro de la 
ciudad, aún a pesar de introducir diferentes preocupaciones sociales, se 
fundamentó en la racionalidad económica y las medidas de seguridad como las 
claves para garantizar el éxito de tal empresa (p. 133). En algunas ocasiones se 
sostiene que las autoridades y algunas compañías de constructores han permitido 
y posibilitado que crezca la delincuencia con el fin de devaluar los precios de los 
                                                
 
28Una discusión detallada de los procesos de renovación del centro de la ciudad y de la Calle del 
Cartucho y sus impactos sociales, en: (Herrera, 2011) y (Salcedo, Suárez y Vallejo, 2010) 
29 Madre comunitaria de Kennedy. Entrevista 39. En adelante se enumeran las mismas con base 
en el orden de sistematización. En caso de que sea necesario se omite la referencia específica 
por cuestiones de seguridad. 
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terrenos, en otros, se percibe que son los mismos agentes económicos los que 
emplean una serie de medidas violentas para hacerse al control de ciertos 
territorios; “hay un problema territorial producto de los planes de renovación 
urbana, eso es un ´negocio para los vivos´, van a generar vivienda para ricos, 
expropiación y desplazamiento de la gente de sus zonas históricas”30.  
Diferentes personas señalan insistentemente que esa acción consciente de 
devaluación de los terrenos posibilita que lugares solos y abandonados se 
conviertan en focos de inseguridad y propiciadores del robo y el atraco; “entonces 
dejan dañar el sitio a propósito para que la gente venda a precios muy bajos y 
ellos pueden invertir, ahora ya son como seis casas31. Lamentablemente se 
disponen de pocas fuentes de información que permitan seguir en profundidad 
este tipo de aseveraciones; no obstante, lo que se debe resaltar son las 
discusiones y los graves desbarajustes que se percibe generan las medidas de 
renovación sobre los entornos locales. Aún además, se discute la relación entre 
las medidas de renovación y la pretendida efectividad de éstas en la reducción de 
las condiciones de inseguridad. Sobre este punto volveremos más adelante 
cuando se hable de las zonas de miedo y la limitación que tiene la gestión distrital 
para dar tramite a este tipo de espacios.  
GRAFICO No. 2 
LOCALIDADES DONDE SE EJECUTA EL MAYOR PRESUPUESTO (2003-2010) 
 
*Pesos Constantes del 2012. En millones de pesos. 
Fuente: Secretaría de Planeación Distrital. Cálculos nuestros. 
                                                
 
30 Colectivo Cultural de Kennedy y Líder comunitaria de Santa Fe. Entrevista 12 y 32.  
31 Edil de la Candelaria. Entrevista 40. 
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3.3. Disminución del homicidio y los delitos de alto 
impacto 
 
Los enormes avances de Bogotá se evidencian efectivamente en la reducción de 
la tasa de homicidio y los delitos de alto impacto en las últimas dos décadas. El 
notable descenso mencionado se evidencia en el comportamiento general de la 
curva de homicidios durante los últimos 30 años. De suyo, el homicidio crece de 
manera sostenida a partir de la segunda mitad de la década de los 80 hasta 
cuando alcanza el valor máximo de las últimas tres décadas, 84 en el año 1993, 
según el DANE. El valor de este indicador se mantendrá arriba de 50 entre los 
años 1990 y 1997, es decir una violencia extrema32, tendencia de la década que 
solo se rompe a partir del 98, año que muestra una tasa de 42, según el DANE; 
estos siete años presentan las tasas de homicidio más altas de la ciudad en los 
últimos tres decenios (Mirar Gráfico 3). 
Todo lo contrario ocurre durante la primera década del siglo XXI, dado que 
presenta una tasa acumulada de homicidio de 25,6, según el DANE, valores 
evidentemente inferiores. No obstante, la capital difícilmente logra bajar de una 
tasa de 20 durante este periodo, cuestión que solo se logra según el DANE en el 
año 2008 con un valor de 19; a partir de este momento se presenta un leve 
repunte hasta ubicarse en 24 a finales de la década. Las cifras de la Policía 
Nacional corroboran lo expuesto anteriormente, la tendencia del homicidio a la 
baja se sigue manteniendo hasta llegar en el año 2012 a 18 homicidios por cada 
cien mil habitantes. La ciudad es un referente en la disminución de violencia.  
                                                
 
32 En el presente trabajo asume los siguientes criterios: “Para el caso del homicidio la jerarquía 
entre los datos se introduce asumiendo como cota por encima la tasa promedio de Brasil durante 
los años de 1996 y 2009, equivalente a 26. En otros términos de 27 hacia arriba se considera 
homicidio Elevado, distribuido en tres categorías: el doble de la cota (100% de 26=52) marca el 
límite de la violencia Alta; entre 53 y 100 se asume Extrema y por encima de 100 Desbordada” 
(Perea, 2012, p. 34).  
56 Entre la transformación y las limitaciones: Avances, retos e interpelación popular a la 
seguridad en Bogotá 
 
Es importante señalar la similitud en la información ofrecida por distintas 
instituciones oficiales del orden nacional respecto del comportamiento de este 
indicador; como puede apreciarse, el único momento en donde se produce alguna 
disparidad significativa es durante la segunda mitad de la década de los ochenta 
con la información proporcionada por el DANE. Todo lo cual fortalece la noción 
según la cual la tasa de homicidio ofrece una perspectiva bastante confiable 
respecto de la manera como se ha comportado la violencia en Bogotá durante los 
últimos años, más aún, de la notoriedad de su reducción sostenida33. Como se 
verá más adelante, la acción sobre la reducción de muertes violentas se 
constituido en mandato sobre el cual las acciones institucionales han impreso 
grandes esfuerzos; la defensa de la vida ha sido prioridad para las 
administraciones capitalinas.  
GRÁFICO 3. TASA DE HOMICIDIO DE BOGOTÁ SEGÚN TRES FUENTES. (1973-2012) 
 
Fuente: Policía Nacional: Revista Criminalidad. Cálculos nuestros.  
DANE: Estadísticas Vitales. Defunciones no fetales. Defunciones por Causa Externa. Cálculos nuestros. 
Medicina Legal: Fundación Ideas para la Paz (2013). 
                                                
 
33 No obstante la concordancia en los datos aportados por las entidades mencionadas, se han 
presentado algunos problemas con la información ofrecida durante los últimos años por el Centro 
de estudio y análisis en Convivencia y Seguridad Ciudadana (CEASC) del distrito, por la manera 
hermética con que maneja las cifras, los estudios realizados y el escaso acceso que permite a las 
fuentes directas de recolección de datos. Todo lo cual impide una discusión mejor fundamentada 
de los reportes hechos por la alcaldía en materia de seguridad y convivencia.  
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Si bien la tasa de homicidio se ha constituido en aspecto nodal para medir el 
comportamiento violento de un territorio, indicador donde Bogotá sobresale, se 
deben tener en cuenta otros factores para obtener un panorama más completo de 
la seguridad, tales como las lesiones personales y diferentes aspectos de la 
actividad delictiva. Así las cosas, es pertinente señalar que el descenso en los 
niveles de violencia de la ciudad se verá reflejado igualmente en los indicadores 
de los delitos de mayor impacto (Mirar: Tabla 2). Bogotá es sin duda una de las 
ciudades del país que logra una reducción decidida en tales indicadores: el hurto 
a residencias disminuye en 52%, a comercio en 15%, a personas un 9%, a 
entidades financieras un 89% y, finalmente, la piratería terrestre en 8% (Perea, 
2012).  
Al respecto, Perea sostiene que solamente en la capital y Montería se contrajo el 
número de delitos entre la década del noventa y la del 2000, mientras que el resto 
de las ciudades del país muestran aumentos en la tasa de delitos en general 
(Perea, 2012). En suma, la tasa de homicidio da cuenta de una parte importante 
de las trayectorias de la violencia y sus actores, no obstante deja fuera múltiples 
expresiones y dinámicas relacionadas; consecuentemente, es valido señalar que 
si Bogotá es todo un referente respecto al control de sus violencias, lo es en 
materia de la reducción de homicidios, tanto como en otros indicadores 
asociados.  
TABLA 3 
Porcentaje de diferencia en el número y la tasa de delitos en general entre las dos décadas 
Ciudades capitales de más de un millón de habitantes. (1991-2008) 
NUMERO DE DELITOS TASA DE DELITOS (Por 10 mil habitantes) 
CIUDAD 1991-1999 2000-2008 Diferencia* CIUDAD 1991-1999 2000-2008 Diferencia  
BOGOTÁ 598449 565270 -6 BOGOTÁ 117 93 -20 
MEDELLIN 139676 167159 20 MEDELLIN 83 85 3 
CALI 73435 142258 94 CALI 44 74 30 
BARRANQUILLA 49870 101582 104 BARRANQUILLA 51 99 45 
TOTAL 1296564 1661610 28 TOTAL 39 43 12 
Diferencia: Porcentaje de los delitos de la década del 2000 respecto de la década del 90: (Delitos década 2000–delitos 
década 90)*100/Delitos década 90).  
Fuente: Revista Criminalidad. Policía Nacional.  
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En Bogotá el descenso en los valores de estos indicadores se acompañó de un 
desplazamiento de la percepción en el manejo de la seguridad, en la utilización 
de medidas particulares para la gestión del crimen y la delincuencia y, en últimas, 
en el desarrollo de un esquema que ha pretendido ser más integral y enfocado en 
las personas34. En tal modificación las diferentes administraciones locales durante 
los últimos 20 años han jugado un papel fundamental, enfatizando siempre la 
defensa de la vida como una prioridad del accionar institucional; en palabras del 
exalcalde Mockus, “la vida se posicionó” (El Tiempo, 30 de agosto de 2001). Así 
pues, cada alcaldía ha tenido la clara intención de demostrar cómo su gestión 
administrativa particular en la materia ha sido efectiva, realzando su papel en 
temas transversales durante las últimas dos décadas, tales como: la probidad de 
medidas para fortalecer la convivencia y reducir las riñas, lo acertado del 
mantinimeinto de la “hora zanahoria” (independientemente de la hora límite que 
se establezca), la necesidad de avanzar en la limitación del porte de armas, el 
desarrollo de campañas de desarme, las transformaciones urbanas y, por último, 
la acción focalizada de las instituciones sobre distintos territorios. 
Si bien cada administración ha tenido enfoques particulares, como se verá más 
adelante, los anteriores han sido puntos nodales de acción sobre los cuales se ha 
recaído una y otra vez para mostrar cómo la acción institucional respectiva resulta 
efectiva en el atajao a las fuentes de violencia homicida y los diferentes delitos; 
por ejemplo, el decreto 057 de 1994 promulgado durante la alcaldía de Jaime 
Castro mostraba tanto una fuerte preocupación por el porte de armas blancas y la 
relación de esto con los delitos contra la vida, como la disposición de la policía 
para que actuara en sitios tales como “paraderos y terminales de buses, en las 
inmediaciones de los establecimientos educativos y comerciales, en los accesos 
a espectáculos públicos, teatros, templos, estadios, plazas de mercado y 
                                                
 
34 Vale la pena recordar que la promulgación de las políticas de seguridad en la ciudad Bogotá 
emergen en el marco de la transición y la relativización del paradigma de la Seguridad Nacional.  
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parqueaderos, en los expendios de bebidas alcohólicas y en aquellas horas y 
sectores en los que no se justifica y no explica el porte de los instrumentos”. 
Hasta el día de hoy, por ejemplo, alcaldías como la de Petro han insistido en 
medidas como el desarme y el control al porte de armas, por supuesto no sin 
debates frente a la real incidencia de las mismas en la redución de los 
homicidios35; situación que invita además a preguntarse: ¿Cuál ha sido la 
trayectoria de tales políticas? ¿Por qué, a pesar de la pretendida efectividad de 
las medidas aludidas, no han sido capaces de erradicar los “enclaves de 
violencia”, la “limpieza social” y la estabilización de los delitos de alto impacto? 
Más aún, ¿Por qué las críticas sostenidas de los sectores populares frente al 
tenor de tales políticas? 
 
 
3.4 Sustrato de la transformación, las políticas de 
Seguridad 
 
Las líneas que siguen a continuación no solamente trazan de manera sintética el 
importante desarrollo institucional con que se ha abordado la seguridad en 
Bogotá; ponen en evidencia el lugar central que tiene la política pública en la 
generación de medidas efectivas para construir una conciencia ciudadana que 
coadyuva en la reducción del homicidio. Aplicando los criterios generales 
establecidos por la constitución de 1991 (incorporación de la competencia de 
seguridad dentro del accionar los gobiernos locales en su respectiva jurisdicción) 
Bogotá deposita definitivamente en el alcalde distrital y con apoyo de la secretaría 
de gobierno la orientación y ejecución de la política pública para hacer frente a la 
inseguridad y la violencia (Acero, et al, 2013). Hasta la publicación de la nueva 
                                                
 
35Por ejemplo el Centro de Recursos para el Análisis de Conflictos (CERAC) de la Universidad de 
los Andes rebatió la afirmación de la alcaldía Petro, según la cual la restricción al porte de armas 
adelantada por su administración era la causa del descenso del homicidio durante el año 2012; al 
respecto argumentó que no es posible demostrar tal relación dado que esta medida no se 
desarrolla de manera focalizada, aún más que la reducción del indicador ya había empezado 
entes de promulgada tal política. (El tiempo, 25 de febrero de 2012).  
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carta magna las definiciones de seguridad en la ciudad eran poco más que correa 
de transmisión de las directrices nacionales; hecho más que evidente en el 
decreto 1134 de 1974 por medio del cual se creaba el Consejo distrital de 
seguridad. El Estatuto orgánico de la Ciudad sienta las bases para tal 
incorporación, afinca definitivamente el concepto de seguridad ciudadana, 
promueve la acción interinstitucional, la participación comunitaria y ubica los 
elementos generales de la estructura orgánica distrital que asumirá la ejecución 
financiera y programática en temas de seguridad36; igualmente, identifica tanto el 
lugar de la autoridad local en el manejo de la seguridad, como las atribuciones 
que le corresponden (Martín y Ceballos, 2004), (PNUD, 2008). 
Las políticas de seguridad cifradas en el periodo Mockus-Peñalosa-Mockus, 
“época de oro en la ciudad”37, instalan definitivamente la promoción de la cultura 
ciudadana como herramienta esencial para el tratamiento de la violencia en la 
capital. En la agenda de Bogotá se incorporan gradualmente una serie de 
medidas públicas que reafirman el principio de defensa de la vida y la integridad 
física; preocupación que pronto se materializa tanto en el desarrollo de toda una 
trama institucional que soporta un nuevo enfoque en seguridad, como en la 
búsqueda de medidas que respondan a las particularidades de su conflicto 
violento; sin lugar a dudas en Bogotá se instala un mandato ciudadano que desde 
la política pública se traduce en una labor sistemática para reducir el homicidio y 
que en la conciencia de la ciudad pronto se traduce en la implantación de una 
norma social para contener aquellas conductas que atentan contra la vida (Perea 
y Rincón, 2013).  
                                                
 
36 En el plan de desarrollo de la alcaldía en 1975 el concepto de seguridad no estaba si quiera 
incorporado; el mismo empezará a ocupar progresivamente un lugar en la política pública del 
distrito (Acuerdo 14 de 1975 del concejo del distrito especial de Bogotá). De otro lado, en la 
alcaldía de Jaime Castro aparece con centralidad el tema de convivencia ciudadana y la 
necesidad de la participación comunitaria en el trámite de los delitos y la administración de justicia 
(Artículo 47, Acuerdo 31 de 1992).  
37 Referencia acuñada por Carlos Mario Perea (2013) para dar cuenta del periodo determinante de 
las políticas públicas de seguridad en la ciudad que inciden en la reducción sistemática de los 
homicidios.  
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A partir de este momento las políticas públicas de seguridad promueven la 
autorregulación de los ciudadanos vía el acatamiento voluntario de las normas 
como uno de los elementos nodales de acción (Artículo 10, Decreto 440 de 
2001)38; no en vano es posible afirmar que se trata de “un proceso que arrastra 
un conjunto de ejecutorias encaminadas a moldear las estructuras profundas de 
la conciencia pública de la ciudad” (Perea y Rincón, 2013, p. 19). Durante este 
periodo las administraciones de la ciudad buscan implementar un modelo de 
tratamiento integral a la problemática de seguridad, procurando restablecer el 
balance entre las actuaciones de la autoridad y la sanción social de aquellos 
comportamientos que atentan contra la vida, aspectos que perduraran en 
administraciones posteriores (Artículo 25, Acuerdo 6 de 1998). Por ejemplo, la 
administración Peñalosa buscó fortalecer la identidad con la ciudad, el sentido de 
pertenencia y los cambios de actitud de los ciudadanos como elementos 
importantes para mejorar la seguridad39. 
Acorde con lo anterior las administraciones capitalinas de las dos décadas 
pasadas han emprendido sucesivas medidas que buscan fortalecer y modernizar 
la institucionalidad para dar trámite al conflicto violento en la capital; salta a la 
vista el importante lugar que ocupa tanto el Fondo de Vigilancia y de Seguridad 
de Bogotá40, como el “Plan Maestro de Equipamientos de Seguridad Ciudadana, 
Defensa y Justicia para Bogotá” en el diseño orgánico e institucional de la 
ciudad41. Es evidente el empeño en el desarrollo institucional para afrontar los 
retos en este ámbito: la creación de distintas instancias, tales como las casas de 
                                                
 
38 La administración Mockus enfatizará sus esfuerzos en la superación del divorcio entre 
regulación jurídica, cultural y moral, aspecto nodal en la formulación de su política de seguridad; 
útiles resultan las definiciones incluidas en sus respectivos planes de desarrollo “Formar Ciudad” y 
“Bogotá para vivir del mismo Lado”.  
39 Un análisis pormenorizado de las administraciones Mockus (1995-1997 y 2001-2003) y 
Peñalosa (1998-2000) en: (Martín y Ceballos, 2003; Llorente y Rivas, 2004). El balance 
correspondiente de la alcaldía Garzón (2004-2008), Moreno (2008-2011) y lo que va del actual 
alcalde, en: (Acero, et al, 2013). 
40 Instancia sujeta a múltiples reformas (Acuerdo 9 de 1980; 18 de 1983; 28 de 1992; Acuerdo 071 
de 2002; Acuerdo 003 de 2007). 
41 Decreto 503 de 2003; Decreto 346 de 2006; Decreto 563 de 2007; Decreto 132 de 2009.  
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justicia y convivencia, la comisión intersectorial de convivencia y seguridad, los 
comités de convivencia para espectáculos, las juntas zonales de seguridad y 
convivencia en las UPZ de la ciudad, entre muchos otros, son prueba fehaciente 
(Decretos: 215 de 2008, 546 de 2007, 164 de 2004, Acuerdo 321 de 2008, 
respectivamente). Debe resaltarse la necesidad del distrito de generar 
información y medios que permitan conocer las problemáticas de seguridad que 
afectan a la capital; la creación del SUIVD, posteriormente del CEASC o los 
Observatorios de Convivencia Escolar son un ejemplo (Decreto 546 DE 2011).  
Tanto el fortalecimiento operativo e institucional de la policía, como el 
acercamiento de la misma a la comunidad se encuadran en esta perspectiva42. 
No en vano desde la alcaldía Castro en adelante se ha privilegiado el accionar 
focalizado de esta institución en zonas donde se concentran los delitos contra la 
vida (Decreto 057 de 1994, Artículo 1; decreto 440 de 2001, Artículo 10)43. En el 
trasegar de la capital adquiere notable relevancia la reforma al Código de policía 
adelantada por Mockus (Acuerdo Distrital 079 de 2003), derogando el Acuerdo 
Distrital 18 de 198944. Mientras que éste último se inspira en la lógica de la 
contravención y la restricción, fortaleciendo los elementos generales para 
preservar el orden público interno, el nuevo código introduce temas como el 
respeto a los derechos humanos y la libertad, promoviendo un código de civilidad 
para la ciudad; en el mismo se materializa una política de seguridad y convivencia 
basada en la prevención, la autorregulación y la protección de la vida, más que en 
la sanción (Artículo 1). Las administraciones sucesivas darán continuidad a estas 
iniciativas.  
                                                
 
42 Importante resulta recordar que autores Como Hugo Acero enfatizan aspectos la cualificación 
técnica, logística y de formación en tal fortaleicmiento. (Acero, 2002, p. 12).  
43 Llama la atención el hecho de que el decreto 057 de 1994 muestre una fuerte preocupación por 
el porte de armas blancas y su relación con los delitos contra la vida. (Artículo 4, decreto 057 de 
1994). 
44 Tensiones evidentes saltan a la vista entre la promulgación del Estatuto Orgánico de la Ciudad, 
del año 1993 y el código distrital de policía de 1989. Mientras que el primero introduce el concepto 
de “la seguridad ciudadana y la protección de los derechos y libertades públicas”, el segundo 
promulgaba claramente que las funciones de la policía se orientaban a “mantener y garantizar el 
orden público interno”. 
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Las alcaldías posteriores al “periodo de oro”, con sus particularidades, darán 
trámite a las anteriores directrices; sin embargo, introducen una distinción por 
demás importante, articular las medidas de seguridad ciudadana a la perspectiva 
de los Derechos Humanos. Marco a partir del cual se intenta promover el 
fortalecimiento de la institucionalidad policial y los organismos civiles encargados 
del tema y que enfatizarían la aspiración de una ciudad de derechos (Artículo 17, 
Acuerdo 119 de 2004). En adelante Bogotá implementará diversas medidas 
intentando desarrollar un esquema de atención a los distintos tipos de 
manifestaciones violentas; estrategias que junto con los consejos locales de 
seguridad, mencionados previamente, han buscado atender a las particularidades 
del conflicto violento en la ciudad.  
 
Temas como la construcción de una cultura de la paz y la no violencia como 
mecanismos prioritarios en la resolución de conflictos serán incorporados 
progresivamente a la agenda pública de la ciudad. Por ejemplo, la administración 
Garzón (2004-2007), elegida por la coalición de izquierda representada por el 
Polo Democrático Alternativo –PDA-, propende por la construcción de un 
esquema integral de atención contra las violencias que se producen en los 
diferentes ámbitos de la vida, perspectiva por demás novedosa en la ciudad; 
como en ninguna otra alcaldía se producen una serie de medidas para enfrentar 
la violencia intrafamiliar (Acuerdos 152 y 155 de 2005), se crea el sistema distrital 
de seguridad escolar (Acuerdo 173 de 2005) y se constituye el programa Goles 
en Paz para atender a las crecientes manifestaciones de violencia entre las 
“barras futboleras” (Decreto 164 de 2004). No se debe olvidar la creación de las 
casas de justicia y convivencia en cada una de las localidades de Bogotá y la 
implementación de una serie de planes integrales de seguridad para los mismos 
territorios; sin duda, un intento por consolidar los logros alcanzados, pero además 
demuestra la intención de desarrollar un esquema de atención a las diferentes 
fuentes de la violencia homicida y las lesiones personales.  
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Una línea similar seguiría la administración de Samuel Moreno y de la alcaldesa 
encargada Clara López (2008-2011), también elegida en representación del PDA, 
donde se introduce por primera vez en el concepto de seguridad ciudadana la 
perspectiva según la cual ésta debería atender a los delitos, las violencias y las 
conflictividades que ocurren tanto en el ámbito público como privado (Artículo 2, 
Acuerdo 308 de 2008). Esta administración consideraba que la seguridad era un 
bien público que posibilita la vida digna y el ejercicio de los derechos, 
consecuentemente desarrolla una serie de medidas en el tema de violencia 
contra la mujer, creando el Sistema Distrital de Protección Integral a las Mujeres 
Víctimas de Violencia, modifica el decreto de porte de armas, profundiza en el 
tema de cultura de paz por medio de la promulgación de un programa de 
convivencia y seguridad ciudadanas, crea un observatorio de convivencia escolar 
y además promueve la institución de una serie de gestores locales para el 
acercamiento a las “barras futboleras” (Acuerdo 421 de 2009, decreto 657 de 
2011, decreto 546 de 2011, decreto 360 de 2009, respectivamente). Todas estas 
medidas intentaban promover la acción interinstitucional en cada uno de tales 
programas; los mismos buscaban un asiento territorial, por lo que se impulsa la 
creación de las juntas zonales de seguridad y convivencia en las UPZ de la 
ciudad (Acuerdo 321 de 2008)45.  
Para la administración Petro la seguridad ciudadana es el baluarte de la 
convivencia, anclado en la promoción de los derechos humanos (Artículo 2, 
Acuerdo 489 de 2012). Esta alcaldía retoma una serie de medidas e iniciativas en 
la defesa de la infancia y la niñez, buscando la posibilidad de la solución pacífica 
de diferencias y desacuerdos en el seno de la familia, pero además intenta dar 
continuidad a las medidas para minimizar la violencia entre “barras bravas” 
(Acuerdo 485 de 2011). De la misma manera, en el plan de gobierno hay una 
apuesta por la reducción de la discriminación y la violencia contra la población 
                                                
 
45 La ciudad tardará todavía un tiempo para evidenciar los efectos nocivos del carrusel de la 
contratación; no solamente en el ámbito del proyecto y modelo de ciudad, sino además en la 
identidad de la misma y los diferentes ámbitos del modelo de ciudad.  
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étnica presente la ciudad, la comunidad LGBTI, personas habitantes de calle y 
aquellas que ejercen la prostitución (Artículo 11, Acuerdo 489 de 2012). Una 
propuesta nodal de la política de esta alcaldía versa sobre la construcción de 
territorios de vida y paz, donde se prevé la constitución de zonas donde prime la 
convivencia y la prevención del delito; lo anterior supone además actuar contra la 
estigmatización que pesa sobre varios territorios y poblaciones de la ciudad 
(Artículo 39, Acuerdo 489 de 2012). Esta alcaldía se propone la creación de la 
secretaría de seguridad ciudadana, que le permita a la ciudad contar con un 
escenario institucional que coordine de mejor manera las diferentes iniciativas en 
materia de seguridad.  
Finalmente, es preciso señalar que las administraciones capitalinas de las últimas 
dos décadas, por supuesto con sus enfoques particulares, han emprendido 
sucesivas medidas que buscan fortalecer la ligazón entre los planes locales y los 
consejos locales de seguridad con el propósito de tomar medidas afines con las 
realidades de los territorios (Decretos: 665 de 2000, 64 de 2006); por esta vía la 
ciudad ha buscado la aplicación y orientación de las acciones globales de los 
respectivos planes de desarrollo y lo específico del tema de seguridad, buscando 
una ligazón cada vez mayor con personas de la comunidad46; relación que se ha 
promovido en diferentes instancias, tales como la Red de Apoyo y Solidaridad 
Ciudadana (Acuerdo Distrital 233 de 2006),las Campaña para la Seguridad y 
Convivencia Ciudadana (Decreto 927 de 1998) o las Juntas Zonales de 
Seguridad y Convivencia Ciudadana del Distrito Capital (Acuerdo 233 de 321 DE 
2008), entre otros.  
 
En síntesis, en Bogotá convergen avances y desarrollo económico, mejoras en 
materia de seguridad evidenciadas en la reducción de los homicidios y los delitos 
                                                
 
46 En la ciudad se dio paso de los Comités Zonales de Seguridad (Decretos 619 de 1991 y 115 de 
1992), a los consejos locales de Seguridad; en la conformación de los mismos se intentado 
promover la participación interinstitucional y de miembros de la comunidad, tales como 
representantes de las JAC.  
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de alto impacto y una serie de políticas distritales que logran articular seguridad y 
desarrollo. Con todo, como se apreciará en los siguientes capítulos, esta faceta 
de la imagen de una ciudad que muta se ve confrontada con una serie de 
desafíos que aún debe superar para llegar a niveles reducidos de violencia y 
superar la tremenda inequidad que la aqueja.  
 
  
Capítulo 4. Persistencia del Homicidio y los 
delitos de alto Impacto: retos pendientes de 
la seguridad en Bogotá.  
En el presente capítulo se desea demostrar cómo la imagen de avance y 
desarrollo que ha venido construyendo Bogotá, es confrontada con un reto 
fundamental: la persistencia de una violencia urbana que remite constantemente 
a la persistencia histórica del homicidio en “enclaves violentos” y bajo un sin 
número de dinámicas no necesariamente ligadas a la criminalidad; aún más, la 
imagen del “orgullo bogotano” se ve constantemente confrontada con la 
estabilización de algunos delitos de alto impacto en los últimos años y la 
permanencia de expresiones delincuenciales que generan los más variados 
excesos y abusos contra la población local, principalmente en los sectores 
populares. Preocupaciones del presente capítulo. 
 
4.1. Persistencia del Homicidio, una preocupación que 
no desaparece 
A pesar del notable descenso de las tasas de homicidio, Bogotá tiene una enorme 
tarea por emprender, llegar a tasas bajas en el indicador. Situación evidente en 
los niveles existentes del indicador, en el tipo de violencia que lo origina y los 
contextos donde emerge y se concentra. A continuación, pues, se ubica a Bogotá 
como una ciudad de violencia media, se discute la diseminación de las fuentes de 
violencia homicida y, sobre todo, la existencia de unos territorios en la capital 
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donde se concentran unos delitos que atentan contra la propiedad y otros donde 
se violenta la vida.  
 
La tasa acumulada de homicidios por cien mil habitantes durante la primera 
década del nuevo milenio (25 según el DANE, 33 según la Cámara de comercio) 
es baja si se la compara con ciudades como Medellín o Cali47; no obstante, pone 
en evidencia los retos de la capital cuando se contrasta en el contexto 
internacional (Mirar Tabla 3).Tal dato es evidencia tanto de su virtud, como de los 
desafíos que enfrenta; cifra no deja de ser preocupante cuando instituciones 
como la ONU afirman que la media mundial de homicidios por cien mil habitantes 
en 2013 se encontraba en 6 y en Latinoamérica en 22, siendo una de las regiones 
más violentas del mundo48. No en vano en las barriadas populares capitalinas se 
percibe tanto la mejoría en la reducción del homicidio, como la terca permanencia 
del mismo en variadas circunstancias, “un poco calmado, sin embargo han habido 
muertos”49. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                
 
47La tasa acumulada entre 2001 y 2010 de Medellín y Cali es de 86,1 y 92, respectivamente, 
según el DANE. 
48Declaraciones hechas por Heraldo Muñoz, subsecretario general de la ONU. Recuperado de: 
http://www.prensalibre.com/noticias/ONU 
49Habitante joven de Ciudad Bolívar. Entrevista número 16.  
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Tabla 4. TASAS DE HOMICIDIO DE ALGUNAS DE LAS PRINCIPALES CIUDADES DE 
AMÉRICA Y EL CARIBE (2004-2009)50 
País Ciudad 2004 2005 2006 2007 2008 2009 
Guatemala Ciudad de Guatemala  94,7 102,1 108,0 115,3 109,0 118,3 
México Ciudad de México  8 7,9 7,3 8,0 8,0 8,4 
Panamá Ciudad de Panamá 13,1 15,8 15,0 18,1 27,0 34,6 
Brasil Sao Paolo 20, 8 16,8 13,9 11,6 10,5 10,8 
Venezuela Caracas 90,9 88,0 107,0 130,5 127,0 122,0 
Canadá Toronto 1,7 1,9 1,8 1,9 1,8 1,5 
Jamaica Kingston 33,7 50,8 33,1 43,1 29 26,8 
Trinidad y 
Tobago Puerto España 28,5 43,3 36,7 31,9 60,7 47 
EEUU Nueva York 6,8 6,5 7,1 5,9 6,3 5,6 
Colombia Bogotá 22,3 23,2 18,2 18,2 17,8 17,4 
Fuente: UNODOC. (2010). 
 
El reto de la capital se encuadra además en el hecho de comprender y poder 
tramitar la diseminación del homicidio, pues emerge en las más variadas 
circunstancias, no está limitado al accionar delincuencial (Perea y Rincón, 2013). 
Según la información suministrada por la Policía nacional y el INMLCF en la 
ciudad convergen multiplicidad de violencias con naturalezas y trayectorias 
disímiles, allí la violencia cotidiana (45%) y económica (25%) adquieren notable 
relevancia51 (Mirar gráfico 4). Otro tanto sucede con el presunto agresor, 
                                                
 
50Se introducen las ciudades con series de datos completas. A pesar de la falta de información 
para otras ciudades, presentamos algunas tasas de homicidio en 2006 que pueden resultar 
ilustrativas: La Paz-Bolivia (5), Quito-Ecuador (13,8), Buenos Aires-Argentina (3,8), Asunción-
Paraguay (10,8), San Salvador-Salvador (88,2) o Ciudad de Guatemala-Guatemala (116) 
(UNODOC, 2010). Según el Instituto de Segurança Pública do Rio de Janeiro su tasa promedio 
acumulada en los últimos 10 años es de 51.  
51 La información suministrada por Medicina legal respecto a los homicidios según la circunstancia 
ha sido clasificada por Carlos Mario Perea y Sayra Rodríguez de la siguiente manera: Violencia 
Política (Acción Guerrillera- Acción Paramilitar- Acción Militar- Intervención Legal- Prevención acto 
delictivo- Enfrentamiento armado- Asesinato Político- Terrorismo), Violencia Económica (Atraco 
callejero- Hurto- Robo entidad Bancaria o comercial- Robo Residencia Morada- Robo Vehículo- 
Durante una retención ilegal Secuestro), Violencia Social (Conflicto Barras, Pandillas, bandas 
delincuenciales- Intolerancia- Violencia contra grupos descalificados o marginales) y Violencia 
Cotidiana (Riña- Bala Perdida- Violencia de pareja- Violencia contra Niñas, Niños y Adolescentes- 
Violencia entre otros familiares- Delito Sexual) (Perea et al, 2012). Datos sin incluir Venganza y 
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diseminado bajo las más variadas identidades: entre los años 2010 y 2011 el 
agresor cercano alcanza en promedio el 64%, mientras que el crimen alcanza un 
27% y el Estado un 9%, los casos de homicidio asociados al conflicto armado 
reportaron solamente un 0,3%52. Vale la pena insistir en una idea trabajada a lo 
largo del segundo capítulo cuando se discutían las apreciaciones analíticas frente 
a las fuentes de violencia homicida en la capital: el presente texto gira sobre una 
afirmación diferente, tanto la información estadística como la etnográfica permiten 
afirmar que no hay un tipo de violencia dominante en la ciudad, la diseminación 
de ésta en las más variadas formas de homicidio lo evidencia53; pero además 
advierte sobre la tarea a la que se enfrenta la capital. 
GRÁFICO NÚMERO 4. HOMICIDIO POR TIPO DE VIOLENCIA EN LAS PRINCIPALES 
CIUDADES. (2005-2011)54 
 
Fuente: Revista Criminalidad. Policía Nacional. 
                                                                                                                                              
 
Ajuste de cuentas; categoría utilizada por Medicina legal y otras instituciones frente a la cual 
existe poca claridad en el registro de los datos y la información. 
52 La información de Medicina Legal referida al presunto agresor ha sido ordenada igualmente por 
Perea y Rodríguez, así: Cercano (Familiar-Pareja-Amiga/o-Relación Contractual-Vecina/o- 
Conocida/o), Crimen y Seguridad (Delincuencia común-Pandillas-Narcotráfico-Seguridad Privada), 
Estado (Militar- Seguridad que incluye Policía, servicios de Inteligencia, Guardianes INPEC) y 
Conflicto Armado (Paramilitares-Guerrilla). 
53 Hipótesis elaborada y desarrollada en el grupo de Ciudad del IEPRI.  
54 La información estadística disponible para la ciudad tiene muchos vacíos; la categoría “sin 
información” varía enormemente en Bogotá, así por ejemplo el año 2008 era del 89%, mientras 
que en el año 2010 llegó solamente al 20%. Tales datos son incluidos pues evidencian la 
diseminación de la violencia y la ausencia de una que subsuma a las demás. Existe una mayor 
probabilidad de detectar el agresor cuando éste es un cercano; no obstante el dato habla de una 
violencia que toma cuerpo en las circunstancias de la vida diaria. 
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Otro tanto sucede con el hecho de que a pesar de la disminución efectiva de los 
homicidios, persisten zonas donde la muerte sigue siendo mediación recurrente. 
La mirada sobre los territorios que conforman la ciudad lo atestigua: Bogotá 
presenta unos escenarios donde se concentran una serie de delitos que atentan 
contra la propiedad, mientras que otros claramente condensan delitos contra las 
personas, aquellos que atentan contra la vida y la integridad física (Mirar Tabla 4). 
Por ejemplo, entre los años 2006-2011 las localidades céntricas de la ciudad 
(Mártires, Santa Fe y la Candelaria) presentan altas tasas de homicidio y lesiones 
personales; situación similar a lo que sucede en la localidad de Ciudad Bolívar, 
que presenta homicidio alto, lesiones personales en nivel medio y niveles altos de 
hurto a comercio55.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                
 
55 Las localidades hacen referencia a una división político administrativa del Distrito Capital, las 
cuales poseen límites territoriales y atribuciones administrativas independientes (artículo 60 del 
Decreto Ley 1421 de 1993). Las competencias de estas se encuentran en el Acuerdo 6 del 30 de 
abril de 1992.  
72 Entre la transformación y las limitaciones: Avances, retos e interpelación popular a la 
seguridad en Bogotá 
 
Tabla 5. PORCENTAJE PROMEDIO DELITOS DE ALTO IMPACTO POR LOCALIDAD (2006-2011) 
No LOCALIDAD Homicidio∗  Lesiones 
Personales∗∗  
Hurto a 
Personas∗∗∗  
Hurto a 
Comercio∗∗∗∗  
Hurto a 
Residencias∗∗∗∗∗  
14 Los Mártires 73 251 501 11 211 
3 Santa Fe 66 538 1037 22 318 
19 Ciudad Bolívar 39 158 85 36 168 
17 La Candelaria 31 333 1074 19 415 
5 Usme 25 72 74 37 143 
18 Rafael Uribe 24 116 114 18 115 
8 Kennedy 22 93 149 25 197 
4 San Cristóbal 22 88 77 24 105 
6 Tunjuelito 21 95 126 19 120 
2 Chapinero 21 231 1235 49 704 
1 Usaquén 18 378 287 35 369 
7 Bosa 18 156 119 31 165 
15 Antonio Nariño 17 153 302 21 249 
13 Teusaquillo 16 173 575 39 421 
16 Puente Aranda 16 298 223 20 207 
10 Engativá 12 120 143 22 195 
11 Suba 12 117 175 32 308 
12 Barrios Unidos 12 131 296 37 374 
9 Fontibón 11 141 223 25 187 
  BOGOTA 21 192 205 28 237 
 
25% promedio 5 48 51 7 59 
 
Prom + 25% 
prom 26 240 257 35 297 
 
Prom - 25% 
prom 16 144 154 21 178 
∗  Tasa por 100 mil habitantes. Fuente: Cámara de Comercio de Bogotá. Atlas Interactivo. Promedio 2000-2011 
∗∗  Tasa por 100 mil habitantes. Fuente: CEACSC. Promedio 2006-2010 
∗∗∗Tasa por 100 mil habitantes. Fuente: Cámara de Comercio de Bogotá. Atlas Interactivo. Promedio 2000-2011 
∗∗∗∗Tasa por 1.000 establecimientos comerciales. Fuente: Cámara de Comercio de Bogotá 2004-2010 
∗∗∗∗∗Tasa por 100.000 viviendas. Fuente Hurtos: Cámara de Comercio de Bogotá 2005-2010. Fuente Viviendas: 
secretaría Distrital de Planeación 
 
 
El cuadro indicativo de las localidades de Bogotá pone en evidencia el reto al cual 
se enfrentan algunos territorios en seguridad; según la información ofrecida por la 
Cámara de Comercio la capital presenta el siguiente panorama: una localidad de 
violencia desbordada (Santa Fe con una tasa promedio de homicidio en los 
últimos 10 años de 121); dos localidades de violencia extrema (Mártires y 
Candelaria con tasas promedio de 89 y 61, respectivamente); dos localidades de 
violencia alta (Ciudad Bolívar y Chapinero, con tasa de 43 y 30); las restantes 14, 
muestran tasas de homicidio que se ubican entre 13 y 26, es decir, tasas de 
violencia media (Perea, 2012). Ninguna localidad en Bogotá presenta violencia 
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baja, la mayor parte de sus territorios se comportan en los últimos 10 años con la 
tendencia general que presenta la ciudad (Mirar: Tabla 5). 
 
TABLA 6 
TASA PROMEDIO DE HOMICIDIO POR LOCALIDAD 
BOGOTA. (2000-2010)* 
LOCALIDAD HOMICIDIO LOCALIDAD HOMICIDIO 
Santa Fe 121 Kennedy 23 
Los Mártires 89 Tunjuelito 23 
La Candelaria 61 Bosa 19 
Ciudad Bolívar 43 Teusaquillo 19 
Chapinero 30 Usaquén 17 
Rafael Uribe 26 Barrios Unidos 16 
Puente Aranda 26 Suba 14 
Usme 26 Fontibón 14 
Antonio Nariño 23 Engativá 13 
San Cristóbal 23 CIUDAD 33 
* Tasa por 100 mil habitantes 
Fuente: Cámara de Comercio de Bogotá. Atlas Interactivo. 
 
 
 
 
 
Según el promedio acumulado de homicidio para las Unidades de Planeamiento 
Zonal (UPZ) entre 2006 y 2010 se encuentra que: 48 tienen tasas medias (entre 
11 y 26) comportándose con la tendencia de la ciudad; 29 tienen tasas bajas 
(debajo de 11) no siendo éstas últimas la nota predominante de la capital; 16 UPZ 
tienen tasas de homicidio elevada, lugares donde evidentemente ciertas 
problemáticas de seguridad y altas tasas de homicidio tienden a concentrarse 
(Mirar tabla 6) (Perea, 2012).  
En esta perspectiva aquellos territorios que condensan altas tasas de homicidio 
han sido denominados como “enclaves de violencia”, esto para hacer referencia a 
un conjunto de zonas que comportan características violentas que se salen de la 
 
100 o más DESBORDADA 
 
53 a 99 EXTREMA 
 
27 a 52 ALTA 
 
11 a 26 MEDIA 
 
10 o menos BAJA 
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tendencia general de la ciudad y que prevalecen además por su persistencia 
histórica (Perea et al, 2012), (FIP, 2013), (Perea y Rincón, 2013). El total de las 
UPZ de violencia alta comprende tres grandes tipos: el 25% responden a zonas 
comerciales, otro 56% son denominadas como espacios residenciales de 
urbanización incompleta, el resto son lugares industriales56. “De manera tal el 
homicidio en Bogotá tiene su gran escenario (el 81% de la violencia Elevada) en 
zonas periféricas y antiguos sectores del Centro de la ciudad” (Perea, 2012). 
Afirmación que precisa una salvedad, la mayoría de UPZ de urbanización 
incompleta posee violencia media, mientras que el restante del tipo comercial 
tienen violencia media y baja; por tanto el conflicto en Bogotá no se puede reducir 
a una relación mecánica entre pobreza y violencia, mucho menos argumentarla 
exclusivamente en términos de disputa entre actores violentos por rentas. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                
 
56 Las UPZ residencial de urbanización incompleta “son sectores periféricos no consolidados, en 
estratos 1 y 2, de uso residencial predominante con deficiencias en su infraestructura, 
accesibilidad, equipamientos y espacio público”; las UPZ comerciales son “sectores del centro 
metropolitano donde el uso está destinado a las actividades económicas terciarias de intercambio 
de bienes y servicios”. (Secretaría Distrital de Planeación, 2011). 
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TABLA No 7. UPZ CON NIVEL ELEVADO DE VIOLENCIA 
TASA PROMEDIO (2006-2010) 
LOCALIDAD UPZ TIPO DE UPZ HOMICIDIO* 
Santa Fe Las Nieves Comerciales 323 
Puente Aranda Zona Industrial Predominantemente industrial 131 
Santa Fe Sagrado Corazón Comerciales 95 
Santa Fe Las Cruces Residencial de urbanización 
incompleta 80 
Chapinero Chapinero Comerciales 49 
Los Mártires La Sabana Comerciales 48 
Santa Fe Lourdes Residencial de urbanización 
incompleta 44 
Kennedy Corabastos Residencial de urbanización 
incompleta 38 
Ciudad Bolívar El Tesoro Residencial de urbanización 
incompleta 37 
Puente Aranda Puente Aranda Predominantemente industrial 36 
Usme Danubio Residencial de urbanización 
incompleta 32 
Ciudad Bolívar Lucero Residencial de urbanización 
incompleta 28 
Rafael Uribe Uribe Marco Fidel Suarez Residencial de urbanización 
incompleta 27 
Fuente: CEASC. Tasa por 100 mil habitantes. Promedio 2006-2010 
 
100 o más DESBORDADA 
 
53 a 99 EXTREMA 
 
27 a 52 ALTA 
 
4.2. Una ciudad donde el hurto y el atraco persisten  
A pesar de la notable reducción de los indicadores de criminalidad y violencia, la 
persistencia del robo y el hurto se constituye en uno de los tantos desafíos a los 
que se enfrenta la ciudad57. Permanencia evidente tanto en la estabilización de 
algunos de los delitos de mayor impacto durante los últimos años, como en su 
concentración en algunas localidades de la ciudad. Por ejemplo, el hurto a 
comercio no baja de una tasa de 25 durante la década del 200058; situación 
similar a lo que sucede con el hurto a residencias, delito que mantiene niveles 
muy similares entre las décadas referenciadas, su tasa se reduce tan solo un 
                                                
 
57 Un análisis pormenorizado del tipo de actores que agencian esta práctica en: (Perea, et al, 
2012; Perea y Rincón, 2013)  
58 Fuente: Cámara de Comercio de Bogotá. Atlas Interactivo. 
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3%(Mirar gráfico 5)59. Otro tanto ocurrirá con el hurto a personas, delito que se 
reduce entre décadas, pero a partir del año 2008 entra en un periodo de 
estabilización, ubicándose en una tasa promedio arriba de 220 (Perea, 2012)60.  
GRAFICO No. 5 
DIFERENCIAS EN TRES DELITOS CONTRA EL PATRIMONIO 
DECADA 90 VERSUS DECADA 2000; 2000-2005 VERSUS (2006-2011) 
 
* Diferencia entre la década del 90 y la década del 2000; 
** Diferencia entre los períodos 2000-2005 y 2006-2011. 
Fuente: Revista Criminalidad. Policía Nacional 
 
Paralelo a la estabilización de tales indicadores, la ciudad presenta unas 
localidades donde se concentran tres delitos de alto impacto (hurto a comercio, 
hurto a personas y hurto a residencias), pero no así altos índices de homicidio; allí 
encontramos localidades como Chapinero, Usaquén, Teusaquillo y Barrios 
Unidos, excepto ésta última, localidades con un fuerte componente de estratos 
medios y altos de la ciudad (Mirar Tabla 4)61. Nuevamente el cuadro indicativo de 
las localidades muestra la complejidad a la que se enfrenta la capital; por 
                                                
 
59 Fuente: Revista Criminalidad. Policía Nacional. En evidencia queda la afectación del fenómeno 
sobre la ciudad, lo extendido del mismo en el territorio capitalino y los niveles de especialización 
que se han generado en esta actividad. Un ejemplo, en: (Caracol Radio, 17 de enero de 2013).  
60 En Perea y Rincón se ha afirmado que el paralelismo entre la disminución del homicidio y la 
permanencia de altas tasas de delitos es producto de una asimetría entre las esferas del conflicto 
violento en la capital. No por fuerza la existencia de criminalidad supone elevados niveles de 
homicidio (2013). 
61 La estratificación socioeconómica es definida en Colombia como “la base para la aplicación de 
los factores de subsidios y contribuciones en los servicios públicos domiciliarios (…) permite 
clasificar los inmuebles residenciales de cada municipio en un máximo de seis estratos, donde 1 
es el estrato más bajo y 6 es el más alto” (Ministerio de Hacienda y crédito público, 2005). Perea 
elabora un mapa indicativo de la ciudad donde se muestra la distribución de estratos por 
localidades (2012). 
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ejemplo, si se tiene en cuenta la tasa promedio de hurto a comercio en la ciudad, 
28 entre los años 2004 y 2010, se encuentra que: siete localidades presentan 
tasas elevadas en este indicador (arriba de 35), 7 poseen tasas medias (entre 22 
y 34) y seis se encuentran en valores bajos. El hurto a residencias revela otro 
tanto de la problemática, con una tasa promedio de 237 entre los años 2005 y 
2010, tenemos que: siete localidades presentan tasas altas (arriba de 297), seis 
se encuentran en valores medios (entre 179 y 296) y seis presentan tasas bajas 
en el indicador (abajo de 178).  
 
Las altas tasas de hurto a personas son un elemento transversal tanto a las 
localidades donde se concentra el homicidio, como a aquellas donde se 
concentran delitos de alto impacto62. Las localidades en zona céntrica de la 
ciudad (Mártires, Santa Fe, Candelaria) o cercana a ella (Chapinero y 
Teusaquillo), presentan los mayores valores en este indicador; le siguen 
Usaquén, Barrios Unidos y Antonio Nariño (Mirar: Tabla 4). Los “enclaves de 
violencia” y las barriadas populares son sensibles al respecto, se percibe el robo y 
el hurto como prácticas que afectan decididamente lo local y atentan contra la 
integridad de las personas, “hasta por una bolsa de leche lo dañan a uno”63. No 
en vano muchos habitantes perciben que es un fenómeno fuera de control frente 
al cual las autoridades hacen poco; la afirmación de una madre comunitaria en 
Ciudad Bolívar resulta contundente: “no tenemos derecho ni a pasar con el pan 
del desayuno”. 
 
El avance de la ciudad es notable, pero los retos son grandes; por ejemplo la 
piratería terrestre desciende en el país 36% entre las décadas del 90 y la primera 
del 2000, mientras que Bogotá solamente lo hace en un 8%. En el caso del robo a 
vehículos, aun cuando el indicador decrece más en la ciudad que en el resto del 
                                                
 
62 Impresionantes resultan algunos datos ofrecidos por la prensa donde se relaciona la gran 
cantidad de detenidos en los últimos años por hurto; algunas fuentes sostienen que asciende en 
promedio a poco más de 1200 personas por mes. (El Espectador, 31 de agosto de 2010).  
63 Habitante de Kennedy. Entrevista 12. 
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país (9% en la capital, apenas el 1%en Colombia), durante el año 2013 se 
calculaba que hubo en promedio seis hurtos de vehículos y cuatro de 
motocicletas por día (Fondo de vigilancia y seguridad en Bogotá, 2013)64. Según 
el mismo informe las localidades con el mayor número de vehículos hurtados a 
junio de 2013 eran: Kennedy (279), Engativá (217), Suba (211) y Puente Aranda 
(138). Son apenas dos ejemplos de las tensiones y contradicciones a las que se 
somete Bogotá, virtud vs una serie de retos de enorme envergadura. 
 
4.3. La Violencia de la Delincuencia Común y la Criminalidad 
Organizada en Bogotá: un desafío aún por resolver. 
Paralelo a la estabilización de los delitos alto impacto, la diseminación de las 
fuentes de violencia homicida y los “enclaves violentos”, las políticas de seguridad 
del distrito deben hacer frente a una serie de actores del conflicto violento que 
atraviesan la ciudad. Su tipología, tal como los fenómenos anteriormente citados, 
convoca y anuda la imagen de una ciudad que, a diferencia de otras grandes 
urbes, no presencia actores criminales o violentos que centralicen las actividades 
delictivas que tienen lugar en toda la capital; en este mismo sentido, los ejercicios 
de dominación territorial violenta, salvo casos como la inserción de las 
Autodofensas Unidas de Colombia en algunos sectores de Ciudad Bolívar en el 
periodo 2000-2005, son preferiblemente esporádicos en la historia reciente de la 
capital, sin llegar a controlar los medios de violencia y el curso de la vida local; “el 
crimen capitalino está caracterizado por la inserción social sin dominaciones 
territoriales violentas y por formas de operación circunscritas y localizadas” 
(Perea y Rincón, 2013). En buena medida, la no proliferación de este tipo de 
actores, léase la capacidad para controlar tal fenómeno, le confiere a Bogotá un 
estatus de ciudad pacífica en medio de un país con la más larga historia de 
                                                
 
64Otras ciudades presentan aún mayores retos, por ejemplo en Cali aumentó en el indicador de 
robo a vehículos un 120% entre las décadas ya mencionadas. Recuperado de: Fondo de 
seguridad (Julio de 2013). “Las localidades donde más roban carros en Bogotá”. Recuperado de: 
http://www.fvs.gov.co/portal/ 
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guerrillas, grupos paramilitares, actores delincuenciales de gran envergadura 
como los cárteles de la droga, que han ejercido controles sobre la población, la 
economía, inclusive la política, tanto en áreas ruralres, como las más diversas 
zonas urbanas; para un caso en extremo aleccionador basta mirar varias 
comunas en Medellín.  
Sin embargo, la existencia tanto de una Delincuencia organizada, compuesta por 
Bandas de comercio (legal e ilegal) y Bandas de residencia, como de una 
Delincuencia común extendida y dispersa por diversos sitios de la ciudad, que 
comprende Bandas especializadas y Grupos esporádicos, confrontan a la capital 
con la tarea que tiene por delante en materia de seguridad (Una descripción 
detallada de tal caracterización en: Perea et al, 2012; Perea y Rincón, 2013). Es 
con todo, la faceta de una ciudad sujeta a las más diversas viscitudes y desafíos 
para controlar a sus actores violentos, los excesos que estos cometen, ofrecer 
tranquilidad a sus habitantes y, aún más evidente, superar una sensación de 
vulnerabilidad y miedo que a veces pareciera crispar hasta la saciedad al 
conjunto de la ciudadanía. Así pues, el discurso de varios pobladores, con mayor 
fuerza en las zonas populares, gira entorno de la posibilidad de ser robado y 
dañado por cualquiera, en cualquier lugar, por cualquier monto; es la noción de 
una arbitrariedad contra la integridad física que cualquiera puede agenciar y 
contra la cual se percibe la institucionalidad tiene pocas o escasas herramientas; 
una frase recogida en Ciudad Bolívar de boca una madre comunitaria resulta, en 
extremo, ilustrativa: “No tenemos derecho ni a pasar con el pan del desayuno”65. 
Dado que en otros trabajos se ha descrito recientemente las formas que adquiere 
esa delincuencia, aquí nos limitamos a introducir algunas percepciones generales 
frente a lo que ellas generan como desafío para la ciudad. 
 
 
                                                
 
65 Madre comunitaria de Ciudad Bolívar. Entrevista 16. 
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4.3.1 La delincuencia común, factor de desestabilización local  
En este punto es preciso señalar que la delincuencia común adquiere notable 
significado en la discursividad de los pobladores cuando se trata de dar cuenta de 
los factores de inestabilidad en local, siendo referenciados como una de las 
fuentes principales de inseguridad en los territorios. Así, es bastante común 
encontrar percepciones que señalan que esta es una práctica operada por gente 
cercana, vecinos, jóvenes que se han visto crecer en los mismos territorios, 
“barristas”, los habitantes de calle que transitan cotidianamente los barrios, entre 
muchos otros; “acá le hace el gol cualquiera, los zorreros o la ñeramenta, acá lo 
roba cualquiera”66. Esta delincuencia común adquiere relevancia tanto por el 
grado de afectación a los pobladores, como por el nivel de desorden y estado de 
indefensión que genera en lo local. Allí se percibe que esta violencia económica 
se manifiesta como medio para mantener o mejorar el acceso a ciertos bienes 
básicos, pero no como una actividad que permita acumular grandes sumas de 
dinero; “allí en la principal los atracaron y porque no traían nada le pegaron (…) 
Entonces malo si uno lleva, malo si uno no lleva”67 
De la misma manera, se sostiene que en este tipo de prácticas son agenciadas 
en muchas oportunidades por familias enteras, donde hay participación tanto los 
miembros adultos, como de los menores, las cuales no necesariamente decantan 
en organizaciones criminales establecidas, limitándose a delitos menores; “vienen 
de familias de ladrones, están ahorita entrenando a los nuevos niños residentes 
del barrio, niños entre 10 y 16 años”68. De otro lado, es común encontrar 
referencias donde se señala que distintos tipos de vínculos en la cotidianidad 
(familiares, vecinales, de amistad) se constituyen en dinamizadores de este tipo 
de delincuencia. Allí se comprenderá que el barrio se constituye tanto en 
epicentro y posibilidad para el establecimiento de este tipo de vínculos, como en 
                                                
 
66 Líder comunitario de Kennedy. Entrevista 22.  
67 Madre Comunitaria de Kennedy. Entrevista 14. 
68 Líder comunitario de Kennedy. Entrevista 22. 
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el escenario propicio para que tales acciones tengan lugar. En este ámbito 
encontramos que muchos pobladores argumentan que expresiones sociales 
como las denominadas “Barras Bravas” y, más específicamente, “Los parches” se 
constituyen en espacios a través de los cuales toman forma diversas prácticas 
delictivas menores; “muchos son del barrio, algunos son familiares, que vivimos, 
que hermanos”69. En buena medida, algunos moradores explican que la 
conformación “del parche” se da en el tiempo libre que tiene la juventud y los 
menores cuando no tienen nada qué hacer, “que no tienen trabajo” y, en muchas 
ocasiones, por pelados que “son vagos y no les gusta nada”.  
En última instancia, las prácticas de robo y hurto pueden tener varias 
modalidades, que van desde el atraco en vía pública, pasando por que ingresen a 
las azoteas de los inmuebles, hasta lugares como el transporte público o los 
parques. Así pues, a pesar de que se percibe que este tipo de hurto es 
generalmente por montos pequeños, existe la percepción de que el mismo está 
relacionado la mayor parte de las veces con lesiones personales y en donde se 
pone en riesgo la vida, donde “hasta por una bolsa de leche lo dañan a uno”70. No 
en balde el 34% de individuos representados en la encuesta de victimización de 
Bogotá reportaba haber sido victima de algún tipo de delito en 2013, de las cuales 
el 77% manifestaron que el robo fue la victimizaión más común y la mitad de 
éstos sostuvieron haber sido victima de algún tipo de violencia (Camara de 
comercio, 2013).  
4.3.2 La Delincuencia Organizada y su impacto sobre los territorios 
populares 
Los actores violentos tipo bandas que han hecho presencia en las localidades y 
barriadas bogotanas han anclado su accionar a la búsqueda de rentas, sin 
embargo sus ejercicios económicos no han estado, o de manera muy parcial, 
                                                
 
69 Edilesa de Santa Fe. Entrevista 23 
70 Líder comunitario de Corabastos. Entrevista 10.  
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acompañados del ofrecimiento de seguridad; por el contrario son generadores de 
desorden en la medida en que atraen tráfico y consumidores hasta los territorios, 
convierten los barrios en zonas de consumo, transito de la delincuencia común, le 
generan mal nombre al barrio, lo vuelven inhabitable. El concepto de banda 
adquiere centralidad cuando los pobladores interpretan aquellas formas de la 
delincuencia con mayores niveles de organización que el “parche” y con 
esquemas de producción de rentas establecido que hacen presencia en local. “La 
estructura interna de estas bandas es de difícil comprensión, por cuanto algunas 
de las mismas poseen una suerte de mixtura entre una organización con lazos 
familiares y relaciones corporativas; esto es, en algunos encontramos relaciones 
de parentesco como la base de organicidad del grupo, mezclado con división 
técnica de labores, así como niveles jerárquicos de mando” (Perea et al, 2012). 
La discursividad alrededor de las bandas tiene múltiples dimensiones, mientras 
que en algunas zonas, tales como Corabastos, Usaquén, Suba o la UPZ la 
Sabana, aparecen como una constante en los territorios; en localidades como 
Ciudad Bolívar se refieren como realidades profundamente marcadas por el 
paramilitarismo.  
Así pues, el accionar de las bandas en lo local se prefigura bajo una doble 
dimensión, a partir de unos ejercicios de violencia difusos y esporádicos, pero 
también en una serie de intercambios no conflictivos con la comunidad. O lo que 
es lo mismo, las actividades de producción de rentas para las bandas se 
encuadra en una tensión: de un lado asociada directamente con la dinámica de 
producción de rentas y actividades ilegales, principalmente el expendio de droga 
a través de las “ollas”; de otro, intenta mantenerse dentro de ciertos márgenes 
para evitar “calentar el parche” y tener algún grado de “buena” relación con los 
pobladores.  
Tanto el tráfico, como la urbanización pirata, con especial protagonismo en 
décadas anteriores, coquetean con los intentos de establecimiento de una noción 
de exclusividad sobre la(s) mercancía(s) ilegal(es) de las cuales disponen la 
banda en un área o un territorio específico, buscando con ello garantizar y 
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mantener niveles óptimos de captación de rentas. Situación asociada a dos 
cuestiones fundamentales: de un lado, a la generación de graves problemáticas 
de seguridad y violencia en los territorios, acarreando disputas y enfrentamientos 
entre grupos delincuenciales. De otro, el establecimiento de acuerdos tactitos 
entre bandas por la distribución de drogas en ciertos territorios, los cuales en 
caso de romperse genera graves problemas de violencia; “y si uno de las 
norteñas viene a vender acá, pues obvio que las Magolas se van enterar, 
entonces ella viene y habla con ellos, bueno usted en lo suyo, este es mi territorio 
y el suyo es el de allá, ¡listo!”71.  
Igualmente se referencian una serie de actividades de microextorsión asociadas a 
las bandas presentes en los territorios, en algunos momentos con mayor 
presencia, las cuales afectan principalmente a tenderos, comerciantes y, en 
algunas zonas, a los transportadores. El cobro de “la vacuna”, como se llama 
coloquialmente, lleva implícita la recurrencia a la presencia latente de la 
amenaza, en cuyo caso la retaliación por el no pago pervive en el ambiente de 
aquellos que se convierten en víctimas de la misma.  
-Porque de un tiempo para acá dejaron de matar conductores, pero de ese 
tiempo resultaron como seis o siete calibradores y no les dan precisamente 
una moneda o mil pesos; a mí me consta que les dan 10 o 20 mil pesos. 
Sin comentarios. Eso se llama el seguro de vida de los conductores72. 
La urbanización pirata irrumpe, igualmente, como factor de violencia que ha 
afectado lo local y que se encuentra íntimamente ligado a la noción de control 
exclusivo de las bandas sobre la mercancía ilegal. La apropiación violenta de 
terrenos, incluso de zonas públicas, la venta ilegal de los mismos, tales como 
humedales y zonas verdes, suelen ser prácticas asociadas a graves 
                                                
 
71 Habitante de la localidad de Kennedy.  
72 Entrevista con habitante de la localidad de Ciudad Bolívar. Tambien se pueden mirar 
numerosas noticias donde se reflejan este tipo de eventos, por ejemplo: El Tiempo (2 de Mayo de 
2014). Cae banda dedicada al sicariato, la extorsión y el secuestro en Bogotá. Recuperado de: 
http://eltiempo.com 
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problemáticas de violencia en lo local. Inspeccionar la zona para asegurar el 
negocio, más que el establecimiento de una dominación territorial violenta, es una 
clave que han utilizado muchas bandas para afirmar su control sobre este 
esquema de obtención de rentas (El Tiempo, 24 de enero de 2012); “si claro era 
el que le vendía a usted, el que le compraba, el que traía la gente pa´ que 
cuidaran, el que todo, todo es todo”73. 
Otra dimensión de esta violencia generada por las bandas se manifiesta en la 
recurrencia a la retaliación en caso de denuncia de sus actividades ilegales. Esta 
perspectiva sostiene que es una práctica que atenta desde sus propios 
“lugartenientes”, hasta los vecinos y los líderes comunitarios que se atreven a 
denunciarlos. Se comprenderá entonces la denuncia como una declaración de 
enfrentamiento, una probabilidad de muerte segura, “si tú abres la boca te matan 
o peor, matan a tu familia, si te pones a investigar más allá de lo que tienes que 
investigar”74. Todo lo anterior refuerza el imaginario de la impotencia frente a 
estos actores, por lo que se prefiere optar por el silencio y “dejar hacer”, pues lo 
contrario significa la posibilidad de la muerte. Cómo se podrá ver, hay un discurso 
del miedo y de la posibilidad de verse afectado por las bandas, así es que la 
población se mueve entre esta sensación y la limitación de las posibilidades de 
elevar denuncias ante las autoridades correspondientes para poder enfrentar el 
tema del microtráfico en los barrios.  
 
En síntesis, la imagen del notorio avance de la ciudad se ve confrontada con el 
comportamiento de su homicidio y los delitos de alto impacto, la persistencia de 
una violencia urbana que remite constantemente a diversas fuentes de violencia 
que la ciudad no es capaz de atajar. En el próximo capítulo se introduce otra 
faceta que contrasta igualmente tal imagen y que evoca la representación de una 
                                                
 
73 Madre comunitaria de Keneddy. Entrevista 9.  
74 Habitante de Ciudad Bolívar. Entrevista 19.  
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ciudad sujeta a los mas diversos desbarajustes institucionales que impiden 
brindar una seguridad más acabada y completa.  
 
 

  
Capítulo 5. La institucionalidad cuestionada: 
entre la demanda de soluciones efectivas y la 
integralidad con prevención.  
Transformación con limitaciones se convierte en marco de un contraste notable: 
la tensión entre los esfuerzos emprendidos por la ciudad para renovarse 
institucionalmente en lo referente a la seguridad vs. Una serie de percepciones 
negativas que se tiene de las actuaciones de las entidades oficiales, 
principalmente aquellas de la policía. Interpelación popular que arroja claves 
fundamentales frente al tenor del conflicto violento de la capital y, por supuesto, 
de las medidas probables para afrontarlo; pero sobre todo, de los desafíos que 
enfrenta la institucionalidad encargada de la seguridad ciudadana.  
5.1. Críticas a la institucionalidad encargada del manejo de la 
seguridad 
Los cuestionamientos de los habitantes a la institucionalidad, particularmente en 
los enclaves de violencia, cubren un amplio espectro: demanda de mayor 
efectividad para tramitar los problemas de inseguridad, exigencia de una política 
integral no represiva contra las distintas manifestaciones del conflicto violento y 
solicitud de mayor atención en temas de desarrollo urbano, son algunos de los 
más representativos, cuando no los únicos75. 
                                                
 
75Los sentidos asignados al accionar de la institucionalidad, incluida la policía, no son 
homogéneos, por lo que es posible encontrar diferencias de género, grupo etario e, incluso, 
condición social. 
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Trámites excesivos y normas que le dan ventajas al infractor son considerados 
por sectores de la población, principalmente adultos y líderes comunitarios, como 
limitantes para impartir castigo oportuno y efectivo; se percibe que sin este, la 
delincuencia se propaga. No es extraño escuchar afirmaciones donde se señala 
que la “tramitomanía” para poner una denuncia es una pérdida de tiempo y, 
además, inefectiva. El promedio entre 1998 y 2012 de las personas que han sido 
víctimas de algún delito en Bogotá y ponen una denuncia es del 33%, un gran 
77% prefiere no hacerlo; en este mismo sentido, el nivel de insatisfacción con el 
resultado de la denuncia es del 58% (Cámara de Comercio, 2013).  
Tampoco es raro encontrar afirmaciones donde se sostiene que “los derechos 
humanos hacen que la gente se desordene”76 o que hay leyes que impiden que 
haya “mano dura” contra el criminal y contra aquellos que delinquen; incluso 
algunos habitantes señalan que esta trama institucional desanima a los policías 
para ejercer sus actividades, “se mamaron de coger gente y uno ve la razón del 
policía”77, afirma un habitante. Marco sobre el cual emerge un sentimiento de 
desamparo ante una institucionalidad que se considera laxa con el transgresor; “si 
no contamos ni siquiera con el apoyo de la policía como debe ser”78, se lamenta 
un Madre comunitaria.  
Otras perspectivas, principalmente de algunos líderes comunitarios y jóvenes 
organizados en procesos gremiales y políticos, advierten sobre la necesidad de 
generar una política de seguridad integral centrada en la prevención, “que en 
lugar de la represión generen alternativas”79. Aspiración que se considera difícil 
de alcanzar toda vez que se piensa que la institucionalidad poco comprende el 
trasfondo de las problemáticas locales; por ejemplo, se cuestionan las 
actuaciones institucionales para hacer frente a la violencia intrafamiliar: “no es un 
                                                
 
76Líder comunitario de Kennedy. Entrevista 10. 
77Un ejemplo de la demora para poner denuncias en Bogotá frente a casos de delitos, en: (CMI, 7 
de marzo de 2013).  
78Madre comunitaria de Kennedy. Entrevista 8 
79Colectivo Cultural de Kennedy. Entrevista 12 
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caso de policía (…) es hacer intervenciones, fortalecer valores de convivencia 
ciudadana común: la tolerancia, el respeto, la confianza, etc.”80. Otro tanto sucede 
con el tema de la violencia entre identidades, “la alcaldía dio camisetas de los 
equipos a los barristas, entonces alimentaron a los patrocinadores y le pusieron a 
los chinos más color para dividirlos, una cosa reilógica”81. En este marco se 
insiste en que el tratamiento de la violencia pase por un afinamiento de los 
recursos de la institucionalidad donde se generen nuevas relaciones con la 
población, particularmente entre la policía y los jóvenes, fortaleciendo así una 
estrategia social que “genere alternativas o propuestas educativas”82. 
Tal oposición se materializa en lecturas divergentes frente a las medidas 
implementadas para hacer frente a la delincuencia agenciada por infantes, 
adolescentes y jóvenes. Algunos pobladores sostienen que las leyes colombianas 
dejan un espacio abierto donde: “no me hacen nada porque soy menor de edad 
(…) atraco, vendo vicio, fumo vicio y nada pasa”83. Aseveraciones que contrastan 
con el lugar que tiene el menor frente al derecho penal colombiano, pues a partir 
del código del año 2000 “la presunción del menor como inimputable fue retirada” 
(Arboleda, et al, 2010, p. 161). En adelante los menores cuando son capturados 
son remitidos a una jurisdicción penal especial con objetivos diferentes a la 
justicia ordinaria; situación más que evidente en el sistema de responsabilidad 
penal juvenil donde se aspira que el tratamiento a jóvenes en actos delictivos se 
fundamente sobre principios pedagógicos y resocializadores (Arboleda, et al, 
2010, p. 162). De otro lado, algunos sectores de la población juvenil, 
principalmente, argumentan que la política para atender esta problemática pasa 
por el fortalecimiento y ampliación de la oferta institucional en educación, trabajo 
                                                
 
80Funcionario público de Suba. Entrevista 22.  
81Colectivo cultural de Kennedy. Entrevista 12. 
82Habitante de Ciudad Bolívar. Entrevista 25. 
83Líder comunitaria de Santa Fe. Entrevista 32. 
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y cultura, “que en lugar de represión, haya la posibilidad de rehabilitarse y de 
oportunidades”, se insiste; pues la “la policía en lugar de ayudar, condena”84.  
Las críticas no cesan allí, múltiples perspectivas cuestionan la relación entre las 
políticas de desarrollo urbano y los temas de seguridad. Aun cuando es evidente 
el esfuerzo institucional en la ciudad por hacer presencia en los sitios con 
violencias altas(Gráfico 6),las percepciones populares demandan mayores 
recursos y atención para arreglar los ambientes urbanos locales donde se 
producen delitos, “hace falta que el estado le meta a eso a ver si salimos de ese 
cuento”. Calles sin alumbrado público o sin pavimentar, “calles que parecen 
laberintos”, lotes vacíos, humedales, sitios solos o potreros son pensados como 
zonas de riesgo y peligro para la población, donde “se meten a robar, a drogarse, 
a violar niñas”85.  
 
Cada localidad tiene sus zonas de miedo, pero en la periferia abundan; son sitios 
que la mayor parte de la ciudadanía, especialmente las mujeres, evitan o 
solamente transitan dentro de ciertas horas y con el acompañamiento debido. 
Entre otros sitios percibidos bajo esta rúbrica encontramos: desde la calle 63 
hasta la calle 57 por la avenida Caracas en Chapinero; las Cruces y el barrio San 
Bernardo, la calle del “BRONX”, el corredor de la Avenida 19 entre la carrera 
décima y Paloquemao en Santa Fe y Mártires; la Avenida Primero de Mayo con 
Avenida Boyacá y el “cartuchito” en Kennedy, el barrio Santa Cecilia en Usaquén; 
la zona del Rincón en Suba, entre muchas otras86.  
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                
 
84Colectivo Cultural de Kennedy. Entrevista 12 
85Líder comunitaria de Bosa y Madre comunitaria de Kennedy. Entrevistas 26 y14. 
86Una referencia útil de las zonas de miedo en Bogotá, en: (El Espectador, 20 de febrero de 2011).  
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GRAFICO No. 6. NIVELES DE VIOLENCIA Y DE EQUIPAMIENTO EN SEGURIDAD 
UPZ DE BOGOTA. (2011) 
 
 
Fuente: Secretaría Distrital de Planeación. Monografías por Localidades. 2011 
 
 
5.2. El accionar policial cuestionado 
La manera como es percibida la policía merece mención específica. La política 
pública del distrito ha buscado que la policía mejore en el terreno operativo, 
institucional y en su acercamiento a la comunidad, no obstante las exigencias son 
evidentes; al menos dos aspectos lo corroboran: la policía entendida como 
institución de represión y los agentes de la institución asociados a negocios 
ilegales y prácticas delictivas. 
5.2.1. La policía percibida como agente de represión  
De entrada se debe señalar que para varios habitantes “hay policías buenos y 
malos”, esto para distinguir aquellos que actúan dentro de los límites de la 
institucionalidad de quienes, aún a pesar de su investidura, actúan en la ilegalidad 
o con arreglo a la violencia; “no todos los ´tombos´ son malos, pero a Ciudad 
Bolívar nos mandan los peores, corruptos, asesinos, violadores de chicas, 
violadores de derechos humanos”, afirmaba un líder juvenil de la localidad87. 
La policía se percibe como un agente de control “hostil” que hace de la represión 
su actuar fundamental, ejerciendo prácticas violentas no contempladas dentro de 
                                                
 
87Líder juvenil de Ciudad Bolívar. Entrevista 16. 
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sus atribuciones legales y que vulneran los derechos humanos88. Para varios 
habitantes esta violencia es producto del estigma que varios agentes de la policía 
tienen sobre algunos territorios y cierto tipo de pobladores a quiénes considera 
peligrosos. Muchos pobladores responsabilizan a agentes de la policía del uso de 
amenazas y acciones contra la vida de jóvenes, habitantes de calle, población 
LGBTI, consumidores de drogas, mujeres, entre otros89; “hace como cuatro 
meses le daban duro a los ñeros”90. Violencia que se manifiesta igualmente en 
persecuciones y acoso en contra de la población recicladora; “vea esos 
hijueputas no dejan trabajar, a toda hora es acosándolo a uno, no lo dejan a uno 
vender sus corotos, hacerse en la calle; a toda hora es la agresión, es la 
persecución”91.  
En varios lugares de la capital, principalmente en localidades como Ciudad 
Bolívar, Kennedy, Suba y Bosa, el acoso y los abusos contra distintas 
expresiones juveniles (barristas, metaleros, raperos, punkeros, skaters, entre 
muchos otros) se perciben como una constante en el accionar policial (la imagen 
1 resulta ilustrativa)92; “por su solo aspecto se los están llevando, los están 
instigando”. La discriminación por parte de la policía hacia la población juvenil por 
sus corrientes musicales, culturales e, incluso, por sus posiciones políticas se 
convierte en el “pan de cada día” en las barriadas populares, con acento especial 
en Ciudad Bolívar. Las Unidades permanentes de justicia (UPJ) se han convertido 
                                                
 
88 Así por ejemplo el Banco de Datos del Cinep registra 110 casos de denuncias entre 2001 y 
2012 en Bogotá donde el presunto responsable de infracción a los DDHH es la policía; dato en 
extremo relevante dado el silencio del cual se revisten este tipo de hechos. Recuperado de 
https://www.nocheyniebla.org/consulta_web.php 
89 Miembros de la institución han sido acusados de varios excesos en los últimos años. Un par de 
ejemplos resultan ilustrativos: la tortura a un presunto delincuente que fue asesinado en un Centro 
de Atención Inmediata de la Policía y el caso de policías bachilleres acusados de acceso carnal 
violento a una menor de edad en el parque tercer Milenio del centro de la ciudad. Mayor 
información, en: http://www.fiscalia.gov.co/colombia/seccionales/ 
90 Relación del trabajo de campo. Persona que afirma que la policía le pagó en 2010 para distribuir 
panfletos amenazantes. (En adelante se omite información de las entrevistas cuando sea 
necesario por cuestiones de seguridad). 
91 Entrevista con líder reciclador.  
92 La muerte del grafitero Diego Felipe Becerra, presuntamente por miembros de la policía, ha sido 
un caso sonado a nivel nacional; recuperado, de: http://www.fiscalia.gov.co/colombia/noticias/  
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para varios pobladores de la ciudad en sinónimo de represión, excesos, malos 
tratos, abuso de autoridad, entre otros93; esta práctica de retención se conoce 
coloquialmente como “upejotazos”, “cercenan la libertad de expresión, sobre todo 
de los jóvenes”. Algunos de estos llegan incluso a evitar ciertas calles de la 
ciudad para no tener problemas con la policía, “uno prefería no salir para no 
encontrárselos”94; no en vano la relación entre ciertos sectores de jóvenes y la 
policía está llena de prevenciones y desconfianza. 
Imagen 1. Denuncia de un grupo de jóvenes frente a abusos de la Policía95 
 
Policía Nacional golpeó a varios "Skaters" y le prendió fuego al lugar donde practican el 
deporte. 
 
Para algunos jóvenes es un absurdo verse violentado por una institucionalidad 
que se supone debería educar y prevenir, defender los derechos fundamentales 
en lugar de perseguir; “niegan la libertad de caminar los territorios, de estar en 
lugares públicos”. Contrasentido aún más evidente cuando se percibe que la 
policía constriñe y persigue actividades de tipo político, de derechos humanos o 
                                                
 
93 Son “centros de retención transitoria a donde son conducidos los ciudadanos que infringen las 
normas de convivencia contempladas en los códigos Nacional y Distrital de Policía que como 
medida de protección permanecerán en un tiempo no mayor a 24 horas”. Recuperado de: 
http://portel.bogota.gov.co/mad/info_sitio.php?id_sitio=26356 
94 Activista de ONG de Ciudad Bolívar y Líder juvenil de Ciudad Bolívar. Entrevista 18 y 16. 
95 Recuperado de un perfil de Facebook diseñado para denunciar abusos de la policía en Bogotá: 
https://www.facebook.com/Aguacate.Corrupto 
94 Entre la transformación y las limitaciones: Avances, retos e interpelación popular a la 
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de corte cultural que se adelantan para contribuir a la superación de los 
problemas que afronta la población; “cuando hacemos todas esas acciones que 
tratamos que aporten siempre tenemos un batallón, todo el cuerpo de policía 
detrás”96.Para algunas personas, principalmente quienes provienen de procesos 
organizativos, la policía reprime todo aquello que considera peligroso o 
“indeseable”, incluso “parchar” en la esquina.  
Otro tanto sucede cuando se considera que la policía hace uso desmedido de sus 
atribuciones legales para responder a ciertos conflictos presentes en los 
territorios; un líder juvenil señala, “la policía militar y el grupo antiterrorista entra a 
los territorios cargados de fusil Galil, como si estuviéramos en la caída del halcón 
negro”. Situación similar a lo ocurrido frente a al conflicto violento que tiene lugar 
en algunas instituciones educativas de la capital: “la policía entra a los colegios 
pero a juzgar a los pelados, no entran a hacer una labor de sensibilización”97.  
5.2.2. La policía asociada a negocios ilegales y prácticas delictivas 
Muchos pobladores, particularmente en los enclaves de violencia, comprenden 
que la relación de la policía con la ilegalidad cubre varios aspectos, uno de ellos 
el tráfico de drogas. Percepción que cubre desde el hecho de considerar que 
entre traficantes y policía hay distintos tipos de vínculos sociales, por ejemplo 
donde “la autoridad festeja el año nuevo con esta gente, yo los he visto”; pasando 
por el delito de cohecho que se puede traducir en el cobro a los expendedores “al 
detal” para permitirles que sigan actuando; hasta llegar a la participación directa 
de la policía en el negocio, “hay ollas que funcionan con el permiso de la 
policía”98, afirma un habitante. Un caso en extremo no solo ejemplifica que “cuatro 
de los delincuentes de [una] banda desmantelada [eran]miembros de esta 
institución”, sino que además ejercían amenazas para que la droga que vendían 
                                                
 
96 Activista organización comunitaria de Ciudad Bolívar. Entrevista 16. 
97 Líder juvenil de Suba. Entrevista 31. 
98Funcionaria pública de la ciudad y Entrevista a líder Comunitaria de la localidad de Santa Fe.  
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fuera comercializada exclusivamente en negocios de la localidad de Los Mártires 
(El Tiempo, 20 de julio de 2013). 
Múltiples consideraciones construyen una imagen de la policía que aprovecha su 
condición institucional para favorecer el funcionamiento del negocio de la droga. 
Algunos habitantes afirman que este tipo de vínculos se ha traducido en 
esquemas de seguridad de las “ollas” ofrecidos por los agentes, “en cada barrio 
hay una olla y la policía se para al pie a cuidarlas”99. Se sostiene incluso que este 
tipo de relaciones pueden llegar al punto en que agentes de policía modifiquen 
pruebas, alteren evidencia en casos judiciales, llegando a advertir a los traficantes 
sobre posibles allanamientos100.  
- Hubo un operativo de la SIJIN; lo primero que hicieron fue llegar al CAI y 
quitarle los celulares a los policías y quitarle la línea telefónica (…) cuando 
los dueños de la “olla” llegaron empezaron e decir ´ésos policías 
hijuetantas que no sirven para nada, vamos a barrer con todos esos “hp” 
(…) luego a dos policías los apresaron”101.  
Para varios pobladores la regulación de esta práctica pasa por el grado de utilidad 
económica que los policías encuentren; “actúan dependiendo de quién sea y si no 
pues mejor se quedan quietos y se hacen los pendejos”. Percibir que la policía es 
cómplice de este delito o que se beneficia de él lleva a la gente a sostener que 
hay una omisión consiente para atender a las denuncias elevadas por estos 
hechos; “ahí llega el suministro en camiones y queda a cuadra y media del CAI y 
se protegen con el código de policía, que los restringe y ´que no pueden hacer 
nada´”102. Varios pobladores argumentan incluso que cuando la policía actúa, lo 
hace contra el consumidor, pero difícilmente contra el expendedor, menos si se 
                                                
 
99 Líder juvenil de Ciudad Bolívar.  
100 Una noticia relacionada con dos policías de la policía metropolitana en la localidad de Kennedy 
acusados de concierto para delinquir y practicar alteración de pruebas se puede encontrar, en: 
Fiscalía (11 de julio de 2013). “Por concierto para delinquir acusados policías de la URI en 
Kennedy”. Recuperado de: http://www.fiscalia.gov.co 
101Funcionaria pública de Santa Fe. 
102 Artista de Santa Fe y Funcionaria pública de santa Fe. 
96 Entre la transformación y las limitaciones: Avances, retos e interpelación popular a la 
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trata de una banda con cierto nivel de organización; “esperan a las salidas [de las 
“ollas”] para coger al consumidor y no al que vende”103. Se construye entonces un 
sentido donde se percibe que la policía no está interesada en anular las raíces de 
este flagelo. 
La policía es acusada de participación directa, complicidad o cohecho con otro 
tipo de actos delictivos, como por ejemplo “piratería”, proxenetismo, extorsión, 
delincuencia común especializada o, incluso, cobro a miembros de “los parches” 
para no llevárselos a la cárcel; “y los mismos chinos –referencia a una banda de 
ladrones- decían que tenían que llevar veinte mil diarios al CAI para que no los 
molestaran”104. “En unas actividades que se hicieron se recuperaron ciento veinte 
millones, eso se boleteó con la policía y llegó como media estación y cogieron 
como cuarenta millones”, afirma una persona involucrada en hechos delictivos105. 
Un ejemplo en extremo diciente, a mediados del año 2013 un par de agentes 
ingresaron a un centro hospitalario en la localidad de Teusaquillo donde 
amenazaron con arma blanca y robaron a sus ocupantes(RCN, 6 de Junio de 
2013). 
Este tipo de percepciones afectan de manera particular la denuncia de los delitos. 
Dado que se percibe que algunos agentes de la policía están directamente 
involucrados en estos hechos, denunciar se considera peligroso, aun para la 
propia familia; “él las denunció, cuando se dio cuenta que una de esas ollas era 
de uno de los policías que estaban aquí patrullando. Y el policía le mató el hijo. 
Que por sapo”. Puesto que denunciar ante rangos medios o bajos de la institución 
se considera en algunos casos una pérdida de tiempo, no es raro encontrar que 
se acuda a instancias superiores para obtener respuestas efectivas; “una vez que 
hablamos con el comandante y él hizo caso omiso, entonces decidimos poner 
una cámara de vídeo y resulta que el mismo comandante venía y tomaba tinto 
                                                
 
103 Madre comunitaria de Kennedy y Vendedor ambulante de Ciudad Bolívar. Entrevista 19  
104 Funcionaria de una alcaldía menor.  
105 Persona que incursionó en actos delictivos. Registro de campo.  
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con ellos –con los traficantes-”. Esta sensación de indefensión ante la denuncia 
se vuelve tanto más complicada por cuanto se percibe que la complicidad entre 
agentes de la policía y delincuentes ha llevado a que los primeros den noticia de 
quién ha elevado las quejas; “no sabemos a quién denunciar porque los policías 
mismos lo echan a uno al agua”106. Denunciar entonces se tomará “por ser sapo”, 
sinónimo de retaliación segura, es poner en riesgo la vida; “si se mete a sapo lo 
matan”107. 
5.2.3. Desviación de los objetivos y funciones de la Policía 
Toma cuerpo así una percepción según la cual el accionar policial se desvía de 
sus objetivos, “tiene funciones en todo, pero no cumple ninguna”. Por ejemplo, se 
considera que no persigue a los verdaderos delincuentes, sino a “la gente que no 
tiene nada que ver con esos asuntos”; “ahí es donde está la irreverencia de la 
vida, cuando yo era delincuente ni un canazo, ni upj, ni un tiro, ni nada. Y ahora 
que trabajo la policía me persigue, uno no entiende cómo es esta maricada”. 
Acusación similar cuando se argumenta que reciben dadivas a cambio de permitir 
ciertos actos penados por la ley; “es muy usual ver que un policía llegué una 
tienda y se tome una gaseosa y le pasan algo o sea la plata”108.  
Para muchas personas es determinante el hecho de que los agentes de policía no 
se preocupen por la cotidianidad del barrio; “deberían conseguir más recursos, 
pero recurso humano, gente realmente comprometida con nuestras 
comunidades”, afirma un ex policía109. Aún más, se sostiene que esta institución 
está interesada en mostrar resultados y no en ayudar; “se inventan falsos 
allanamientos donde se encuentra una gran cantidad de marihuana (…) llenan la 
UPJ con quinientas o seiscientas personas pero solamente es para mostrar 
resultados”. Todo lo cual lleva a que algunos habitantes consideren que en las 
                                                
 
106 Madre comunitaria de Kennedy. 
107 Habitante de Ciudad Bolívar. Entrevista 19. 
108Ex-policía de Santa Fe, Corotero de Kennedy y Joven de Santa Fe. Entrevista 40, 35 y 19. 
109Ex-policía de Santa Fe. Entrevista 40. 
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tareas de la policía y las políticas de seguridad prime “la protección de la 
propiedad más que la honra y la vida de las personas”110.  
Se llega incluso a afirmar que los agentes son generadores de desorden en los 
barrios. En UPZ como el Rincón, las Nieves o Corabastos, los pobladores 
sostienen que la policía ha trasladado a habitantes de calle hasta sus barrios, 
provenientes inclusive de otros municipios; “esos habitantes de calle no eran 
nuestros. Los traen de afuera, de Villavicencio nos trajeron muchos y de la vía de 
Chía, de Cota, por orden de los alcaldes; ellos mismos contaban que los traía la 
policía”. Para los moradores hay una relación estrecha entre el aumento de la 
delincuencia y éste fenómeno; “la gente decía que se veía que las camionetas de 
la policía llegaban y bajaban a los habitantes de la calle y los dejaban en la 
esquina”111. 
La interpretación de la ligazón de la policía con la represión y ciertas actividades 
ilegales, entra en tensión con los intentos de construcción de autoridad y 
legitimidad que se pretenden desde la política institucional. El panorama descrito 
anteriormente contrasta con aquellas perspectivas analíticas que señalan que la 
implementación del modelo comunitario de seguridad busca mejorar tanto el 
acercamiento de la policía y el aparato judicial a la comunidad, como optimizar 
sus niveles de eficiencia; hecho que presupondría robustecer y reacondicionar los 
mecanismos para que las agencias estatales hagan presencia en el territorio 
urbano (Ruíz, 2004, p. 138). 
En síntesis, la imagen de una ciudad que avanza se ve con todo confrontada con 
una serie de percepciones negativas que advierten sobre la necesidad de revisar 
internamente arreglos y actuaciones institucionales que permitan ofrecer 
seguridad de manera coherente e integral. En el próximo capítulo, se apreciará 
cómo tales críticas, además, insisten en la necesidad de ligar desarrollo y 
generación de oportunidades para atajar el actuar delincuencial.  
                                                
 
110 Líder juvenil de Suba y Habitante de Suba. Entrevista 15 y 39. 
111 Funcionaria pública de Santa Fe y Madre comunitaria de Kennedy.  
  
Capítulo 6. Cuestionamientos y demandas 
frente a la relación entre seguridad y 
desarrollo.  
Las percepciones populares condensan sendas críticas a las políticas que han 
procurado articular desarrollo y seguridad vía la disminución de la desigualdad y 
la superación de la pobreza112. Afirmaciones que, surgidas en una ciudad donde 
la inequidad permanece, tienden a explicar que las carencias son un potenciador 
de la delincuencia. De ningún modo el presente apartado pretende sustentar que 
el contexto de pobreza es condición causal para que la gente que allí habita se 
relacione con actividades delictivas; por el contrario, se traen a colación las 
interpretaciones de la población alrededor de los factores generadores de 
violencia, pues ellos en sí mismos brindan perspectivas que cuestionan los 
arreglos institucionales que pretenden brindar seguridad. Todo lo cual redunda en 
sucesivos llamados frente a la necesidad de fortalecer la relación entre seguridad 
y desarrollo como clave principal para la generación de una política coherente e 
integral. Acaso una voz que se precisa escuchar para ubicar los mejores caminos 
para fortalecer las medidas de seguridad necesarias en la perspectiva de 
fortalecer el “desarrollo humano sostenible” a nivel local.  
 
 
 
                                                
 
112 Cabría recordar por ejemplo que la directriz “Bogotá sin hambre” que tenía un componente de 
seguridad, buscaba disminuir la inequidad y la pobreza como una manera de prevenir la violencia 
social (Gutiérrez, et al, 2007). 
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6.1. Las carencias percibidas como marco de la actividad 
ilegal 
 
Las carencias son reales, existen, situación ante la cual varios pobladores 
comprenden que la ilegalidad es un recurso probable y posible para suplirlas; la 
historia de una mujer de la UPZ Corabastos que se involucró en el tráfico es 
contundente: “de ver que mis hijos estaban aguantando hambre me fui de una”113. 
Relato que pone en evidencia las contradicciones propias de Bogotá, pues esta 
persona habita a no más de diez cuadras de la mayor central de abastos del 
país114, allí no es raro ver a menores de edad, mujeres, entre otros, recogiendo 
comida entre la basura; “hay de todo, hay narcotráfico, hay hambre inclusive 
dentro de Corabastos, hay barrios con problemáticas de delincuencia muy 
altas”115. ¿En qué contexto toma cuerpo este tipo de percepciones? 
 
Varios habitantes refieren que donde hay carencias es común encontrar personas 
que acudan a la ilegalidad para suplirlas116. Precisamente a partir de estas 
percepciones se exige a la institucionalidad un accionar decidido para afrontar las 
necesidades de la población, pues se entiende que la pobreza y las dificultades 
económicas son un “caldo de cultivo” para que el conflicto violento tenga lugar117. 
Múltiples referencias señalan que algunos habitantes rentan sus casas, incluso un 
                                                
 
113 Mujer que actuó como mula. Registro del trabajo de campo. 
114Algunos datos indican que a Corabastos entran en promedio poco más de cien mil toneladas de 
alimentos por mes (Ministerio de Agricultura y desarrollo Rural, 2012) 
115 Colectivo cultural de Kennedy. Entrevista 15. 
116 Un dato en extremo representativo, las necesidades aparecen como primera motivación 
expresada por las mujeres en la comisión del delito por el cual se encuentran actualmente 
detenidas, con un 29,2%; para los hombres ocupa el segundo lugar con el 16%. Porcentaje que 
aumenta en la motivación de la comisión del primer delito, 31,7 para las mujeres, 20% para los 
hombres (INPEC, 2011, p. 76). 
117 Misse siguiendo a Machado da Silva discute el hecho de que la capacidad limitada del Estado 
para brindar soluciones efectivas a las problemáticas sociales, principalmente el salario y la 
informalidad en el trabajo, incide en la perdida de validez del orden institucional-legal, sin que por 
ello sea abandonada en la definición de los modelos de conducta de las poblaciones urbanas. 
Cuestión decisiva en la configuración de una sociabilidad violenta en las grandes urbes (Misse, 
2008). 
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cuarto, para traficar drogas; pero además, no es raro encontrar múltiples 
percepciones donde se concibe la relación con la delincuencia como un trabajo, 
“y le dicen usted ´no tiene necesidad de salir a trabajar, a usted le puede llegar 
mucha plata´, a usted le ofrecen el cielo y la tierra y mucha gente ha hecho 
eso”118. Bien se ha afirmado en otra parte que la política de seguridad de Bogotá 
liga efectivamente deberes y derechos y con ello la cultura ciudadana fortalece en 
Bogotá un principio de corresponsabilidad entre el Estado y la población (Perea y 
Rincón, 2013); situación que significó una acción decidida de la institucionalidad 
para garantizar derechos, a la vez que un compromiso ciudadano de 
autorregulación y cumplimiento de sus deberes; desde las percepciones 
populares este principio aún tiene enormes retos por superar. 
 
Estas nociones emergen en una ciudad donde persiste la desigualdad y la 
segregación a pesar de la transformación vivida; por ejemplo, Bogotá tuvo en 
2011 un GINI de 0.54, valor similar al del resto del país que presentaba 0.56, 
siendo la segunda de trece ciudades más desiguales según la Encuesta 
Integrada de Hogares (Perea y Rincón, 2013; Dane, 2012)119; este indicador 
desmejoró respecto a 2007, año que presentaba un valor de 0,51 (Encuesta 
multipropósito para Bogotá, 2011). Disparidad que se constata igualmente en la 
distribución de la población por estrato socio-económico: el 48% pertenece a 
estratos 1 y 2, mientras que el 36% corresponde al estrato 3 y el 9% al 4; 
solamente el 5% se encuentra en estratos 5 y 6, la inmensa minoría (Perea, 
2012). Los estratos no se pueden definir homogéneamente, al interior de éstos 
existen diferencias en los ingresos que perciben los hogares: el valor del 
coeficiente GINI revela mayor desigualdad en el estrato 3 (0,42), seguido del 
Estrato 6 (0,40), Estrato 4 (0,39), Estrato 2 (0,385), Estrato 5 (0,381) y, 
                                                
 
118 Madre comunitaria de Kennedy. Entrevista 14. 
119 A nivel mundial existe una desigualdad del 0,68. Según la ONU Colombia ocupa el puesto 91 
de 186 países en el índice de Desarrollo Humano, superando en Latinoamérica solamente a 
República Dominicana (96), El salvador (107), Bolivia (1008), Paraguay (111), Honduras (120), 
Nicaragua (129) y Guatemala (133) (PNUD, 2013). Recuperado de: http://www.pnud.com 
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finalmente, el Estrato 1 (0,36). Esta realidad se traducirá en una ciudad marcada 
por la segregación espacial, donde por ejemplo dos localidades concentran el 
78% de la población en estrato 1 (Ciudad Bolívar y Usme), mientras que el 92% 
del estrato 6 se concentra en Chapinero y Usaquén120.  
 
Este tipo de percepciones se afincan además en una ciudad donde las violencias 
elevadas se concentran en los estratos bajos, mientras que las violencias bajas 
se diseminan por todos los estratos; el porcentaje de UPZ con violencia elevada 
por estrato lo corrobora: 12% de UPZ en estrato bajo-bajo, 22% en estrato bajo, 
15% del estrato bajo-medio, 7% del estrato medio, 2% del medio–alto y, tan solo, 
un 2% del estrato alto (Perea, 2012) (Mirar: Gráfico 7)121. Una tendencia del orden 
nacional resulta igualmente ilustrativa, a medida que aumenta el estrato 
desciende el número de población carcelaria condenada, así: estrato 1 (32,8%), 
estrato 2 (29%), estrato 3 (17,6%), estrato 4 (3,8%), estrato 5 (1,4%), estrato 6 
(0,84%); sin duda, hay más pobres encarcelados (INPEC; 2011, p. 49).  
GRAFICO No. 7. PORCENTAJE DE UPZ SEGÚN TIPO DE VIOLENCIA POR ESTRATO SOCIO 
ECONOMICO.(2O11) 
 
 
Fuente: CEASC. Tasa por 100 mil habitantes. Promedio 2006-2010 
 
                                                
 
120 Una descripción detallada de la composición por estratos en cada localidad en (Perea, 2012) 
121 Vale la pena insistir en la argumentación ofrecida en el segundo capítulo, en el caso Bogotano 
no se puede hacer una relación mecánica entre violencia y pobreza.  
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“No tener estudio” y “No tener trabajo” y la consecuente probabilidad de incurrir 
en actos delictivos es una interpretación que toma cuerpo en una ciudad donde 
los sectores populares afrontan serios problemas para continuar estudiando luego 
del último grado de educación media -Noveno-122; “la gente tiene que salir a robar 
porque no tiene el cartón de bachiller o porque no tiene estudios”. Por ejemplo, 
mientras que en la educación básica y media el porcentaje de participación de la 
matrícula en el sector oficial duplicó al privado con 62,8% en 2011 (Secretaría de 
Planeación, 2011)123; en la educación superior la cantidad de matriculados en IES 
privadas dobló al sector estatal (las primeras cuentan con un total de 341.220 
inscritos) (Piñeros, et al, 2011, p. 22)124. 
Por supuesto la inequidad atraviesa estas realidades. Por ejemplo, a medida que 
aumenta la edad en los estratos 1, 2 y 3 se hace más difícil el acceso a la 
educación; situación radicalmente diferente en los estratos 5 y 6 donde hay una 
relativa estabilidad (Mirar gráfico 8). El caso paradójico se encuentra en el rango 
de edad entre 18 a 25 años donde es más que evidente cómo a medida que 
aumenta el estrato, crece el porcentaje de población que estudia; las localidades 
que presentan los valores más bajos en este indicador son: Usme (23,4%), 
Ciudad Bolívar (24,3%), Bosa (26,2%), Rafael Uribe y San Cristóbal (33,9%)125; 
reflejo de las enormes dificultades que afrontan los sectores populares para 
acceder a la educación superior; mientras que para el estrato 5 y 6 la cobertura 
en este nivel de educación es del (106,2%) y (111,4%), respectivamente, para los 
                                                
 
122 En 2011 la tasa de cobertura en educación Media -grados 10 y 11- apenas alcanzaba el 61% 
(Piñeros, et al, 2011, p. 22). 
123Cabe recordar que Constitucionalmente la educación entre los 5 y 15 años es obligatoria en 
Colombia en tanto constituye un derecho fundamental (Artículo 67).  
124 Los problemas que afrontan los sectores populares en materia de acceso a educación superior 
se constatan en la reducción de la matrícula en las IES oficiales en Bogotá entre 2006 y 2010 en 
11.632 cupos.  
125 Una vez más la inequidad queda constatada, por ejemplo la tasa de analfabetismo en estratos 
1 y 2 (reportada en 3,4 y 2,3, respectivamente), es superior al promedio de Bogotá (2,1); las 
localidades que concentran a su interior estos estratos son a su vez las que presentan los 
mayores valores en este indicador: Usme (3,6) y Ciudad Bolívar (2,9) (Secretaria distrital de 
planeación, 2011, p. 43). Según la Encuesta multipropósito para Bogotá en el año 2011 existían 
91.793 personas de 15 años y más que no sabían leer ni escribir; de las cuales 34.119 eran 
hombres y 57.674, mujeres.  
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estratos 1 y 2 es del (27,6%) y (48,6%) (Secretaría distrital de planeación, 
2011)126. 
GRÁFICO 8. PORCENTAJE DE POBLACIÓN ESTUDIANDO POR RANGOS DE EDAD SEGÚN 
ESTRATO. BOGOTÁ (2011)
 
Realizado con base en información de la Encuesta multipropósito para Bogotá, 2011. 
 
Las dificultades mencionadas anteriormente se consideran un obstáculo para 
acceder a un trabajo formal; para muchos pobladores ello significa que las 
opciones que quedan son “el rebusque”, la milicia, o bien, la delincuencia, “hay 
mucho analfabeta, por eso no le dan trabajo a la gente, pero se la rebusca”127. 
Críticas que llaman la atención sobre las inequidades en el tema del mercado 
laboral en Bogotá, corroborado no solamente en la tasa de subempleo, cercana al 
51% (DANE, 2012); sino además, en un desempleo que afecta principalmente a 
las localidades con mayor porcentaje de estratos 1 y 2: Ciudad Bolívar (11,5%), 
San Cristóbal (11,3%) y Usme (11%)128. Esta situación se considera aún más 
crítica cuando se afirma que existe un estigma que limita la contratación de 
personas provenientes de lugares considerados peligrosos; “si dice que vive en 
                                                
 
126Un dato que puede resultar ilustrativo: El 73.1% de la población penitenciaria del país abandonó 
sus estudios a una edad promedio de 13 años; siendo las causas principales: la situación 
económica (39.7%) y el no deseo continuar estudiando (19.2%). Del total de esta población el 
65.6% no obtuvo el título de bachiller estando en libertad (INPEC, 2011). 
127Vendedor ambulante de Ciudad Bolívar. Entrevista 19. 
128 Una vez más se constata la distancia respecto a las localidades que albergan los estratos más 
altos, por ejemplo: Chapinero (4,5%), Suba (6,9%), Teusaquillo (7%) y Usaquén (7,1). 
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los Laches, grave, no lo reciben; es por la fama que tiene nuestro barrio de ser 
peligroso”129. 
 
Este tipo de percepciones se hacen extensivas a otras condiciones, entre ellas el 
hambre; “aquí hay mucha hambre y la gente tiene que salir a robar”130. Un dato 
indicativo, Bogotá ha venido disminuyendo la tasa de prevalencia de desnutrición 
general, situación evidente en menores de cinco años donde se ha pasado de 
una tasa de 12,4 en 2008 a 11,0 en 2010 (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2011); 
avances en la ciudad que se constatan en la percepción de la mejoría en las 
condiciones de alimentación entre 2007 y 2011: el 36,6% de los/las jefas de hogar 
reportaron tal mejora, el 54,5% sostuvo que seguían igual y el 8,9% manifestó 
que desmejoraron (Secretaría distrital de planeación, 2011). 
Aun así el 27,8% de los hogares capitalinos presentan inseguridad alimentaria; si 
bien es un valor inferior al del resto del país (42,7%), hablamos de poco más de 2 
millones de personas, magnitud similar a la población total de Medellín y superior 
a la de Barranquilla (Secretaría de desarrollo económico, 2012); La frase del 
informe de esta entidad resulta contundente: “Los indicadores de consumo 
alimentario de Bogotá han mejorado, pero aún hay brechas por disminuir”. 
Algunas localidades con complicaciones en materia de violencia muestran tasas 
preocupantes en este indicador: San Cristóbal (10,3), Santa Fe (9,6), Ciudad 
Bolívar (9,5), Rafael Uribe Uribe (9,3) y Chapinero (8,7). Necesidades que son tan 
evidentes que para algunos pobladores ello acarrea incluso la utilización de 
menores de edad en actos delictivos; “ponen de correo a cualquiera, hasta una 
niña puede ir armada porque hay hambre”131. La cuestión se complica cuando las 
carencias aquejan al núcleo familiar, no es raro encontrar que se acuda a la 
ilegalidad para llevar el sustento a casa; “irme con mi kilo y medio por darle un 
                                                
 
129 Habitante de Ciudad Bolívar y Líder Comunitario de Santa Fe. Entrevistas 19 y 22.  
130Vendedor ambulante de Ciudad Bolívar. Entrevista 19. 
131 Vendedor Ambulante de Ciudad Bolívar. Entrevista 19. 
106 Entre la transformación y las limitaciones: Avances, retos e interpelación popular a la 
seguridad en Bogotá 
Retos y desafíos de la Seguridad en Bogotá 
 
porvenir a mis hijos”132. Aún expresado de forma negativa se remite al mismo 
nudo de significación, las carencias abren la posibilidad de pensar en la ilegalidad 
como opción, “prefiero seguir aguantando hambre antes que hacer eso”133.  
6.2. La población más vulnerable 
Las percepciones populares interpretan que las difíciles condiciones económicas 
y sociales no solamente afectan con más fuerza a las personas en condición de 
desplazamiento forzado, a aquellos provenientes de zonas estigmatizadas de la 
ciudad y a la población juvenil; sino que además tal condición involucra mayores 
probabilidades para que personas de estos sectores se involucren en actividades 
delictivas. Percepciones que advierten sobre la necesidad de generar políticas 
diferenciales que aporten a la superación de tales condiciones, en lugar de 
estigmatizar y mantener esquemas de represión contra las mismas. 
6.2.1. La población en condición de desplazamiento 
De entrada es preciso decir que la llegada a Bogotá se ha presentado para miles 
de personas como una opción para escapar de la violencia y “conseguir un 
futuro”. El drama de la llegada de la población en condición de desplazamiento a 
Bogotá no tiene parangón en ninguna otra urbe colombiana, los estimativos son 
evidentes: según el RUPD entre 1997 y 2009 llegaron a la ciudad 320.518 
personas en esta condición, representando el 8,3% del total de desplazados en el 
país durante el mismo lapso (Contraloría de Bogotá, 2012, p. 19)134. Tamaño de 
población similar al que albergan ciudades importantes de Colombia, tales como: 
Neiva (335.578 habs), Palmira (298.667 habs), Armenia (292.052 habs) y 
Popayán (270.307 habs)135, entre otras. Esta población proviene principalmente 
                                                
 
132 Madre Comunitaria de Corabastos. Entrevista 12. 
133 Madre comunitaria de Kennedy. Entrevista 14 
134 Dato sujeto a múltiples contradicciones, pues según el CODHES entre el año 1999 y 2010 
llegaron a la ciudad casi 500.000 personas en condición de desplazamiento forzado (CODHES, 
2013). 
135 Datos tomados del censo general (Dane, 2005). 
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de los departamentos de Tolima, Meta y Cundinamarca, Caquetá y Antioquia 
(Contraloría de Bogotá, 2012). 
Emerge así un estigma donde se sostiene que esta población acarrea todo tipo 
de problemas, conflictos y delincuencia; “buscan los sectores más pobres, los 
menos favorecidos”136. Idea que se ha posicionado en la capital, repetida sin 
miramientos por la Secretaría distrital de planeación en una monografía de la 
ciudad en 2011, donde se lee: “a diario llegan muchas familias de las cuales un 
gran porcentaje corresponden a desplazados por el conflicto y la violencia, siendo 
relegadas a buscar en los barrios con más dificultades (…) tendiendo a agravar la 
situación y convirtiéndose en factores generadores de violencia” (2011, p. 120). 
Todo ello alimenta percepciones recurrentes en la ciudad donde el estigma se 
refuerza: “No queremos vivir con desplazados”. Señalamiento que es aún más 
fuerte contra la población negra137; “gente que viene desplazada del pacifico, 
gente que escasamente tiene la primaria, son ladrones, atracadores”138.  
 
Ciudad Bolívar, Usme, Bosa y Kennedy son las localidades donde llega 
principalmente esta población, albergaban cerca de 9.863 familias a diciembre de 
2007 (Contraloría de Bogotá, 2012, p. 69). Para muchos pobladores las zonas 
pobres de la capital atraen un sin número de habitantes buscando los arriendos 
más baratos; percepción que toma cuerpo en una ciudad donde el tipo de 
arrendamiento está relacionado directamente con la estructura de gasto e ingreso 
de los habitantes. Por ejemplo, de un total de 2.185.873 hogares que son 
arrendatarios, el 81% se encuentra en estratos 2 y 3 (Secretaría distrital de 
planeación, 2011); situación ligada estrechamente con los cánones de 
arrendamiento en la ciudad: Usme ($227.169), Ciudad Bolívar ($237.591) y Bosa 
                                                
 
136 Madre Comunitaria de Kennedy. Entrevista 13.  
137Una noticia relacionada con este tipo de rechazos, en: (Kien y Ke, 21 de febrero de 2013).  
138 Líder comunitaria de Santa Fe. Entrevista 33. 
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($246.014)139. Aún además, se constata que en estas localidades, sumando San 
Cristóbal, más del 60% de los hogares arrendatarios presentan ingresos inferiores 
a 2 salarios mínimos legales vigentes (Secretaría distrital de planeación, 2011); 
como si fuera poco, son los territorios que a su vez presentan el mayor déficit de 
vivienda, con un porcentaje superior al 30% (Dane, 2005)140. Condición 
radicalmente diferente a la de Chapinero ($1.124.305), Usaquén ($835.109) y 
Teusaquillo ($753.399), las cuales no solamente poseen los cánones de 
arrendamiento más altos de la ciudad; son también las zonas con los hogares 
arrendatarios con mayores ingresos de la capital, reportando más de cuatro 
salarios mínimos legales vigentes en promedio (Secretaría distrital de planeación, 
2011).  
Entidades como la Contraloría de Bogotá han advertido que a pesar de los 
apoyos ofrecidos a esta población, la ayuda proporcionada es insuficiente y no se 
constituye en solución sostenible (2012, p. 7); “al final no tienen ninguna 
esperanza (…) no tienen quién les ayude”141. Aun cuando la asignación 
presupuestal con destinación específica para estas personas ha aumentado 
progresivamente (para 2010 se dispusieron 173 mil millones de pesos) y que 
desde 2004 se han incluido políticas focalizadas, se mantiene la percepción 
según la cual “los programas no ofrecen garantías”; es más, algunas personas del 
distrito reconocen la vulnerabilidad en la que se encuentra la población en 
condición de desplazamiento (Candamil y Samper, 2011, p. 115)142. 
                                                
 
139 En este contexto la localidad de Ciudad Bolívar reportó el mayor número de cambios de barrio 
por dificultades en el pago de arriendo (29,8% del total de hogares que se mudaron) (Secretaría 
distrital de planeación, 2011). 
140 Según el DANE para el año 2005 casi 20% de los hogares Bogotanos tenían déficit de 
vivienda, es decir casi 400.000 familias (Dane, 2005). A nivel nacional resulta que solo el 4,7% de 
hogares en condición de desplazamiento ha podido hacer efectivo el subsidio para adquisición de 
vivienda (Contraloría de Bogotá, 2012). 
141 Madre comunitaria de Kennedy. Entrevista 12. 
142 Una síntesis de la política pública para personas en situación de desplazamiento en Bogotá, 
en: (Candamil y Samper, 2011). Algunas medidas importantes para la capital: Decreto distrital No. 
1189 de 1997 (Comité distrital para la atención integral a la población desplazada), Acuerdo 
Distrital No. 308 de 2008 (Plan de desarrollo económico, social, ambiental y de obras públicas 
para Bogotá D. C., 2008-2012). 
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Situación a todas luces más compleja cuando se constata que muchas de estas 
familias no han podido dejar atrás los episodios de violencia que los llevaron a 
salir de su tierra; “aquí hay mucha lideresa desplaza trabajando y estamos 
amenazadas la mayoría”. O cuando se sostiene que la “Limpieza Social mata 
desplazados”143. Cuadro desgarrador si se evidencia la represión de que son 
objeto por parte de la policía ante las acciones de movilización reclamando 
medidas efectivas por parte del Estado y la alcaldía; la policía sacando a la fuerza 
a un grupo de esta población del Parque de la 93, uno de los lugares de 
encuentro por excelencia de las clases altas de la ciudad, condensa una imagen 
en extremo poderosa de las contradicciones de la ciudad (El espectador, 8 de 
septiembre de 2008). 
 
6.2.2. La población juvenil como sector social vulnerable 
 
Muchos pobladores comprenden que la población juvenil tiene menos opciones 
laborales y educativas, consecuentemente, una mayor propensión para caer “en 
malos pasos”, relacionarse con “malas amistades” y, muy probablemente, 
delinquir. De entrada es preciso señalar que la población joven de la capital 
representa casi el 26% del total de sus habitantes (1.665.890 personas entre 14 y 
26 años) (Secretaría de planeación, 2011)144. Esta entidad sostiene que el 
porcentaje de jóvenes en condición de pobreza es superior a la media de Bogotá, 
(10,9%), concentrándose en la periferia de la ciudad, principalmente en estratos 
medios y bajos: Ciudad Bolívar (22,4%), Usme (21,0%), Santa Fe (20,8%), San 
Cristóbal (16,9%) y Rafael Uribe Uribe (16,9%) (Secretaría de Planeación, 2011, 
p. 27, 53).  
 
                                                
 
143 Habitante de Bosa y Vendedor Ambulante de Ciudad Bolívar. Entrevista 27 y 19. 
144 A nivel nacional hay 10.830.952 jóvenes, equivale al 23,8% del total de la población (DANE, 
2005). 
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El mercado laboral para la población juvenil presenta importantes avances, pero 
igualmente se sujeta a una serie de tensiones. La tasa de ocupación acumulada 
en este sector entre 2007 y 2010 fue del 44,4% (Mirar cuadro 7) (Secretaría de 
planeación de Bogotá, 2011, p. 131-134)145. En este marco el promedio de la tasa 
de subempleo objetivo en el mismo periodo de tiempo fue de 13,4%, 
representando en promedio 124.767 jóvenes; condición aún más difícil para los 
sectores populares, pues según el IPES 7 de cada 10 jóvenes de estrato 1 
trabajan en la informalidad (IPES, 2010).  
 
La tasa acumulada de desempleo para la población joven entre 2007 y 2010 fue 
de 19,7, cifra que representa en promedio un poco más de 180 mil personas en 
esta condición. El valor de este indicador en el año 2011, (20,4), constituyó el 
40% del total de desempleados de la ciudad (IPES, 2010)146. Para el año 2010 el 
IPES calculó que el desempleo juvenil superó por casi 10 puntos al que se 
presenta en los grupos etarios de 31 a 40 y 51 a 60 (IPES, 2010). Las dificultades 
no paran, pues para acceder a un trabajo formal hay que “poseer la libreta militar” 
y provenir de un barrio no estigmatizado. En suma, el problema no es solo vivir en 
un barrio que muchos suponen peligroso, más difícil resulta ser un joven de un 
barrio sobre el cual pesa una mala imagen147.  
 
 
 
 
 
                                                
 
145 Indicador que evidencia menores oportunidades laborales para la población femenina con un 
promedio acumulado de 47,9, entre 2007-2010, frente a un 41% para los hombres (Secretaría de 
planeación de Bogotá, 2011, p. 131). 
146 Casi cinco punto porcentuales por debajo de Medellín y Cali (Dane, 2011) 
147 Por ejemplo, una propuesta nodal de la política de seguridad de la alcaldía Petro versa sobre la 
constitución de territorios de vida y paz, donde se prevé construir zonas donde prime la 
convivencia y la prevención del delito; lo anterior supone además actuar contra la estigmatización 
que pesa sobre varios territorios y sectores poblacionales de la ciudad (Artículo 39, Acuerdo 489 
de 2012). 
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TABLA 8. OCUPACIÓN, SUBEMPLEO Y DESEMPLEO PARA LA POBLACIÓN JOVEN EN 
BOGOTÁ (2007-2010) 
Ocupación Población Joven 
  2007 2008 2009 2010 
  Tasa  Número Tasa  Número Tasa  Número Tasa  Número 
Ocupación Global Total 43.1 719.740 44.1 737.537 44.1 736.854 46.4 772.435 
Mujeres 40.1 336.209 40.1 334.405 40.9 344.698 42.9 358.521 
Hombres 46.1 383.531 48.1 403.132 47.5 392.156 50 413.914 
Subempleo objetivo Población Joven 
Subempleo objetivo 
Total 11.1 97.268 14.5 132.368 12.3 115.112 15.9 153.956 
Mujeres 11.5 48.495 14.1 60.227 12.2 54.690 16.6 77.005 
Hombres 10.7 48.773 14.9 72.141 12.3 60.422 12.2 76.951 
Desempleo Población Joven  
Desempleo Total 18.2 160.475 19 172.618 21.4 200.925 20.4 198.319 
Mujeres 20.5 86.603 21.6 92.138 22.9 102.499 22.7 105.288 
Hombres 16.2 73.872 16.6 80.480 20.1 98.426 18.4 93.031 
Realizado con base en Secretaría de planeación de Bogotá, 2011 
 
Bogotá ha promulgado múltiples iniciativas política pública orientada 
específicamente hacia esta población (Secretaría de planeación de Bogotá, 2011, 
p. 55); no obstante varios moradores, aun funcionarios públicos, sostienen que la 
ciudad carece de una oferta que involucre posibilidades reales para que la 
juventud pueda emplear el tiempo libre en actividades lúdicas, recreativas, 
artísticas o de producción; “puede haber ofertas pero no va haber una posibilidad 
fuerte de atenderlos”148. Todo lo anterior se interpreta como un escenario que 
ayuda a dar forma a los denominados “parches”, pues tener mucho tiempo libre y 
pocas opciones de emplearlo en “algo sano” es la probabilidad de relacionarse 
con lo violento, lo ilegal y con el consumo de psicoactivos149; “la venta de droga 
es la opción que ellos tienen, no tienen opción de un empleo estable”150.  
                                                
 
148 Funcionario de Suba. Entrevista 39. 
149 El “parche” puede ser entendido principalmente como una forma de socialización en la 
cotidianidad, antes que como una expresión organizativa del crimen. “Parchar” se comprende 
como el uso del tiempo en libre, estar en una esquina o en algún lugar con amigos y/o cercanos; 
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Algunos datos reflejan la complejidad que enfrenta la población juvenil en su 
relación con el conflicto violento. Por ejemplo, el 53% de los homicidios en Bogotá 
entre el 2005 y 2011 correspondían a la categoría joven, mientras que el 31% 
correspondía a la categoría joven-adulto, confirmando con ello la gran 
vulnerabilidad de este sector social (Dane, 2011) (Mirar gráfico 9). El dato de la 
población carcelaria condenada de Colombia resulta igualmente ilustrativo151: “el 
25% está entre 17 y 27 años, el 50% no supera los 33 años y el 75% es menor de 
41 años” (INPEC, 2011, 48)152. Otro dato diciente, el 43% de los hombres y el 
37% de las mujeres detenidas y condenadas manifiesta haber cometido su primer 
delito en la juventud (entre 14 y 24 años) (Mirar Tabla 8).  
GRÁFICO 9. PORCENTAJE HOMICIDIO POR RANGO DE EDAD EN LAS TRES CIUDADES 
PRINCIPALES (2005-2011).
DANE: Estadísticas Vitales. Defunciones no fetales. Defunciones por Causa Externa. Cálculos nuestros. 
 
En síntesis, la convergencia entre las carencias y las reducidas opciones en la 
legalidad es leída como un potenciador de la relación con la delincuencia y los 
                                                                                                                                              
 
práctica que puede entremezclarse con el consumo de droga y, ocasionalmente, con prácticas de 
delincuencia común.  
150 Madre comunitaria de Kennedy. Entrevista 5. 
151Lamentablemente no hemos encontrado información disponible para Bogotá, pero la 
información nacional permite identificar algunas tendencias. 
152Cuando la cifra se analiza por género aparecen diferencias sutiles, pero importantes; la 
participación porcentual dentro de cada estrato es como sigue: Estrato 1 (34,1% hombres/ 28,3% 
mujeres), Estrato 2 (28,4% hombres/ 31,4% mujeres), Estrato 3 (16,7% hombres/ 20,7% mujeres), 
Estrato 4 (3,9% hombres/ 3,6% mujeres), Estrato 5 (1,3% hombres/ 1,6% mujeres) y Estrato 6 
(0,7% hombres/ 1,1% mujeres). 
3	  
53	  
31	  
11	  
3	  3	  
56	  
29	  
9	  
3	  4	  
57	  
28	  
9	  
2	  
0	  
10	  
20	  
30	  
40	  
50	  
60	  
Niño	   Joven	   A.	  Joven	   Adulto	   Mayor	  
BOGOTA	  
MEDELLIN	  
CALI	  
Capítulo 6 113 
 
actos violentos. Parafraseando a un activista de una ONG de ciudad Bolívar: “ha 
sido un proceso de décadas en donde estas carencias sociales y este abandono 
estatal ha dado paso al surgimiento de unas relaciones muy perversas para 
resolver sus necesidades”; en algunos casos de “una manera individual y en otras 
con el clientelismo o las formas delincuenciales”. Pero también se han producido 
multiplicidad de respuestas auto gestionadas y colectivas “para resolver el 
problema del servicio público, del mismo techo y de la misma vivienda, de vías de 
acceso”153. 
TABLA	  9.	  EDAD	  DE	  COMISIÓN	  DEL	  PRIMER	  DELITO	  SEGÚN	  SEXO	  EN	  LA	  POBLACIÓN	  CARCELARIA	  
	  
Rangos	  de	  edad	   Hombres	   Mujeres	  
Entre	  8	  y	  13	   6%	   5%	  
Entre	  14	  y	  17	   16%	   8%	  
Entre	  18	  y	  24	   27%	   29%	  
Entre	  25	  y	  34	   25%	   28%	  
Más	  de	  36	   20%	   20%	  
   Elaborado con base en INPEC, 2011 
 
Se teje así una percepción que entiende la delincuencia y el crimen como un 
medio para acceder a ciertos medios o “bienes básicos”, “una opción para 
hacerse a unos pesos”. Ello presupone que una dimensión de los actores que 
incursionan en prácticas violentas en lo local son sectores de la población 
vulnerables y sin opciones; “encuentran la violencia y la mafia como únicas 
opciones y posibilidades, hay que calcular el daño ahí”154.
                                                
 
153Activista de ONG de DDHH. Entrevista 18. 
154 Habitante de Bosa. Entrevista 38. 
  
Capítulo 7. La persistencia de la “Limpieza 
Social”: cuestionamiento y reto de la política 
de seguridad. 
La persistencia de la “Limpieza Social” es una de las mayores contradicciones 
que enfrenta la mejoría de la seguridad en Bogotá. La presencia de actividades 
relacionadas concita una pregunta fundamental: ¿A qué se debe tal permanencia 
en una ciudad donde las condiciones de seguridad han avanzado? Sin duda 
alguna es un hecho que expresa, como pocos, la envergadura de la tarea que se 
enfrenta, “pues ha existido limpieza social desde hace muchos años”155.  
7.1. La “limpieza” como vulneración de los Derechos Humanos  
Desde nuestra perspectiva, la “limpieza social” puede comprenderse como una 
acción violenta ilegal que se utiliza sistemáticamente contra factores que alteran 
las condiciones de seguridad de los entornos locales, principalmente contra la 
delincuencia común, pretendiendo además eliminar a quienes se considera están 
por fuera de las conductas moral y socialmente aceptadas (población LGBT, 
personas en condición de prostitución, quienes consumen droga), llegando 
incluso a atentar contra sectores percibidos como inservibles o improductivos 
para la sociedad (enfermos mentales, habitantes de calle, “parches”, etc.)156.Tal 
                                                
 
155 Funcionario público de Suba. Entrevista 28.  
156 A pesar de la poca literatura existente en el país frente al tema de la “limpieza social”, es 
posible identificar varias aseveraciones que se han producido en torno del fenómeno. En líneas 
generales se considera que la práctica se ha agenciado contra individuos considerados como 
rechazados, por lo que la práctica se dirigiría en contra de una identidad específica, más no contra 
individuos específicos (Rojas, 1994). A partir de esta idea Rojas sostiene que es una violencia 
legitimada por una forma de rechazo previo, que terminó convirtiéndose en delito permanente y 
sistemático. 
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como señalaba Salcedo et al (2010), este tipo de prácticas han sido perpetradas 
contra “aquellos que encarnan signos visibles de vicio, decadencia, inseguridad e 
ilegalidad” (p. 125).  
Para muchos pobladores “La limpia” se muestra como factor de regulación 
violenta que aparece cuando “el barrio se calienta”, es decir en momentos de 
intensa inestabilidad en seguridad y consumo de psicoactivos. Por tanto se 
constituye como un recurso para erradicar la utilización de drogas en vía pública, 
enfrentar el robo y el hurto, controlar los desmanes de los “parches” y evitar la 
alta presencia de habitantes de calle; “para mantener los barrios sin delincuencia, 
sin nada de nada”157. Se considera pues factor de control e intervención ante el 
escalamiento de ciertas conductas que afectan el curso de la vida barrial, 
incluidos los negocios. Aquello de que con “la limpia” el barrio se “calmó 
muchísimo” muestra la efectividad con que se piensa el mecanismo, “eso hicieron 
limpieza y se paró un poquito”. Desde esta perspectiva, es un factor que a la vez 
que encausa ciertos comportamientos que desordenan la vida local, se muestra 
como un recurso violento para volver a la tranquilidad; “uno como habitante, ¿Qué 
opción tiene? Tratar de recurrir a las autoridades para que hagan limpieza, para 
que los mantengan controlados”. Recurso que permanece latente hasta cuando la 
“condición del barrio se vuelve a complicar”; “estuvo súper tranquilo, no veía uno 
gente en las esquinas esperando a otros para atracarlos; pero ahí fue cuando 
empezaron las banditas de los niños chiquiticos a salir”158. 
De otro lado, para algunos jóvenes, principalmente aquellos organizados en 
procesos sociales o políticos, la “limpia” es una práctica de control social previa la 
generación intencionada de un ambiente de inestabilidad en los territorios; “para 
luego tener el espacio de hacer legítimo su accionar”159. Como se puede denotar, 
lo que difiere es la interpretación de la fuente que genera ese ambiente negativo, 
                                                
 
157 Habitante de Kennedy. Entrevista 15. 
158 Habitante de Kennedy. Entrevista 15. 
159 Habitante de Kennedy. Entrevista 15. 
116 Entre la transformación y las limitaciones: Avances, retos e interpelación popular a la 
seguridad en Bogotá 
Retos y desafíos de la Seguridad en Bogotá 
 
pero definitivamente se percibe que es el elemento clave que posibilita que el 
mecanismo tome cuerpo en lo local. Acciones que han tendido a concentrarse en 
zona céntrica y las localidades del sur de la ciudad, tales como Rafael Uribe 
Uribe, Kennedy, San Cristóbal, Bosa y, sobre todo, Usme y Ciudad Bolívar; más 
específicamente, durante los últimos 20 años ales asesinatos han tenido como 
epicentro las UPZ del Lucero e Ismael Perdomo en esta última localidad, y Gran 
Yomasa y Comuneros, en la primera160. 
IMAGEN 2. PANFLETO QUE CIRCULÓ EN BOGOTÁ EN 2011 
 
 
                                                
 
160 Realizado con base en: Revista Justicia y Paz (1988-1996 –primer trimestre) y Banco de datos 
de la Revista Noche y Niebla del CINEP.  
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“La limpieza” también se muestra como acción de ofrecimiento de seguridad, 
implementada por distintas agrupaciones delincuenciales. En varios territorios 
personas bien sea de los paramilitares o, con este rótulo, afirman varios 
pobladores, se han acercado a sectores de comerciantes, habitantes en general y 
líderes de las juntas de acción comunal ofreciendo servicios de “limpieza” en 
algunas zonas de la ciudad; “que supuestamente eran paramilitares y estaban 
acabando con las pandillas, hubo gente que sí les pagó”161. Este ofrecimiento es 
diferente en naturaleza y magnitud a lo que sucede en Río de Janeiro o Medellín. 
El mecanismo aludido no implica un esquema de protección sostenida y 
permanente sobre los barrios; lo que varios pobladores referencian es la oferta de 
acciones puntuales de eliminación de sujetos concretos o de ciertas actividades 
para amedrantar los factores de desorden en lo local, “les acaban el dolor de 
muelas”. Para muchos pobladores las acciones de “limpieza” difieren de la oferta 
de seguridad ejercidas por grupos tales como los paramilitares (Ciudad Bolívar, 
2001-2005) o el M-19 (a finales de los 80 en inmediaciones de Corabastos). 
Referencia que supone que “quiénes cuidaban el barrio se encargaban 
directamente de hacer la limpieza”162; mientras que ahora se trata de acciones de 
ofrecimiento de prácticas de muerte y terror para evitar “que el barrio se siga 
dañando”.  
Las operaciones de “limpieza” se anclan pues en mecanismos de miedo, 
viabilizados mediante amenazas, panfletos y “toques de queda”163. Muchos 
pobladores perciben que esta operación involucra tanto las acciones de violencia 
directa, como la amenaza latente del uso de la misma; “no necesitamos un 
muerto o para decir que tenemos limpieza social”164. En otras palabras, la 
amenaza versa como un acto potente que pone de manifiesto la posibilidad y la 
                                                
 
161 Líder comunitaria de Kennedy. Entrevista 10.  
162 Líder comunitaria de Kennedy. Entrevista 10.  
163 Noción utilizada para referirse a las restricciones contenidas en panfletos donde los actores 
violentos advierten la posibilidad de la muerte si se irrespetan ciertos horarios para transitar por el 
barrio.  
164Líder juvenil de Kennedy. Entrevista 15. 
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cercanía de la muerte, la probabilidad de verse afectado. Allí adquiere notable 
protagonismo el panfleto, se constituye en anunciador de la muerte, pues 
comprende tanto el nombre de las posibles víctimas, como una advertencia 
temporal para la posible ocurrencia del hecho; además, en ciertos casos, 
comporta una especie de “justificación”, advierte sobre ciertas prácticas que se 
constituyen en prohibidas y que han sido la razón de la amenaza o que pudieran 
ser el desencadenante de futuras acciones. La amenaza de muerte o de destierro 
es en este sentido la manifestación de una pena impuesta o probable contra 
comportamientos que se supone han transgredido la convivencia local o los 
negocios; “han dejado listas y hemos visto poco a poco como cada uno de esos 
jóvenes van siendo ajusticiados como en secuencia”165. 
En múltiples barrios, principalmente en los “enclaves de violencia”, se sostiene 
que la inminencia de “limpia” se ha acompañado de advertencias para no transitar 
por el barrio y no permanecer en ciertos lugares después de una hora 
determinada; por supuesto, no cumplir con la advertencia se entiende como un 
peligro. Se muestra como un factor ordenador de la vida local, demanda buenas 
conductas so pena de sufrir las consecuencia; “hubieron hasta toques de queda 
donde nadie podía salir a la calle tipo después de las once de la noche (…) 
Mucho socio que uno saludaba por ahí al otro día amanecía como tostado, la 
cosa era seria”. Las camionetas polarizadas que patrullan los territorios se 
convierten en factor extremo de terror y miedo, advertencia inminente para acatar 
ese fantasma llamado “limpieza”, “veía uno las camionetas y hmmmm, hasta el 
sol de hoy166. 
 
 
 
                                                
 
165 Habitante de Ciudad Bolívar. Entrevista 23. 
166Habitante de Kennedy. Entrevista 16. 
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7.2. Legitimidad y colaboración con la “Limpieza” 
Varias son las denuncias, aún mayores los rumores, del involucramiento de la 
comunidad y algunos comerciantes en la agencia de la operación167. Práctica que 
se reviste de un manto de validez y justificación; “el asesinato de jóvenes es 
porque son marihuaneros, gamines, ladrones, esa es la justificación como de los 
comerciantes para legitimar acciones para acabar con un grupo que la sociedad 
en general desprecia”168. La “apología” a este mecanismo adquiere sentido en 
tanto muchos pobladores, aun cuando no agencian la mencionada actividad, 
tampoco la condenan; en ocasiones el problema no es la práctica, sino el temor 
de que se salga de control y no ataque “los que son”; “van a resultar matando 
muchachos que son buenos, si fuese que solamente mataran a la 
delincuencia…´¡Listo!´”169. 
Múltiples referencias señalan la disposición tanto de algunos pobladores, como 
de líderes comunales, para coordinar esfuerzos, acopiar recursos y pagar por 
estas acciones; “son ellos o somos nosotros”, esgrime un habitante. Para varios 
moradores tal cuestión sucede por el cansancio expresado ante la condición 
adversa que se vive en el barrio, el alto grado de afectación al que se está 
expuesto y la falta de acciones institucionales efectivas; la historia de una 
persona que se reunió con sus vecinos para contratar “la limpieza”, es en extremo 
diciente: “esto estaba que ella no podía uno salir porque le daba miedo. Nos 
reunimos en una casa y dijimos, ´nos tocará a nosotros recoger esa plata, así nos 
toque más´. Porque nos estaban cobrando cinco millones de pesos por hacer 
                                                
 
167 Camilo Echandía (1999) sostiene que surge como acción de autodefensa en la década de los 
noventa para enfrentar la delincuencia; línea de pensamiento que retoman autores como 
Camacho (1991) e incluso Pécaut (1997), para quiénes el fenómeno se inscribe en una acción de 
violencia por propia mano que emerge en un contexto de descredito de la justicia y del accionar 
institucional. María Elsa Blair argumenta que la práctica de la limpieza, es un asesinato selectivo 
(selección minuciosa de la víctima); hecho que reviste un carácter político y pone en evidencia 
una concepción del orden social donde se define qué es funcional y disfuncional para una 
sociedad. La aceptación del lenguaje de la limpieza, es la aceptación del hecho (2005). 
168 Habitante de Ciudad Bolívar. Entrevista 24. 
169Madre comunitaria de Kennedy. 
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limpieza”170. Para la gente los comerciantes actúan bajo la lógica costo-beneficio; 
esto es, se prefiere pagarle a alguien para que “limpie” a seguir soportando 
acciones en desmedro de sus negocios; “si saben que les están robando cada 
semana un millón, ponen trescientos mil y se quitan el dolor de cabeza”171. 
A su vez, la dimensión de justificación de “La limpieza” no se limita a su 
comprensión como herramienta para atajar los problemas crecientes en el barrio, 
se configura para muchos como merecimiento, como castigo por acciones 
cometidas; “hay unas que son por puro dedo, y hay otros que de verdad si se lo 
merecían, como en todo”172. Es tal el grado de aceptación que en algunos casos 
se afirma que los mismos vecinos se encargan de elaborar y distribuir algunos 
panfletos, buscando con ello generar temor y aplacar ciertos fenómenos 
desestabilizadores; “¿Y saben que hizo la gente? Sacaban hasta cien fotocopias 
y se las repartieron a todo el mundo y entonces la gente decía que eso era lo que 
faltaba en ese barrio, la limpieza social”173. 
Como hecho arbitrario la “limpia” genera una serie de fracturas y desavenencias 
entre quienes la aceptan, aquellos que la rechazan y los que definitivamente la 
sufren; “la vieja me decía que ´sí lo mataban yo era el segundo´. Yo le dije, ´a mí 
no me importa porque no tengo velas en ese entierro´174. Por ejemplo, 
organizaciones de recicladores sostienen que la comunidad en general los 
estigmatiza, los percibe como consumidores y atracadores, pero no se dan 
cuenta de las acciones de recuperación que ellos agencian; situación que ha 
generado que algunos moradores y comerciantes agencien acciones de 
amedrentamiento y “limpieza” para sacarlos de los territorios; “antes nos sacan y 
nos dicen que es una zona recuperada y no nos dejan trabajar”175. 
                                                
 
170Madre comunitaria. Localidad de Kennedy. 
171 Vendedor Ambulante de Ciudad Bolívar. Entrevista 19.  
172Habitante de Kennedy. 
173 Joven de Santa Fe. Entrevista 27. 
174Habitante de Kennedy. Entrevista 12.  
175Líder gremial de Kennedy. Entrevista 33 
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7.3. Actores de la limpieza, entre el anonimato y la impunidad 
Los actores de la operación se muestran como agentes de control de conductas y 
personas que afectan lo local; pero además como personajes que escapan a 
cualquier castigo por la violencia ejercida y las muertes ocasionadas. Los 
victimarios de tal práctica se rodean de un halo de misterio, aunque los habitantes 
de varios barrios aseveran con énfasis que han sido paramilitares, agentes de 
policía, incluso vecinos o agentes de seguridad privada. En general, se revisten 
del más absoluto anonimato; “puede ser cualquier grupo organizado al que le 
pagan y le dicen: ´vea, necesito que me limpie a fulanitos que siempre vienen acá 
a robar el negocio´ y los matan y los desaparecen”176.  
Precisamente, en la medida en que se percibe que agentes de la policía agencian 
este tipo de prácticas, se concibe que esta institución transita cotidianamente a 
ejercicios ilegales de control; “se dieron casos donde los policías después de 
hacer su jornada de trabajo común y corriente hacían actos de limpieza”177. Se 
liga así a la Policía a un ejercicio sistemático de terror y muerte, a miembros del 
ejército como cómplices de algunos de estos fenómenos; “a eso de las cuatro o 
tres de la mañana entran los policías, la limpieza social y mata al que sea y ya”, 
señala un habitante de Ciudad Bolívar178. En uno de tales hechos fue acusado un 
agente de policía por asesinar a un joven que había sido previamente detenido 
por el hurto de un radio de un automotor:  
- A los señores Agentes JOHN HAROLD OROZCO DÍAZ, por el homicidio 
y posterior ocultamiento del cadáver del menor OVER STEVEN FONSECA 
PEREA, ocurrido el 2 de octubre de 2000 en esta ciudad; a los patrulleros 
de la Policía Nacional JOHN JAIRO JARAMILLO SÁNCHEZ, VLADIMIR 
DÍAZ GUZMÁN, EDER MACA RIVERA y JAIRO ALIRIO CRIALES 
RODRÍGUEZ, por las prolongación ilícita de la privación de la libertad y 
                                                
 
176 Joven habitante de Ciudad Bolívar. Entrevista 16. 
177 Habitante de Kennedy. Entrevista 15. 
178 Habitante de Ciudad Bolívar. Entrevista 22. 
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posteriores torturas ocasionadas a los menores OVER STEVEN PEREA 
FONSECA, JONATHAN ALEXANDER GUACANEME y JULIO ERNESTO 
LÓPEZ URUEÑA y a los patrulleros de la Policía Nacional ÁLVARO 
VALDERRAMA GÓMEZ, JOAQUIN EMBER ARANGO HERNÁNDEZ y 
JAIME ALBERTO AGUDELO AGUDELO, por no haber capturado en 
flagrancia al autor del homicidio del menor OVER STEVEN FONSECA 
PEREA y haber omitido la protección de la escena del crimen, lo que 
permitió que fuera alterada por el agente JOHN HAROLD OROZCO 
DÍAZ179 (p. 4) [Mayúsculas en la fuente]. 
 
Actores concebidos bajo el halito de la muerte sistemática; “cogen a los ladrones 
y le dan piso y listo”180. Los agentes de “la limpieza” aparecerán entonces como 
sujetos que por medio de la violencia se constituyen en ordenadores del espacio 
público y los tiempos de transito por el barrio; habido momentos donde la frase 
“los niños se acuestan temprano o nosotros los acostamos” recorre la vida local 
generando temor. En otras ocasiones ofrecen asesinatos de individuos 
específicos, esto con el fin de amedrentar y disuadir a ciertas personas de sus 
conductas; algunas muertes se constituyen en un mensaje, en una advertencia, 
“matar a uno o dos para que el resto se espante”, afirmaba una madre 
comunitaria en Corabastos181.  
La marca indefectible de estos actores es la impunidad, la cual aparece en dos 
extremos en la operación de limpieza: de un lado, como explicación que se 
esgrime para argumentar su aparición; de otro, como la nota predominante en la 
cual se sumergen sus victimarios y los hechos en sí mismos. “¿cuántos procesos 
judiciales hay por esos asesinatos?” o “¿a quién han culpado y encarcelado por 
                                                
 
179 Procuraduría general de la nación. Despacho del Viceprocurador, Carlos Arturo Gómez 
Pavajeau. Bogotá, D.C. 2 de diciembre de 2003. Radicación: No. 155-55139-01 
180 Vendedor Ambulante de Ciudad Bolívar. Entrevista 19. 
181 Habitante de Kennedy. Entrevista 14.  
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esas muertes?”, son reclamaciones recurrentes por parte de algunos jóvenes en 
los territorios. La condición de impunidad será leída entonces como el escenario 
propicio donde sus protagonistas escapan a cualquier regulación social; pero 
además, es la garantía de su aparición futura; “ese tipo de cosas sí se han 
mantenido”.  
7.4. Las víctimas, un rango amplio de sujetos 
Muchos pobladores argumentan que “La limpieza” opera contra un amplio rango 
de personas, particularmente habitantes de calle, población juvenil, “parches”, 
recicladores, personas LGBTI, delincuencia común, quienes consumen droga en 
vía pública, entre otros. Son víctimas pensadas como: factores de peligrosidad y 
desorden para el barrio, agentes de comportamientos moralmente inaceptables 
(consumo de drogas, sexualidad corruptible), pero además como seres 
improductivos que no le aportan a la sociedad; “a uno que otro ladrón lo han 
matado y eso porque dan con la horma de su zapato”182. 
En la operación se constituye una línea divisoria que diferencia a la víctima de los 
sectores que aparentemente escaparían a su accionar: “ellos ya conocen la gente 
que es de bien”183.Es tan evidente la amenaza de la limpieza sobre ciertos 
sectores poblacionales que se afirma que sitios como el Cartuchito en la UPZ 
Corabastos surgen producto de recicladores buscando un espacio para 
protegerse; “era muy inseguro estar en otras calles del barrio, entonces algunos 
pocos recicladores se vinieron para esta calle buscando seguridad”184.El 
mecanismo nomina a sus víctimas como elementos extraños de peligro potencial 
y real que deben ser eliminados propiciando así bienestar; un panfleto distribuido 
en el barrio El Lucero de la localidad de Ciudad Bolívar en el año 2005 resulta 
ilustrativo: “esperamos que la comunidad los identifique, hasta pronto por una 
sociedad limpia y sin delincuencia!”.  
                                                
 
182 Habitante de Ciudad Bolívar. Entrevista 19 
183Madre comunitaria de Kennedy. Entrevista 9. 
184 Habitante de Kennedy. Entrevista 36. 
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Para muchos moradores la población juvenil se ha constituido en el “objetivo” 
principal de estas operaciones; “de vez en cuando matan tres o cuatro 
muchachos, son limpiezas sociales generadas por grupos paramilitares”185. Para 
los habitantes, los jóvenes que son objetivo de la “limpia” son o bien 
consumidores o delincuentes; no es raro que se considere a los “parches” como 
una expresión social fuertemente victimizada, pues sobre éstos pesa el estigma 
de ser agentes del robo y el atraco en las más variadas circunstancias. Una 
masacre reportada por el CINEP en el año 2009 da cuenta de la magnitud de la 
problemática: “ejecutaron en horas de la noche a cuatro jóvenes, quienes se 
encontraban en una cancha de fútbol (…) dos de los jóvenes asesinados habían 
estado en la cárcel Modelo por hurto”186. 
En varias localidades, pero particularmente en Ciudad Bolívar, existen prácticas 
de persecución y constreñimiento político que se encubren con el rótulo de la 
“limpieza social”. En muchas ocasiones los miembros de organizaciones políticas, 
culturales y comunitarias son acusados de consumo de droga para justificar las 
amenazas y los asesinatos; esbozando con ello un marco de sentido que se 
presume aceptará fácilmente la comunidad. No en pocas ocasiones se asevera 
que algunos panfletos han incluido indistintamente amenazas tanto a 
consumidores y ladrones, como a organizaciones juveniles a quienes acusaban 
de “guerrilleros de civil”. Implícitamente se argumenta que esta denominación 
acarreaba señalamientos que versaban sobre lo peligroso de las actividades 
adelantadas por estos colectivos, rotulando la actividad política y cultural como 
actos vandálicos que se apoyaban en acciones ilícitas que a su vez propiciaban el 
actuar insurgente en la ciudad. Ello obligó a muchas expresiones organizadas en 
los barrios a cambiar el perfil de sus actuaciones en los territorios; “porque 
                                                
 
185Habitante de Ciudad Bolívar. Entrevista 25. 
186 Banco de Datos. Revista Noche y Niebla. Recuperado de: 
https://www.nocheyniebla.org/consulta_web.php 
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muchos tenían sus avisos en las casas en las que trabajaban y los quitaron 
porque como estaba la amenaza de que tenían que irse y no trabajar más”187. 
En algunos momentos la línea divisoria que ubica el objetivo de “la limpieza” se 
vuelve difusa, “asesinan de todo lo que se les atraviese, gente normal que ni 
siquiera está metida en nada”188; “no respondemos si caen inocentes” rezaba uno 
de los panfletos entregados en varias zonas de la ciudad en 2009.En 
consecuencia, la limpieza es tanto acción dirigida contra blancos específicos, 
como mecanismo indiscriminado que puede afectar a cualquier persona, 
principalmente jóvenes que se encuentren “mal parqueados”; “hay toda una 
amplitud de víctimas que van desde trabajadores informales, habitantes, 
desempleados, también líderes sociales, pero no es muy claro”189. La amenaza 
refleja otro tanto, pues así como en algunos casos señala claramente las víctimas 
potenciales, en otros momentos su espectro se diluye; “acá aparecieron panfletos 
de las Águilas Negras, que el bloque no sé qué, etc. Acá venían que Pedro, que 
Juan, que María, pero nunca venían con apellidos, o sea prácticamente la 
intención era intimidar a la gente”190.  
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                
 
187Habitante de Bosa. Entrevista 29 
188Habitante de Ciudad Bolívar. Entrevista 27. 
189 Miembro de una ONG de Ciudad Bolívar 22.  
190Habitante de Kennedy. Entrevista 16. 
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La ciudadanía no ha permanecido inerme ante este tipo de operaciones; 
adquieren protagonismo acciones de defensa de los derechos humanos y 
aquellas de tipo cultural; Ciudad Bolívar es de lejos un ejemplo para la capital. No 
obstante, se referencian una serie de disposiciones con arreglo al uso de la 
violencia para contrarrestar y hacerle frente a este mecanismo; acciones que se 
piensan como organización planificada y organizada, mientras que en otras 
oportunidades se sostiene que la misma es producto de una tradición en el uso 
de la violencia para hacer frente a cualquier desafío. “Muchos de los pelados se 
han llegado a armar pero no precisamente para agredir sino para la defensa, de 
esos tales patrullajes, se escuchaban las plomaceras”191. 
 
  
                                                
 
191Habitante de Ciudad Bolívar. Entrevista 24. 

  
6. Conclusiones 
Bogotá se encuentra en un momento, más que propicio, donde debe abocarse a 
la tarea de darle nuevo impulso a la articulación entre seguridad y desarrollo. En 
el fortalecimiento de la política pública distrital respectiva, tres tareas se 
constituyen en derrotero: primero, profundizar en el tratamiento integral frente la 
diseminación del homicidio; en segunda instancia, concientizarse, por tanto, 
actuar en consecuencia con la existencia tanto de unos territorios donde se 
concentran una serie de delitos que atentan contra la propiedad, como de otros 
donde claramente se condensan delitos contra las personas, “los enclaves de 
violencia”192; finalmente, tramitar con decisión la desigualdad y la inequidad social 
en su variadas formas. Sin duda, la actual situación de la capital demanda un 
equilibrio entre las acciones urgentes, las inmediatas y las estructurales. 
Consolidar los avances, enfrentar los retos y atender a la interpelación popular 
supone ahondar en el tratamiento de la seguridad bajo los parámetros del 
“desarrollo humano sostenible” y la promoción de los derechos humanos. En este 
sentido, le corresponde modificar el esquema de crecimiento económico con 
persistencia de inequidad en una política que le permita sostener la relación entre 
seguridad y desarrollo a mediano y largo plazo. Precisamente la ciudadanía 
demanda corresponsabilidad de las instituciones en el cumplimiento de sus 
labores (ergo la crítica a sus falencias), exigiendo así un equilibrio entre las 
                                                
 
192La administración Petro ha anunciado la intervención focalizada en 75 barrios por considerarlos 
lugares de concentración del homicidio. Sin duda se esperan resultados positivos; habrá que 
esperar el impacto en estas zonas y futuras acciones que comprendan la existencia de escenarios 
tan disímiles como los expuestos durante el presente trabajo. Mayor información, en: El 
espectador (26 de febrero de 2014). “Intervención en los 75 barrios más peligrosos de Bogotá”. 
Recuperado de: http://elespectador.com 
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acciones de autorregulación ciudadana, la observancia de los deberes y el 
ejercicio efectivo de derechos. La reducción de la desigualdad en el ingreso por 
hogares entre estratos es a todas luces, imperiosa; pero además, es perentorio 
que la ciudad profundice una serie de medidas diferenciales, el estado de cosas 
que enfrenta tanto la juventud y las mujeres de las zonas populares, como la 
población en condición de desplazamiento es un claro ejemplo.  
Hoy la capital debe hacer un esfuerzo por territorializar seguridad y desarrollo 
(adscribir localmente competencias y actuaciones de las autoridades, las 
instituciones y la población) a nivel de las UPZ, fomentando y fortaleciendo 
trayectos aprendidos que incidieron en la transformación de la ciudad, tales como: 
promoción de la acción interinstitucional, emplazamiento de mecanismos para el 
tratamiento de distintas violencias y, sobre todo, participación comunitaria; a este 
último debe incorporarse un enfoque interseccional, diferencial y con capacidad 
de decisión desde los territorios193. Poner el acento en lo local en la formulación 
de estrategias de política pública en la materia es un reto para las 
administraciones capitalinas194. 
Estrategia que, además de territorializada y con participación social, debe apuntar 
a resolver la demanda de integralidad con prevención; es así como se puede 
figurar la elaboración de una serie de planes locales de desarrollo-seguridad 
donde se promueva: la necesaria articulación entre la oferta de oportunidades, 
económicas culturales, productivas y educativas; la modificación del vínculo 
comunitario, especialmente entre jóvenes y adultos; la promoción de campañas 
educativas donde las comunidades puedan llegar a consensos en planes de vida 
                                                
 
193El camino recorrido por los observatorios de violencia escolar, de violencias contra la mujer, 
entre otros, deben tener la posibilidad de diseñar estrategias específicas para afrontar las distintas 
dimensiones de la violencia, complementándose con participación comunitaria y local. Una 
discusión detallada del concepto de interseccionalidad en: Leslie (2007). 
194Si bien el balance de la política de Seguridad por Cuadrantes está aún por hacerse, pareciera 
pertinente pensar si estrategias de ese tipo podrían redimensionarse bajo un enfoque donde el 
desarrollo tenga tal nivel de localización.  
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para los barrios, incluidos acuerdos para la habitación integral de los espacios 
públicos; acciones locales comunitarias para la resolución no violenta de 
conflictos.  
El accionar de la policía debe encuadrarse en este tipo de estrategias. La 
institución se enfrenta a la superación de la contradicción entre los intentos de 
construcción de autoridad y legitimidad vs. la percepción que reiteradamente 
conecta a algunos de sus agentes con ilegalidad. Situación que supone, entre 
otras cosas, tanto la existencia de medidas institucionales que atajen tales 
involucramientos, como de canales efectivos para la denuncia. De otro lado, la 
relación con la policía se debe transformar, es un imperativo, particularmente con 
la población juvenil. La reconstrucción de tales vínculos, la unificación de criterios 
entre la policía y la comunidad, de medidas y apuestas comunes para dar 
tratamiento a las manifestaciones violentas y delictivas en lo local se presenta 
como una necesidad en el futuro inmediato. Una policía preocupada por los 
problemas locales y de la comunidad constituye una apuesta fundamental.  
Finalmente, en cabeza de la administración capitalina se encuentra el tratamiento 
decidido contra los procesos de estigmatización de poblaciones y territorios. 
Tarea que debe ser complementada con una estrategia fundamental, poner en la 
agenda pública de la ciudad el fenómeno de la “limpieza social”. Es un reto de 
enormes proporciones, es necesario emprender desde la administración 
capitalina procesos de verdad y esclarecimiento de este tipo de hechos. Llevar 
justicia a las familias y los pobladores se convierte en una prioridad. De igual 
manera, es preciso que esa conciencia pública que cruza los procederes de la 
ciudadanía respecto al respeto por la vida se extienda de manera efectiva al 
rechazo de las operaciones de “limpieza”. Entender el trasfondo de sus 
mecanismos en cada territorio, reconstruir su memoria y visibilizar el problema, 
constituyen una apuesta central. 
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La ciudad, sin dudas, tiene un lugar protagónico para pronunciarse frente al 
eventual posconflicto; el tratamiento de otras violencias no necesariamente 
articuladas a lo criminal, sumado a la fragmentación y dispersión de actores 
violentos con los que ha tenido que lidiar, la colocan en lugar inmejorable para 
que sus experiencias sean cimiento fundamental para el desarrollo de una 
conciencia pública de respeto y fomento de la vida digna, además de rechazo y 
movilización frente a las diferentes violencias.  
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